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Resumen y Abstract V 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
“La regresión de las masas consiste hoy en la 
incapacidad de poder oír con los propios oídos lo que 
aún no ha sido oído y de tocar con las propias manos 
lo que aún no ha sido tocado, en la nueva forma 
ceguera que sustituye a toda ceguera mítica vencida.” 
Horkheimer- Adorno 
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Resumen 
Este trabajo contrasta el fenómeno Colombiano bajo Uribe con el contexto histórico del 
nazismo como paradigma del autoritarismo del siglo XX, y en el contexto 
Latinoamericano con el caso del Perú, partiendo de un marco teórico sustentado  en el 
pensamiento de Karl Schmitt  y su distinción  amigo-enemigo y la concepción de una 
dictadura comisarial/plebiscitaria, para así caracterizar la lógica excepcional de los 
fenómenos autoritarios desde los análisis de Poulantzas y Agamben resaltando la 
necesidad de los procesos de resistencia a dichos fenómenos. A la luz de ello se 
reconstruyen las políticas centrales del gobierno de Álvaro Uribe Vélez que consolidaron 
la apuesta de Estado Comunitario /Estado de Opinión (Confianza Inversionista, 
Seguridad Democrática y Cohesión Social) para explicar el carácter autoritario que 
asume el Estado colombiano en el periodo 2002-2010. 
Palabras clave: (Autoritarismo, Excepcionalidad Permanente, Alvaro Uribe Vélez, 
Estado Comunitario, Estado de Opinión). 
 
Abstract 
This paper contrasts the Colombia phenomenon under Uribe regimen with the historical 
context of Nazism as authoritarian paradigm of the twentieth century, and with  the case 
of Peru as  example in the Latin American context , within theoretical framework 
grounded in the thinking of Karl Schmitt and his distinction between friend- enemy and 
the concept of a dictatorship  comisarial /plebiscitaria, in order to characterize the 
exceptional logic inside of authoritarian phenomenon from the analysis of Poulantzas and 
Agamben, and hence highlight the need for a resistance processes to these 
phenomenon. In light of this framework the central policies are reconstructed in the Alvaro 
Uribe Velez government to consolidate the commitment of Community State / State of 
Opinion (Investor Confidence, Democratic Security and Social Cohesion). In this way it is 
explain the authoritarian character assumed by the Colombian State in the period 2002-
2010. 
Keywords: (Authoritarianism, Permanent Exceptionality, Alvaro Uribe Velez, 
Community State, State of Opinion).
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Introducción 
 
Entre 2002 y 2010, el Estado colombiano transitó por la consolidación del proyecto de 
Estado Comunitario propuesto por los dos gobiernos  de Álvaro Uribe Vélez, los cuales 
se cerraron invocando el Estado de Opinión. Los periodos presidenciales de Álvaro Uribe 
estuvieron marcados por una fuerte polarización social y política, la ejecución de una 
política de seguridad con efectos claros en la situación humanitaria y la agudización del 
conflicto, el señalamiento a los defensores de derechos humanos, opositores, dirigentes 
sindicales e incluso, por una fuerte tensión con la rama judicial. 
El presente trabajo pretende explicar el carácter autoritario que asumió el Estado 
colombiano durante ese tránsito, a partir de la reconstrucción y análisis particular de los 
elementos centrales de la política Estado Comunitario, a saber Confianza inversionista, 
seguridad democrática y cohesión social, y como ellos, derivaron en el Estado de 
Opinión.  
Dicho análisis nos permitirá sustentar la Hipótesis de trabajo: Colombia, durante el 
periodo 2002-2010 se sumergió en un Estado de excepcionalidad permanente – técnica 
de gobierno característica de las crisis del capitalismo-, que tras el debilitamiento del 
Estado Constitucional de Derecho, consolidó (legalizó) un proyecto autoritario tras la 
construcción Estado Comunitario/Estado de Opinión. 
Para desarrollar este planteamiento, se parte por contrastar distintas experiencias en los 
contornos de las denominadas dictaduras constitucionales en el marco de Estado de 
Excepción como concepto central del marco teórico usado durante la investigación. De 
ello que en el primer capítulo se resalte el caso de Alemania bajo Hitler, como paradigma 
del autoritarismo del siglo XX y fuente de análisis conceptual, y el caso del Perú bajo 
Fujimori como uno de los fenómenos autoritarios reconocidos en el contexto 
latinoamericano que no emerge como una dictadura militar sino dentro del marco legal y 
constitucional. El contraste de estos casos con el caso colombiano, dentro del Estado del 
arte de la investigación, permite presentar algunos elementos comunes que permiten 
abrir paso al desarrollo del Marco Teórico. 
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Esta relación entre la descripción histórica de los fenómenos autoritarios nos permitió en 
primer lugar caracterizarlos como fenómenos sistémicos y no como simples patologías 
individuales, y segundo, establecer una relación entre las crisis del sistema de 
acumulación y fracturas en el control hegemónico de clase, propio del capitalismo, en 
tanto se proyectan como escenarios a recuperar las condiciones objetivas y subjetivas de 
dominación necesarias para las lógicas de acumulación, recreando lógicas de 
excepcionalidad permanente. El primer capítulo resume así los elementos comunes que 
pueden emerger del contrate de los 12 años de Hitler en el poder, los 10 años de Fujimori 
y los 8 años de Uribe, como gobiernos que desde un fuerte liderazgo individual, se 
sustentaron en el paradigma de la seguridad, disolvieron la división entre el Estado y la 
sociedad civil por medio de fuertes dispositivos de propaganda y represión, y se 
justificaron en la existencia de un enemigo nacional. 
Esta lógica excepcional ha sido caracterizada teóricamente como un patrón de 
comportamiento del sistema para confrontar sus propias crisis y que se ha erigido como 
una técnica de gobierno permanente y global. La personificación del poder, tras el 
argumento de la seguridad en un gran líder cuya voluntad tiene la vocación soberana de 
representar al pueblo, la asunción al poder en medio de profundas crisis políticas, 
económicas y sociales, la legalización y legitimación de la violencia en manos del Estado 
como elemento central  de la excepcionalidad que abre paso al debilitamiento de los 
pilares fundamentales del Estado de Derecho, la existencia de un enemigo colectivo que 
forja la identidad de la nación y cuyo exterminio sostiene la presencia del gran líder en el 
poder, la cooptación simbólica e ideológica que se transforma en la abdicación de la 
ciudadanía en la voluntad infalible del gran líder, el carácter plebiscitario, las tensiones 
con la justicia y la alinderación irrestricta del poder legislativo dejando un ejecutivo 
omnipotente, y todo un esquema de defensa y salvaguarda del régimen económico como 
mecanismo para neutralizar las contradicciones al interior del bloque dominante, 
acelerando un proceso de regulación para garantizar el dominio definitivo del gran 
capital, caracterizan la lógica de la excepcionalidad permanente que recrean las 
dictaduras constitucionales. 
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Dichos elementos se presentan en el segundo capítulo, a la luz del pensamiento de Karl 
Schmitt en desarrollo del Estado Total, sobre el cual se legitimó el régimen nazi, del 
análisis que permite Poulantzas para explicar la emergencia de este fenómeno en el 
marco de las crisis hegemónicas de las clases dominantes y de la teoría de Agamben 
para conceptualizar estos fenómenos, como lógicas excepcionales y autoritarias que en 
el curso del siglo XX se convirtieron en técnicas de gobierno permanentes escudadas 
tras la defensa de la democracia constitucional.  
Así expresado el marco teórico, encontramos necesario indagar en las propuestas 
aunque se han presentado como alternativas para contrarrestar la consolidación de estas 
lógicas autoritarias, abriendo espacio a la emergencia de nuevas subjetividades que 
rompan con la lógica hegemónica de dominación y permita avanzar en propuestas 
emancipadoras capaces de transformar un panorama que pareciera inmutable. El 
fortalecimiento de lo popular como fuerza histórica, creadora y transformadora de los 
baluartes de una democracia realmente incluyente, allanar el camino a una nueva ética 
post-convencional y permitirse el uso contra-hegemónico y emancipador de las formas 
legales e institucionales, dotándolas de un nuevo lugar de legitimidad para reposicionar el 
lugar del poder en nuestras sociedades, son rutas que se indagan a partir de diversos 
autores como Negri, Honnet y Boaventura y completan el marco teórico de esta 
investigación.  
Este marco tiene un asiento claro en la realidad colombiana, que con agudas 
particularidades afrontó una lógica excepcional que consolidó (legalizó) un proyecto 
autoritario tras la mutación Estado Comunitario- Estado de Opinión. Un país que durante 
8 años estuvo dirigido a consolidar una fuerte identidad nacional en defensa de los 
intereses del gran capital, que legalizó y legitimó la acción violenta del Estado, 
desacreditó las instituciones, en particular la justicia, y que debilitó el Estado de Derecho 
en función de la acción dirigida de la opinión. 
En el curso del trabajo se indaga de forma particular si la emergencia de fenómenos 
autoritarios está también ligada a la existencia de procesos de resistencia que se 
confrontan a la lógica de dominación y explotación y que se suscitan en el marco de las 
crisis de la formas de acumulación del capital. La relación entonces, entre la dominación 
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objetiva y la acción de nuevas subjetividades dispuestas a subvertir, parece demandar 
con mayor fuerza un Estado de Excepción capaz de traducir la oposición en un enemigo 
de los intereses generales, legitimando la acción criminal de Estado en defensa del 
mismo y recuperando para sí el control hegemónico de la sociedad. 
 
Es desde allí que se analiza el desarrollo de los 8 años de Uribe bajo las premisas del 
Estado Comunitario y su derivación en el Estado de Opinión, demostrando que éstas 
lograron trazar en Colombia la ruta de un modelo autoritario funcional a los intereses del 
régimen, legitimando el debilitamiento del Estado de Derecho y la democracia y 
permitiendo una acción criminal del Estado respaldada en general por la opinión pública, 
escenario que de no ser por la resistencia del movimiento popular y de espacios 
institucionales como la justicia, que no siempre fueron proclives a las demandas del 
ejecutivo, hubiesen logrado la deconstrucción de nuestros principios democráticos.  
La degradación de los principios democráticos sobre el argumento de la seguridad y la 
estabilidad de los mismos, y la normalización de la excepción como norma de Estado, 
exigen de la sociedad respuestas inmediatas en recuperación de los principios 
democráticos y el Estado de Derecho para abrir un camino claro hacia la transformación 
de la realidad colombiana a favor de los reales intereses de dominados y explotados. 
No puede entonces pasar la sociedad por un simple discurrir temporal, en el cual sólo se 
observa de forma detenida el cambio de la sociedad y la consolidación del autoritarismo, 
sino que se convierte casi en una obligación con la historia demandar transformaciones 
de fondo que permitan consolidar una sociedad verdaderamente democrática, 
contrarrestando de forma clara esas lógicas perversas que nos sumen en la potestad 
alienante del gran capital. 
 
  
 
1. El autoritarismo en la historia: la lógica 
excepcional 
 
El siglo XX estuvo marcado por fenómenos autoritarios que dejaron huella en la historia 
de la humanidad. Mussolini, Hitler y Franco estremecieron Europa. Décadas más 
adelante América Latina sería testigo de atroces dictaduras, similares a las dictaduras 
europeas. Argentina, Chile, Bolivia, Paraguay, Nicaragua, Brasil, Uruguay y Panamá 
sufrirían este flagelo. 
Hoy podemos afirmar que existe una reedición del fenómeno autoritario. Como antes, 
emerge en un marco de excepcionalidad construido para dar respuesta a las 
necesidades del gran capital, en camino de recuperar la hegemonía por medio del control 
y la exclusión de los sujetos que no son funcionales a su modelo, usando los 
mecanismos necesarios para confrontar su crisis. 
A pesar de las claras diferencias entre los referentes autoritarios de Europa, las 
dictaduras latinoamericanas y los nuevos autoritarismos, evidentemente se hallan líneas 
de continuidad que reflejan paradigmas de los modelos autoritarios: todos se han 
legalizado dentro de un marco sustentado en la excepcionalidad, se han legitimado en 
los argumentos de la seguridad y han sido guiados por referentes individuales, Borejsza 
frente a los casos de regímenes autoritarios en Europa, lo señala  como “la destrucción 
en nombre del orden, la estabilidad y la seguridad” 1, referencia que bien cobija los 
fenómenos autoritarios del siglo XX a lo largo y ancho del mundo y aun su reedición en el 
nuevo siglo.  
                                               
 
1
 BORJESZA, Jerzy. La escalada del odio: Movimientos y sistemas autoritarios y fascistas en 
Europa, 1919-1945. Siglo XXI España editores. 2002. Pág. 8. 
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Si bien Colombia no ha engrosado la lista de las dictaduras foralmente reconocidas, los 8 
años de los gobiernos de Uribe comparten, no obstante las diferencias propias del 
momento histórico, importantes similitudes con fenómenos autoritarios. Su contraste con 
otros regímenes autoritarios sirve para caracterizar el proceso por el que atravesó el país 
durante esos dos gobiernos; será de especial interés el caso de Alemania bajo Hitler, en 
tanto se el emergen los análisis de los autores que se usarán como referencia para el 
marco teórico, y  de Perú bajo Fujimori, en tanto dicho proceso ha sido caracterizado 
como una democracia autoritaria en contraste con las dictaduras militares típicas de la 
historia latinoamericana y comparte un contexto geográfico e histórico con el caso 
colombiano. 
Tras ellos es posible identificar la lógica excepcional que conduce a la imposición del 
régimen autoritario, la construcción de un enemigo que fortalece la identidad de la nación 
logrando un sometimiento social a una lógica polarizada y excluyente que termina 
imponiendo por vía de consenso el objeto de la nación.  
En la practica hay un sometimiento del orden legal a los propósitos del régimen 
autoritario; cuando las leyes se convierte en un límite este se rompe con una política que 
goza de legalidad dentro del marco excepcional, si hay prácticas ilegales, éstas tienen 
gozo de legitimidad y con el tiempo gozarán de legalidad, y dichas prácticas son 
ejercidas incluso por medio de una gran maquinaria estatal, característica del 
autoritarismo, todo ello tras el sofisma de la seguridad, como lo fue en Alemania, en Perú 
y en Colombia.  
La inseguridad tiene que personificarse, así como se personifica la seguridad en un 
individuo. Se construye sobre el caos y la inseguridad un enemigo que se contrapone a 
los propósitos del régimen y que sustenta el llamado a la excepcionalidad, legitimando la 
superación misma del Estado de Derecho, y continúa Borejsza: “en nombre de la lucha 
en contra de estos enemigos mitificados se organizó y justificó el asesinato de millones 
de personas y la idea de que el Estado fascista resuelve las contradicciones de capital.”.2 
Las razones sociales se sintetizan ahora en la lucha contra el enemigo de la nación, las 
contradicciones al seno de la sociedad se desvanecen en una nueva identidad: la 
                                               
 
2
 Ibíd.,p. 9 
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negación del enemigo. El enemigo de los nazis fueron los judíos, en el gobierno de 
Fujimori fue Sendero Luminoso y en el gobierno de Uribe, las FARC. Tres regímenes 
sustentados en la búsqueda de la seguridad, personificados en un gran líder que 
sintetizaba las virtudes sociales, y todos extralimitando la lógica misma del Estado de 
Derecho.  
Combatir al enemigo es el objetivo central. En ello se funcionaliza el conjunto de la 
sociedad, las instituciones estatales, así como los individuos se difuminan en el simple 
andamiaje del gran propósito de la nación; fenómenos corporativistas que intentan 
establecerse como armonizadores de los intereses de clase y/o diferentes grupos 
sociales, estableciendo vínculos corporativos entre los ciudadanos y el líder como 
representación del Estado, logrando una cooptación de los individuos en el sistema y de 
éste en los intereses de quienes detentan el poder. Dice Schapiro: “Y aquí reside la 
esencia del líder en el organismo político totalitario: porque si el líder permite que una 
institución rival, ya sea el partido o la burocracia estatal, o aún el ejército, mantenga 
alguna clase de existencia segura o de independencia en relación con él, estará 
corriendo un grave riesgo de derrocamiento.”3. Se refleja tal situación en la negación de 
las individualidades, todo sujeto debe subsumirse dentro del Estado, los intereses del 
Estado son ahora los intereses de todos. El Estado debe entonces ser funcional a la 
opinión de esas mayorías que legitiman la acción del líder, he ahí la soberanía. 
Se hace del Estado un poder absoluto y personificado, una institución totalizante; será 
entonces el Estado el espacio en que todo se debe desarrollar de igual forma que la 
voluntad del líder será la voluntad del Estado. Al referirse a la concepción de Estado en el 
régimen italiano de Mussolini, Norberto Bobbio señala: “la idea del estado-todo, del 
estado superior a las partes, a los conflictos de parte, a los individuos aislados, el estado 
corporativo que media los conflictos de clase nombre del interés superior de la nación.”4  
 
                                               
 
3
 SCHAPIRO Leonardo. El Totalitarismo. Fondo de Cultura Económica. México 1981. Pág. 44 
4
 BOBBIO Norberto. Perfil ideológico del siglo XX en Italia. Fondo de Cultura Económica. México 
1989. Pág.217 
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Este sometimiento legal, de la mano con el sometimiento ideológico y cultural en general 
de toda la sociedad al Estado, reducido a una personalidad, tiene que ver con el 
desconocimiento total de la diferencia y de la oposición. Se crea por fuerza un consenso, 
que es en realidad el consenso de quienes están en el poder. Cita Bobbio un discurso de 
Mussolini: “Declaro que quiero gobernar, si es posible, con el mayor consenso de los 
ciudadanos. Pero, en espera de que ese consenso se forme, se alimente y se fortalezca, 
yo acumulo el máximo de fuerzas disponibles. Porque puede suceder por ventura que la 
fuerza haga encontrar el consenso, y en todo caso, si falta el consenso, está la fuerza.”5 
Los intereses de quien gobierna son los intereses de todos, el consenso se convierte en 
el sometimiento de todos a la propuesta de quien gobierna, a una lógica hegemónica que 
se asume o se impone camino a representar así el ideario de la nación. De ello, tres 
ejemplos. 
 
1.1 Fascismo: Alemania bajo Hitler 
 
La historia de Europa moderna está marcada por los hechos que acontecieron bajo los 
más de 20 años de Mussolini y los 12 años de Hitler en el poder, períodos que 
sumergieron a millones de personas en la II guerra mundial. Abordar las particularidades 
del gobierno fascista en Italia o el gobierno nacionalsocialista en Alemania evade 
problemas generales de la sociedad europea, por eso abordaremos el fascismo no como 
la expresión particular del fenómeno italiano, sino como la expresión general de un 
fenómeno que condujo a las masas a legitimar acciones violentas contra un enemigo en 
nombre de la seguridad y la estabilidad.6 Un fenómeno, como dice Ferrán Gallego7, 
abyecto para organizar el capitalismo en Europa. 
El análisis del fascismo en Europa se centró durante la postguerra en el estudio de 
patologías individuales, exculpando a la sociedad capitalista y librándola de 
                                               
 
5
 Ibíd., p.215. 
6
 GALKIN, Alejandro. Fascismo, Nacionalismo, Falangismo. México, Ed. Cartago, 1980. 
1. 
7
 GALLEGO, Ferrán. De   nich a  usch itz    una historia del nazismo,     -1945]. Plaza Janes 
y editores. s.a. España 2001. 
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responsabilidad en la asunción de tales regímenes autoritarios, de allí que los únicos 
culpables de tal aniquilamiento en el marco de la segunda guerra mundial fueran el Duce 
o el Führer. Contrario a ello, autores como Gramsci avanzan en el reconocimiento del 
capitalismo como sociedad engendrante del fascismo. Gramsci se refiere al Estado 
fascista como un estado de excepción del capitalismo que se desarrolla en un momento 
histórico propio de la acumulación del capital y que tiene por objeto recomponer 
elementos estructurales del sistema. Se conforma así un Estado que comprende todo en 
él y que crea una relación directa y plebiscitaria entre los individuos y él representado en 
el gran líder, sin que en esta relación pueda mediar institución alguna8. 
Para Boron, en la línea que hemos expuesto, y en consonancia con Poulantzas, el 
fascismo es una categoría histórica y no un concepto abstracto y formal, por lo que tiene 
lazos intrínsecos con su momento histórico y su desarrollo: 
El fascismo, por lo tanto, fue la forma como se “resolvió” una crisis económica 
y política particular de las economías capitalistas avanzadas, en las cuales 
una burguesía de tardía formación –frenada en su desarrollo por la reciente y 
precaria solución de la cuestión nacional y el problema agrario y la morosa 
formación del mercado– tuvo que enfrentarse simultáneamente a la creciente 
movilización política del proletariado y a la pujanza de las burguesías 
nacionales de las potencias capitalistas, que ya habían conquistado los 
mercados exteriores vitales para la prosecución del proceso de acumulación. 
Por lo tanto, cuando se habla de fascismo se está hablando del imperialismo 
y de las formas de organización estatal que corresponden a economías 
capitalistas avanzadas y capaces de sojuzgar pueblos atrasados. El fascismo 
es incomprensible sin la rivalidad interimperialista que provocó el estallido de 
la Primera Guerra Mundial; sólo se lo puede descifrar como fenómeno político 
si se atiende a las tendencias expansionistas –latentes en la propia estructura 
del capitalismo monopólico– de las burguesías europeas. De ahí que el 
período comprendido entre las dos guerras, y que comprende la maduración 
y crisis del imperialismo clásico, haya sido llamado por algunos autores como 
“la edad del fascismo”. Desde una rigurosa perspectiva marxista se podría 
por lo tanto concluir que el fascismo nace en Sarajevo y muere en 
Stalingrado.9 
 
                                               
 
8
 POULANTZAS Nicos. Fascismo y Dictadura. La tercera internacional frente al fascismo. Siglo 
XXI Argentina. 1972. 
9
 BORON Atilio. Estado Capitalismo y Democracia en América Latina. Colección Secretaria 
Ejecutiva, Clacso, Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales, Ciudad de Buenos Aires,  
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En este marco Boron le da al fascismo un importante reconocimiento en puntos 
concretos. Uno de ellos es la caracterización como un movimiento de masas construido 
fundamentalmente por las capas medias con bastas dimensiones.10.  
Es claro que en Alemania el nazismo -fascismo consumado- como lo llama Ferrán 
Gallego11, se tomó el poder dentro del marco legal e incluso apoyado en éste. Lo 
excepcional toma la forma de normalidad dentro de lo legal, escribe Borejsza:  
Hindeburg impartió su bendición al nuevo régimen en Postdam. El 23 de 
marzo se reunió el Reichstag en la Ópera Kroll de Berlín con el fin de acordar 
una “ley que terminara con la miseria del pueblo y del reich” y que permitiera 
gobernar sin parlamento. (…) La vigencia de la ley fue prorrogada en 1937, 
1939 y 1943; la última vez, un decreto ordinario del Führer, de 10 de Mayo de 
1943, la prorrogó por tiempo indefinido. De este modo el Tercer Reich existió 
durante doce años como estado de excepción. La continuidad jurídica de la 
república de Weimar tuvo un carácter puramente formal. Enseguida se hizo 
caso omiso de las libertades ciudadanas fundamentales y muchos opositores 
del régimen fueron internados en cárceles y en campos de concentración sin 
un proceso judicial. Los aparatos del Estado y del partido fueron fundidos en 
una sola entidad. La política estaba por encima del derecho12. 
A la promulgación de la ley habilitante antecede la declaración de Estado de Emergencia. 
Luego del incendio del Reichstag el 27 de febrero de 1933, a escasos 30 días desde el 
nombramiento de Hitler como canciller y jefe de la coalición, Hindenburg, presidente del 
Reich desde 1930, se vio presionado por aquel para firmar el decreto de incendio del 
Reichstag para la protección del pueblo y del Estado. Entre sus disposiciones  de 
vigencia inmediata, suspendía "hasta nuevo aviso" el ejercicio del derecho a la libertad 
de expresión, la libertad de prensa, la libertad individual de la persona, la libertad de 
asociación, la libertad de reunión y el secreto de las comunicaciones, permitía a las 
autoridades practicar arbitrariamente registros de domicilios o de oficinas, confiscar 
bienes privados y ejecutar otras restricciones a la propiedad. De esta manera centralizó 
las facultades de las autoridades para la "custodia de la seguridad pública", eliminando 
de plano la autonomía de los estados federales consagrada por la Constitución de 
Weimar. En ese marco aumentó las penas y declaró la pena de muerte para las acciones 
contra el Reich. El incendio que sirvió de pretexto para la declaratoria del estado de 
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 Ibíd., p. 18. 
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 GALLEGO, Ferrán y otros. Pensar después de Auschwitz. Ed. El Topo Viejo. España 2004. 
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emergencia y la persecución y detención de los dirigentes del Partido Comunista Alemán 
(KPD), fue imputado a un ex militante del KPD, pero años más tarde salió a relucir la 
posible complicidad de la S.A. y las S.S., en la búsqueda de generar el ambiente 
apropiado para el Estado de Emergencia. Desde este momento la Constitución de 
Weimar tuvo una vigencia meramente formal. 
El periodo que antecede a la llegada de Hitler al poder (1919-1933) está marcado por 
una fuerte crisis política, social y económica en Alemania. Los efectos de la segunda 
guerra mundial y el Tratado de Versalles en las dimensión económica y moral de pueblo 
alemán, la gran depresión de 1930, las divisiones de los socialistas y los focos 
separatistas, la desestructuración monetaria de 1923, la hiperinflación y el desempleo 
que llegó a seis millones de personas en 1932, son el marco general de una crisis con 
serios efectos en la cohesión social alemana que obstaculizaron la realización de la 
Constitución de Weimar, a la cual grupos financieros y de la gran industria culparon como 
la fuente de los efectos sociales y políticos. Este fue el caldo de cultivo para que una 
apuesta ideológica de las dimensiones del nazismo creciera en el seno de los alemanes. 
Lo escribe así Ferrán Gallego: 
El movimiento nazi pudo ir creciendo en la medida que la democracia fue 
identificada con la derrota, con las dificultades económicas, con el poder 
sindical, con la expansión de los partidos de la izquierda, con la 
fragmentación de la representación política, con la carencia de poder 
internacional de Alemania, con la quiebra de los sistemas de asistencia, con 
el incremento de la crisis económica y con quiebra de la estabilidad 
gubernamental.13 
El mismo Gallego anota en otro de sus textos, que el gran efecto de esta crisis se siente 
en la clase media, haciendo de esta su escenario de proyección y consolidación, 
sembrando en su identidad de clase la identidad racial y sembrando en ella una nueva 
forma de entender y comprenderse a sí mismo dentro de una nueva identidad: la 
identidad nacional-racial. Veamos: 
Lo peor no fue que la clase media, urbana y rural, sufriera los efectos de una 
crisis de coyuntura, sino que la forma en la que se percibió la deriva de la 
república por estas clases se consolido en una cultura antidemocrática y 
populista. (…) Pero, sin duda, puso en marcha los mecanismos de una 
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desvalorización inexorable, que acabaría buscando soluciones globales más 
allá de los límites de las instituciones de Weimar.14 
La clase media fue el motor con el que creció el movimiento nacional socialista. Incluso 
en el primer programa del partido, los llamados 25 puntos, se habla de crear una clase 
media sana15, edificando así las bases que fortalecieron los círculos financieros y la gran 
industria, los cuales tenían fuertes resistencias a la república de Weimar, la democracia 
parlamentaria y la izquierda. Finalmente se acercó la propuesta a los trabajadores por 
medio de un populismo reflejado en la parte económica del programa, el cual nunca se 
tradujo en apuestas reales, lo que garantizó el respaldo de las élites económicas.16 
La rápida deformación constitucional desde que Hitler asumió el poder, estableció una 
lógica en donde primó la política sobre el  derecho y se sometió cuanto existía a la 
comunidad nacional. Por medio del dispositivo mediático y la fuerza se ejerció un control 
extremo, incluso sobre las relaciones privadas al seno de la sociedad, los individuos se 
sujetaron al sistema como un engranaje más del gran propósito nazi, lo que no indica que 
el pueblo alemán tuviese en realidad las riendas del poder. Lo escribe así Borejsza:  
La política estaba por encima del derecho. El sistema del Estado debía servir 
a la comunidad nacional, pero el pueblo no tenía ninguna influencia en los 
procesos de decisiones ni en el manejo del poder. En realidad, el Estado 
dictaba a la sociedad toda una conducta. Sobre el Estado estaba la 
organización terrorista SS, que no estaba sometida a control alguno. Ella 
misma dictaba su ámbito de acción y sus normas. Sobre ella solo estaba el 
Führer todo poderoso. Los asuntos más importantes del Estado eran 
regulados sin mediación alguna por decretos del Führer. El régimen estatal y 
jurídico de Hitler llevo a muchos alemanes a someterse a la nueva disciplina 
del Estado y a cometer crímenes en su nombre. Se introdujo la permisividad 
moral de la guerra total aun antes de comenzar las acciones bélicas.17 
Se constituyó un régimen cuya autoridad suprema emanaba de la voluntad de un 
individuo, el Estado y el derecho se transformaron en la voluntad del Führer y 
derrumbaron toda la construcción jurídica y los pilares liberales con los que nació la 
modernidad. Schapiro describe la indiferencia y desidia con la que Hitler trató al sistema 
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jurídico y la magistratura en concreto, la que se vio obligada a legalizar las prácticas del 
régimen. Así describe a Hitler:  
Hitler asumió el título de Führer y canciller del Reich después de la muerte de 
Hindeburg, indicando así que la autoridad derivaba de una fuente distinta a la 
de la constitución. (…) podía respetar la ley o pasar por encima de ella o 
formular una nueva ley, para los abogados constitucionalistas del tercer 
Reich, esta era una autoridad perfectamente válida desde el punto de vista 
legal.18. 
Se sustentó la deconstrucción del derecho y el Estado Liberal y de la democracia misma 
en un único camino para resolver la crisis sobre la voluntad infalible del gran líder. Se 
sustituye la fuente del derecho, cita Bernd Ruthers a Schmitt expresando la nueva 
concepción del derecho: “el espíritu del nacionalsocialismo, es la norma no escrita del 
orden jurídico, la fuente supra legal del derecho”19. Se construye así una nueva forma de 
la soberanía sobre la substancia del racismo y la identidad nacional a partir de la 
negación del otro, del extranjero. 
Lo que Schmitt llamó el nuevo derecho del Estado20, fue legitimado por el pueblo alemán, 
ahora fundido en una identidad homogénea forjada en el seno de una crisis cultural, 
elevando nuevos elementos para la comprensión de la naciente comunidad, estampando 
en su propuesta una cohesión alternativa a la que ofrece la democracia, como lo describe 
Ferrán Gallego: 
Frente a la imagen de una sociedad organizada de acuerdo con principios 
regulados minuciosamente, legalizados mediante procedimientos 
reglamentarios meticulosos y burocráticos, el nazismo optaba por la 
configuración de una comunidad popular, basada en la homogénea certeza 
de una cultura racial, que entendía los lazos vinculantes entre sus miembros 
de una forma trágica, marcada por la sangre y por su sucedáneo de la 
voluntad general que sería la propia dinámica valorativa del movimiento. 
Frente a la frialdad de un sistema de ciudadanos haciendo frente a las 
determinaciones de una crisis económica devastadora, el nazismo ofrecía la 
calidez de un movimiento religioso, de una comunidad de creyentes en 
buscan de la Tierra Prometida de un destino. Frente a la pluralidad política 
observada como virtud de la democracia, el nazismo ofrecía la férrea 
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cohesión emanada de los orígenes mismos de la comunidad, de un pueblo 
sin más distinción que la que señalaba quien no era parte del pueblo.21 
Hitler organizó desde 1933 todo un dispositivo simbólico que penetró la sociedad 
alemana, creando una cultura antidemocrática  que legitimó el sometimiento al régimen 
de exterminio, y con toda una acción permanente de movilización garantizó su efectividad 
y vigencia hasta finales de la guerra; resumiéndose en lo que Ferrán Gallego llamó los 
mecanismos de abdicación de la ciudadanía de todo el pueblo. La imposición de un 
destino unívoco de la comunidad como un órgano homogéneo que sólo logra la libertad a 
través de la misma comunidad y la exclusión del otro, fueron la ruta por la que transitó el 
exterminio planificado. Evidencia de ello fue la aceptación manifiesta en el asesinato de 
Ernest Rohm, jefe de las S.A., en la llamada Noche de los cuchillos largos, en donde 
Hitler, sin mediar juicio o proceso alguno, ejecutó a Rohm y a cerca de 100 personas más 
ante los intentos de la S.A., de disputarle el poder. 
Dos fueron los pilares sobre los que avanzó el nacionalsocialismo en la sociedad 
alemana. Por un lado la violencia, esa fuerza del terror que condicionó la vida cotidiana al 
sometimiento, y por otro lado, la propaganda como motor de la cohesión y constructor de 
la identidad. Elemento central de este dispositivo simbólico fue el carácter plebiscitario 
que adquirió el régimen desde 1933, apoyado en un monopolio total de los medios de 
masas que ligó de forma directa el ciudadano con el Führer y éste en representación del 
Estado, de la comunidad. Era ésta la forma de identificar directamente al ciudadano con 
el propósito de la comunidad, falseando su participación y decisión en los destinos de la 
nación. El 14 de Octubre de 1933, Hitler convocó el primer plebiscito para consultar la 
aceptación sobre el retiro de Alemania de la Liga de las Naciones, que ya Hitler había 
hecho, en este plebiscito obtuvo un sí del 95%. Luego, el 19 de Agosto de 1934, dos 
semanas después de la muerte de Hindenburg, Hitler convocó al pueblo alemán para 
ratificarse como Führer luego de que por norma ya era Canciller y Presidente del Reich. 
El 29 de Marzo de 1936, mientras ordenaba a sus tropas la recuperación de Renania, 
convocó un plebiscito para ratificarse en el poder.22 Estos plebiscitos cumplían tan solo 
una tarea de cohesión frente a los rumbos del Estado y la legitimización de la soberanía 
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en la voluntad de Hitler; por encima de cualquier consideración política o jurídica, fueron 
pasos esenciales en la destrucción del Estado de Derecho como forma de regulación. 
Pero todo el desarrollo del fascismo alemán estuvo indudablemente ligado a una ruta 
económica, no solo por la explotación laboral de la fuerza judía en los campos de 
concentración o por la expropiación de bienes, sino por la respuesta que se da a la 
tensión entre el gran capital monopolista y financiero y el capital medio que iba siendo 
absorbido, en momentos en que el país agrario empezaba a industrializarse y así a 
endeudarse con los bancos, es decir, la entrada real del capitalismo en la agricultura. 
Cuando grandes extensiones de territorio se encontraban ya hipotecadas, las tensiones 
llegaron a un punto álgido que solo logró ser neutralizado por el ascenso del 
nacionalsocialismo a favor del capital financiero.23 El VII Congreso de la III Internacional 
Comunista, celebrado en Moscú en 1935, declaró  “El fascismo que detenta el poder es 
una abierta dictadura terrorista de los elementos más reaccionarios, más chovinistas e 
imperialistas del capital financiero.”24. 
Poulantzas, en Fascismo y Dictadura25, describe el fascismo como mecanismo para 
neutralizar las contradicciones al interior del bloque dominante, acelerando un proceso de 
regulación para garantizar el dominio definitivo del gran capital, es decir, surge como un 
fenómeno que “corresponde a una efectiva reorganización y redistribución de las 
relaciones de fuerza entre las clases y fracciones dominantes.”26. El fascismo entonces 
garantiza el medio adecuado para el desarrollo y la potenciación de las fuerzas 
productivas del capital, Poulantzas continúa marcando algunas cifras que evidencian tal 
afirmación: “Para  lemania, en particular, la recuperación industrial después de la crisis 
de 1929 fue la más marcada en el plano mundial. En 1939, la producción industrial, fue 
superior en un 26% a su nivel elevado de 1929, se duplico con exceso desde 1933. 
Alemania produjo en 1938, 22.5 millones de toneladas de acero, contra 16 en 1929, y la 
extracción de mineral de hierro se multiplicó por 2.5, etc.”27.  
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Es así como se puede caracterizar el fenómeno alemán bajo Hitler como la conducción 
de un pueblo para confrontar una situación de orden económico a favor del gran capital, 
construyendo una férrea identidad representada en la negación del enemigo racial, que 
logró determinar la dinámica cultural del pueblo alemán, legitimando la subordinación del 
Estado y del derecho a la voluntad personificada de Hitler tras el argumento de la 
seguridad y la defensa de la nación, consolidándose sobre una lógica corporativa que 
cooptó los individuos en los intereses del régimen, anulando la subjetividad individual, 
creando un único interés y negando no solo la lucha sino las contradicciones y 
antagonismo entre ellas a favor de la anulación de los intereses de los menos 
favorecidos con lógicas de propaganda y lógicas violentas. 
 
 
1.2 Perú, la época Fujimori 
 
Uno de los casos paradigmáticos en las últimas décadas en Latinoamérica, ha sido el 
caso del Perú bajo el gobierno de Fujimori. Este en particular, resulta fundamental para 
caracterizar el caso colombiano; un régimen como el peruano, que ha sido catalogado de 
antidemocrático, de autoritario, acusado de graves violaciones a los derechos humanos y 
hoy en la mira de la justicia internacional, pero que terminó su presidencia de 10 años en 
medio de altos niveles de popularidad. En primer lugar, es importante establecer que la 
llegada de Fujimori al poder está enmarcada por una crisis de importantes dimensiones 
en el orden público. Esta cita evoca la génesis de ese régimen:  
Ante la manifiesta ineficacia del precario régimen democrático para encarar la 
hiperinflación, la subversión, y la violación de los derechos humanos, los 
resultados relativamente positivos de las acciones gubernamentales 
proporcionaron que los empresarios y los tecnócratas se aliaran con el 
gobierno y que la mayoría de la población diera pasivamente su respaldo a 
esa resolución; de otro lado, este generalizado apoyo a la decisión 
gubernamental contribuyó a que diversos actores externos convalidaran tal 
determinación, asumiendo que el régimen autoritario daría paso al 
restablecimiento de eficaces mecanismos democráticos en el futuro 
indeterminado. De tal modo, el régimen logró armar un amplio y diferenciado 
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sustento fundado en una red de alianzas internas y externas, al igual que en 
la inercia de las articuladas masas populares. 28 
La crisis del Perú al inicio de la década de los noventa sobrepasaba el conflicto armado y 
la grave situación de orden público, la crisis también obedecía a aspectos económicos y 
sociales. De acuerdo a cifras del INEI (Instituto Nacional de Estadística e Informática), 
citadas por la CVR (Comisión de la Verdad y Reconciliación), 1988 había terminado con 
una inflación anual de 1,722% y el año 1989, con una de 2,775%.  En un trabajo titulado 
“Una Economía bajo violencia  Per    80-   0”, del Instituto de Estudios Peruanos, se 
describe la pobreza, un elemento central de la crisis social, afirmando que en 1986 el 
60% de la población se encontraba bajo la línea de pobreza y el 30% bajo la línea de 
indigencia. Por otro lado, el desprestigio de los partidos y la desconfianza en las 
instituciones políticas eran evidentes.  
Luego de su elección en las urnas en 1990, Fujimori se convierte en la imagen del orden 
frente al caos, inicia el Programa Nacional de Pacificación, asumiendo la estrategia 
contrasubversiva de las fuerzas armadas y más adelante implementa la Nueva 
Estrategia, que prioriza el Sistema Nacional de Inteligencia y el desarrollo de acciones 
militares contrasubversivas sobre la promesa de aniquilar el terrorismo antes de terminar 
su periodo presidencial. Fujimori sienta sus apuestas sobre lo que él llama el fracaso del 
combate a la subversión en los años que le anteceden. Dice Quincot, autor peruano: “su 
lenguaje directo y autoritario reflejaba el sentir real de los sectores populares que pocas 
veces se habían sentido reflejados por el discurso político.” 29 
Abril de 1992 es recordado por el llamado autogolpe peruano. El presidente Fujimori tras 
el argumento de la corrupción, disolvió el parlamento, intervino el poder judicial y el 
ministerio público, disolvió el tribunal de garantías e implantó un régimen de facto, 
llamado gobierno de emergencia y reconstrucción nacional, cuyos objetivos centrales 
eran la pacificación del país en un marco jurídico que castigara de forma drástica a los 
terroristas, la modificación de la Constitución Política y la promoción de la economía de 
mercado, todo esto luego de que el Congreso derogará y modificará los decretos 
                                               
 
28
 COTLER Julio y otros. El Fujimorismo Ascenso y Caída de un Régimen. Institutos de Estudios 
Peruanos. Perú, 2000. 
29
 QUINCOT, César. Perú: un original modelo político. África- América Latina. Cuadernos, No 37. 
Diciembre de 2003. 
20 Título de la tesis o trabajo de investigación 
 
legislativos expedidos por el gobierno en 1991. Inmediatamente se tomaron medidas del 
orden militar tras el argumento de la seguridad nacional, las tropas del Ejército, la Marina 
de Guerra y la Fuerza Aérea, así como la Policía Nacional, tomaron el control de la 
ciudad de Lima y las principales ciudades del interior; se ocupó el Congreso, el Palacio 
de Justicia, los medios de comunicación y los locales públicos, a la vez que 
personalidades políticas y periodísticas, fueron privados de su libertad30. Aun así, las 
encuestas le daban al presidente un respaldo del 80% atribuido a su carácter mesiánico. 
El establecimiento del régimen guiado por Fujimori, tras el argumento de la seguridad, la 
recuperación del orden y la institucionalidad, agredió de forma directa a la justicia 
desdibujando la independencia, tal situación la caracterizó años después la Comisión de 
la verdad, instancia creada por el gobierno transitorio de Valentin Paniagua en el 2001, 
con el objetivo de investigar los hechos y responsables de la grave situación del Perú 
entre el año de 1980 y el 2000, incluido dentro de este lapso los 10 años del gobierno de 
Fujimori (1990-2000).31 
Tras el ascenso de Fujimori, en todo caso legal y respaldado masivamente por el pueblo 
peruano, se suspendió la ley orgánica de la administración de justicia y desde 1995, (5 
años luego de su posesión) comenzó el llamado proceso de la reforma judicial; se 
cambió la estrategia de la destitución de funcionarios por una reforma orgánica. Sobre 
ella dijo la CVR: “Sin embargo, en la práctica el esfuerzo tuvo también un efecto nefasto 
en cuanto a la autonomía de gestión judicial, pues se generaron vínculos de influencia 
del Poder Ejecutivo”32, en ese mismo sentido se pronunció la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos en 2005:  
La información recabada por la comisión señala de manera reiterada y 
fehaciente que el proceso de reforma emprendido, en vez de de conducir al 
objetivo declarado de mejorar sustancialmente el poder judicial, ha permitido 
subordinarlo al poder político. Tal desnaturalización del proceso de reforma 
ha resultado en una severa disminución de la independencia judicial, 
                                               
 
30
Este tipo de intervención de poderes fue lo mismo que hizo Pinochet en el año 1973 en Chile, 
cuando el 16 de Noviembre, la junta militar asume el poder legislativo, ejecutivo y judicial. La 
primera decisión que acompañó estos regímenes fue declarar el estado de sitio, limitando las 
libertades individuales en razón del orden público. 
31
 Comisión de la verdad y la reconciliación. Informe final publicado el 28 de Agosto de 2003. 
Disponible en: www.cverdad.org.pe 
32
 Ibíd. 
Capítulo 1 21 
 
afectando por consiguiente el equilibro de poderes y el control de los abusos 
de poder que debe caracterizar el estado democrático.33 
Esta reforma a la administración de justicia estuvo acompañada por una legislación 
antiterrorista. Una fuerte reforma penal que incrementó penas y se dirigió a la 
penalización de actos que lindaban con la mera expresión de convicciones ideológicas. 
En la intervención al sistema judicial, Fujimori destituyó masivamente a jueces y fiscales 
remplazándolos por funcionarios provisionales, es decir sin estabilidad, poniendo en tela 
de juicio su independencia. Destituyó a 13 de los 18 miembros de la Corte Suprema, a la 
totalidad de los magistrados del Tribunal de Garantías y a los del Consejo Nacional de la 
Magistratura, así como al Fiscal General de la nación, siendo el ejecutivo, de forma 
irregular, quien nombró los sustitutos. El 80% de los jueces del Perú eran provisionales. 
En relación con el informe final de la Comisión de la Verdad y la Reconciliación en el 
Perú, publicado en el 2003, dice: 
La instauración del Gobierno de Facto, tras el autogolpe del 5 de abril de 
1992, exigía que el Poder Ejecutivo ejerciera el control del Sistema Judicial y 
de todos los organismos constitucionales autónomos. Con esa finalidad, se 
dictó una serie de normas, destinadas a intervenir dichos organismos y a 
destituir a sus funcionarios y magistrados, quienes fueron sustituidos, en la 
mayoría de los casos, por jueces y fiscales provisionales, que al no gozar de 
la garantía de la inamovilidad en sus cargos, se encontraban en una situación 
de inseguridad y dependencia.  
Como se podrá apreciar, la reforma iniciada a partir de esta fecha, 
desconoció en gran medida las disposiciones constitucionales y legales 
referidas a la organización y funcionamiento del Sistema Judicial —tal es el 
caso, no sólo del Poder Judicial, sino también del Consejo Nacional de la 
Magistratura, Ministerio Público, Tribunal de Garantías Constitucionales, entre 
otros— y se vio reflejada principalmente en un cambio de personas 
(funcionarios y magistrados), «justificado» en la corrupción existente en ese 
entonces. Con estos cambios, empezó un largo período de provisionalidad 
que luego sería un diseño para mantener un Poder Judicial sometido.34  
 
Se prohibió la utilización del control constitucional y por ese camino la intervención del 
ministerio público, es decir, se le negó al ciudadano la posibilidad de contar con la tutela 
o protección jurisdiccional. Todo este conjunto de reformas construyeron bajo el gobierno 
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de Fujimori, un régimen excepcional de aplicación de formas represivas para el control 
del orden público, en donde el poder ejecutivo se constituyó en un poder  que controló la 
totalidad del Estado.  
Uno de los temas centrales de los debates frente a la administración de justicia y las 
modificaciones del cuerpo constitucional, se dio en el marco de la reelección, cuando 
Fujimori impulsa en el Congreso la aprobación de la reelección, declarada 
inconstitucional por la Corte. Se desarrolla desde ese momento un ataque a la 
administración de justicia, camino al desmonte de su autonomía. Lo describe así el 
profesor Aldo Olano:  
 
Abusando de la mayoría parlamentaria de la que gozaba, a mediados de 
1997 el gobierno logró que se aprobara la “ley de interpretación auténtica” del 
artículo 112 de la nueva Constitución, en el cual se consagraba la reelección. 
Con esta ley se cambiaba la norma constitucional que permitía la reelección 
inmediata por una sola vez, haciendo uso de un artilugio legal por el cual se 
establecía que Fujimori había sido elegido apenas por primera vez con la 
nueva Constitución en 1995, por lo cual no era aplicable la restricción al 
futuro candidato presidente. Así se daba paso a una nueva reelección. El 
Tribunal de Garantías Constitucionales declaró la inaplicabilidad de la ley y el 
gobierno respondió a través del Congreso, destituyendo a los tres 
magistrados que votaron en contra de la “interpretación auténtica”35. 
 
La intervención en el poder judicial fue solo un acápite del control del régimen sobre el 
Estado. En general, se puede describir un régimen que tras una difícil situación de orden 
público justificó medidas excepcionales y violentas escudadas en un enemigo común 
sobre el que se llamó a la cohesión nacional que legitimara las medidas del régimen. Lo 
afirma así el informe final de la CVR: “Desde el gobierno, intencional y progresivamente, 
se organiza una estructura estatal que controla los poderes del Estado, así como otras 
dependencias claves, y utiliza procedimientos formales/legales para asegurar impunidad 
para actos violatorios de los derechos humanos, primero, y de corrupción después.” 36. Se 
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construyó así la imagen de un Fujimori de mano dura con la subversión que encarnaba la 
imagen del enemigo nacional y desde ahí la identidad fundamental de la cohesión social. 
Y fue precisamente sobre esa imagen que se aseguró su continuidad en el gobierno, 
conquistando la reelección sobrepasando los límites del sistema jurídico. 
Todo el andamiaje del nuevo régimen no estuvo al margen de la política económica. La 
grave situación de pobreza que afrontaba el Perú en el momento en el que Fujimori llega 
al poder, fue también el escenario sobre el que se construyó la propuesta que lo dio 
ganador en las urnas. Sin embargo, en julio de 1990, Fujimori gana el respaldo del FMI y 
el BM, y establece la necesidad de un giro en la economía peruana abriendo las puertas 
al modelo del libre mercado. Sus dos gobiernos se caracterizan por un elevado número 
de privatizaciones que se reflejan efectivamente en el crecimiento del PIB. 
 
A finales de la década de los noventa la crisis económica mundial afecta la economía 
peruana. En medio de la crisis y tras la tercera elección de Fujimori en mayo de 2000, 
salen a la luz pruebas de las acciones corruptas de Vladimiro Montesinos, su mano 
derecha en el gobierno. Los videos de Montesinos sobornando a miembros de otros 
partidos para lograr el apoyo necesario a Fujimori, obligaron a que éste destituyera a 
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Montesinos, el cual, a pesar de su destitución, salió de sus funciones en medio de un 
reconocimiento público del presidente por los servicios prestados y una indemnización de 
15 millones de dólares. Tras salir del Perú hacia una conferencia internacional, Fujimori 
se dirigió al Japón en donde renuncia a la presidencia desde Tokio el 19 de noviembre de 
2000 en el marco de grandes escándalos de corrupción y denuncias por la violación de 
derechos humanos. Esta renuncia no es aceptada por el Congreso y se declara la 
vacancia de la presidencia por incapacidad moral. 
A la par que se imponía el modelo económico, se aplicaba una legislación antiterrorista 
que se tradujo en impresionantes atentados contra la vida de civiles y presuntos 
subversivos. Masacres como las de Barrios Altos y La Cantuta fueron expresión de las 
medidas excepcionales sobres las que funcionó el gobierno de Fujimori desde 1992. 
Estos hechos denunciados en el Congreso, fueron objeto de sentencia el 7 de abril de 
2009 por parte de la Corte Suprema de Justicia del Perú, precedente importante en 
relación con la competencia y facultad de las Cortes Nacionales para seguir procesos 
contra los ex presidentes.  
El 3 de noviembre de 1991, el destacamento especial Colina, ejecutó a 15 personas, 
entre ellas un menor de 8 años, acusados por la SIN (Sistema de Inteligencia Nacional) 
de ser presuntos subversivos, cuatro personas más quedaron gravemente heridas. El 
destacamento ingresó al lugar en horas de la noche en medio de una reunión social y 
obligó a los asistentes a ponerse bocabajo y allí disparo indiscriminadamente ráfagas de 
ametralladora. Las investigaciones sobre esta masacre fueron continuamente 
obstaculizadas por el gobierno, como lo afirmó la comisión Interamericana de Derechos 
Humanos en 200137. 
El 21 de mayo de 1991 Fujimori visitó el campus de la Universidad Nacional de 
Educación “Enrique Guzmán y Valle” – La Cantuta y la Universidad Nacional Mayor de 
San Marcos. Protestas estudiantiles obligaron a suspender la visita presidencial. Por los 
hechos fueron detenidos 56 estudiantes. Al día siguiente en la madrugada, Fujimori 
ordenó a la Dirección de Fuerzas Especiales (DIFE) el ingreso al campus de La Cantuta 
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y la instalación de una Base de Acción Cívica, desde donde se controlaba el campus y el 
ingreso a éste de trabajadores, estudiantes y profesores. De igual forma, se infiltraron 
agentes de inteligencia en el campus. El 17 de Julio de 2002, el destacamento especial 
Colina ingresa en un operativo al campus de La Cantuta, deteniendo a 10 personas, 9 
estudiantes y un profesor, quienes son sacados de las residencias y trasladados a un 
paraje en donde son ejecutados y enterrados en una fosa. 38 
En la sentencia proferida por la Corte Suprema, se prueba la constitución de un 
destacamento especial de inteligencia llamado Colina, cuyo objetivo era la eliminación de 
las personas sindicadas como terroristas por la Inteligencia y el cual fue responsable de 
la ejecución de Barrios Altos. Integrantes de este destacamento fueron condenados por 
desaparición forzada y ejecución extrajudicial.  Pese a  todo, estos militares son 
condecorados por Fujimori con el cintillo de pacificación nacional tiempo después de la 
condena. 
La sentencia condena a Alberto Fujimori a 25 años de cárcel por autoría mediata a través 
de aparatos de poder, destaca que se usó el crimen de Estado como desviación del 
poder estatal para ejecutar y encubrir el crimen. Se sienta un importante precedente al 
imputar hechos delictivos de suma gravedad a la figura presidencial por hechos 
cometidos bajo su gobierno, todo ello por cuanto se reconoce que los delitos se 
cometieron por interpuesta persona, pero instruidos por la figura de poder en uso de su 
autoridad de mando, dentro de una estructura organizativa como lo es el Estado. Así 
define la sentencia la responsabilidad de Fujimori: 
 
745°. La autoría mediata del imputado en los hechos acusados, conforme al 
Capítulo II de la Parte III y a lo expuesto en los parágrafos anteriores de este 
Capítulo, está suficientemente acreditada. Se cumplen definitivamente los 
elementos fácticos y jurídicos, que como presupuestos y requisitos posibilitan 
tal nivel y modalidad de imputación de responsabilidad penal. Al respecto, es 
de mencionar los siguientes datos relevantes: 1. El acusado ocupó la posición 
más alta en el nivel estratégico del Estado en general y del Sistema de 
Defensa Nacional en particular. Desde ese nivel ejerció ostensible poder de 
mando para la conducción política y militar directas de las estrategias de 
enfrentamiento contra las organizaciones subversivas terroristas que 
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actuaban en el país desde inicios de la década de los ochenta. 2. Desde su 
rol formal de órgano central, esto es, de ente formador y formulador de 
políticas de gobierno, y como de jefe supremo de las Fuerzas Armadas y 
Policía Nacional, el acusado abusando de su posición de mando y 
pervirtiendo el uso legítimo de su poder, fue configurando desde mil 
novecientos noventa, conjuntamente con su asesor Vladimiro Montesinos 
Torres y con el apoyo directo del general EP Hermoza Ríos, quien ocupó los 
más altos cargos en la jerarquía castrense, un aparato organizado de poder 
en base a las unidades centrales y derivadas del SINA, las mismas que 
fueron cooptadas en sus niveles más altos de comando. 3. En ese ámbito el 
encausado Fujimori Fujimori con su entorno asesor y de apoyo, utilizando los 
servicios secretos –de inteligencia– del Estado, que por su función se han 
caracterizado por el compartimentaje de sus órganos o unidades, por la 
subordinación jerárquica de su estructuras, y por el secreto y la 
paraclandestinidad de sus agentes y acciones, fue delineando, a la vez que 
definiendo, objetivos y estrategias especiales de enfrentamiento de la 
subversión terrorista, particularmente de los núcleos que habían comenzado 
a operar en las áreas urbanas del país, sobretodo en la Capital de la 
República y zonas aledañas. 4. En este dominio, el objetivo central de 
gobierno como la política definida, las estrategias generales, y las órdenes de 
ejecución fueron dispuestas o transmitidas por el acusado y retransmitidas 
por los demás estamentos del aparato de poder organizado de muy diversas 
formas, plenamente compatibles con los esquemas informales o paraformales 
que caracterizan a los códigos de comunicación y manuales de actuación 
propios del sistema de inteligencia, estratégica u operativa. 5. En tal contexto 
y praxis el hilo conductor subyacente fue la eliminación de presuntos 
terroristas y sus órganos o bases de apoyo. La estrategia específica 
acordada para ello fue la identificación, ubicación, intervención y eliminación 
física de los integrantes y simpatizantes de los grupos terroristas. En el nivel 
táctico, el patrón operativo para la aplicación de tal estrategia partía de 
recolectar información sobre los focos subversivos así como sus 
componentes, para, luego, eliminarlos con operaciones especiales de 
inteligencia a cargo de unidades especializadas del SIE. Las cuales serían 
adscritas y supervisadas por el SIN, con el apoyo logístico y coordinación de 
la Comandancia General del Ejército. 6. Los delitos de asesinato y lesiones 
graves ocurridos en Barrios Altos y La Cantuta fueron acciones ejecutivas de 
tales objetivos, estrategia y patrón táctico de operaciones especiales de 
inteligencia contra la subversión terrorista, de notoria ilegalidad y 
clandestinidad que no son avalables por el ordenamiento jurídico nacional e 
internacional del cual se apartan plenamente o lo subordinan 
sistemáticamente. 7. Los delitos de secuestro contra los agraviados Gorriti y 
Dyer respondieron también a disposiciones dadas y/o avaladas directamente 
por el acusado para el control ilícito de la disidencia o crítica políticas a su 
régimen de facto, en una coyuntura de inestabilidad democrática donde se 
practicó por la fuerza el desconocimiento de garantías y derechos 
fundamentales. 8. Por lo demás, en todos los delitos sub judice la condición 
fungible de los ejecutores así como su disposición al hecho y su no relación 
directa ni horizontal con el acusado, posibilitan afirmar la posición de autor 
mediato de éste como ente central con poder jerárquico de dominio sobre el 
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aparato de poder, cuyo automatismo conocía y podía controlar a través de 
sus mandos intermedios.39 
 
Luego de muchas batallas jurídicas se logra finalmente establecer la responsabilidad de 
Fujimori en los hechos más emblemáticos de su gobierno. Sin embargo, es preciso 
reconocer que los 10 años que estuvo en el poder transcurrieron en medio de una 
importante aprobación popular, construida sobre la identidad nacional que combate al 
terrorismo y la subversión como el enemigo de todo el pueblo peruano. En ese marco, 
Fujimori representa el cambio de una sociedad en crisis y la respuesta a una 
institucionalidad desprestigiada y agotada económica y socialmente. Consolidada tal 
identidad se logró la cohesión necesaria para legitimar las acciones por fuera del derecho 
y la deconstrucción constitucional y del Estado mismo, e incluso las medidas criminales 
que acabaron con la vida de personas presuntamente subversivas, la voluntad del 
presidente sustituyó el andamiaje estatal fundamentado en la división de poderes y los 
límites constitucionales. Tal nivel de legitimidad alcanzó el régimen de Fujimori, que su 
punto de quiebre fueron los escándalos de corrupción y no las sistemáticas violaciones a 
los derechos humanos. 
 
1.3 El caso colombiano con Uribe Vélez 
Los dos periodos presidenciales de Álvaro Uribe Vélez se sustentaron sobre la figura del 
Estado Comunitario, figura que en su segundo periodo se transformó hasta llegar al 
Estado de Opinión. Esta visión fue descrita en el plan de desarrollo 2006-2010 “Estado 
Comunitario: desarrollo para todos”, que se entiende como la continuación del plan 2002-
2006 “Hacia un Estado Comunitario”. Estos documentos lo definen así: “El Estado 
Comunitario se concibe como el instrumento para lograr un desarrollo sostenible que 
beneficie a todos y a nuestras generaciones futuras.”.40  
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Muchas han sido las consideraciones que sobre el Estado Comunitario se han hecho, 
pero quizá no se haya desarrollado de forma clara una sustentación de tal apuesta por 
parte de sus promotores. José Obdulio Gaviria, considerado uno de los principales 
ideólogos del proyecto uribista, lo describe así: se trata de “asegurar un orden político 
democrático dotado de instituciones cada vez más representativas y de mejor calidad, 
asegurando la creciente participación ciudadana en los procesos decisorios”41. Tal 
definición establece de forma implícita la relación que sucedió al final de sus periodos y 
que trasladó el énfasis del Estado Comunitario al Estado de Opinión.  
En el Plan de Desarrollo 2006-2010 se establecen cuáles son los principios del Estado 
comunitario así: “ . Seguridad democrática, 2. Respeto a las libertades p blicas, 3. 
Construcción de cohesión social, 4. Transparencia, 5. Respeto a la independencia de 
instituciones del Estado.”. Tales principios se han sintetizado en las intervenciones 
presidenciales en tres: seguridad democrática, cohesión social y confianza inversionista. 
Tras estos principios relatados como objetivos de la propuesta uribista, se esconden 
serios fenómenos que indican una transformación del Estado y del modelo político 
colombiano. 
Uno de los primeros pasos que dio el gobierno de Uribe, y que son indicadores de esa 
transformación, fue impulsar un paquete completo de reformas a la Constitución. De las 
35 reformas que ha tenido la Constitución, 15 fueron bajo los periodos de Uribe, sin 
contar con el referendo de 2003, el cual  no obtuvo la aprobación necesaria en las urnas. 
Se puede decir que cuatro son los elementos componentes de la estrategia global de 
reformas: La reforma política, la reforma a la estructura del Estado (incluyendo en ella la 
reelección), el estatuto antiterrorista y las medidas para dar curso a la política de 
seguridad democrática y la reforma a la administración de justicia. Tales elementos han 
tuvieron diferentes versiones a los largo de los dos mandatos y son el sustrato jurídico de 
los pilares del llamado Estado Comunitario y su versión final el Estado de Opinión. 
Del primer elemento, es decir de la reforma política, se ocupó durante el primer gobierno 
la ley 796 de 2003, “por la cual se convoca un Referendo y se somete a la Consideración 
del Pueblo un proyecto de Reforma Constitucional” la cual no obtuvo el apoyo necesario 
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en las urnas, así como el Acto Legislativo No. 1 de 2003, por el cual se adopta una 
Reforma Política Constitucional y se dictan otras disposiciones. En 2009 avanzó otra 
reforma constitucional mediante Acto Legislativo 1 de 2009, conocida como la reforma 
del transfuguismo. 
Del segundo elemento, la reforma a la estructura del Estado, se ocupó en su momento la 
Ley 790 de 2002 “Por la cual se expiden disposiciones para adelantar el programa de 
renovación de la administración pública y se otorgan unas facultades extraordinarias al 
Presidente de la República”, y desde el cimiento constitucional con el Acto Legislativo 2 
de 2004 que aprueba la reelección inmediata entre otras modificaciones constitucionales. 
En el segundo gobierno de Uribe se impulsa un referendo con el objetivo de modificar 
nuevamente el artículo 197 sobre la elección presidencial, el cual fue declarado 
inexequible por la Corte Constitucional por vicios de procedimiento.  
Del tercer componente, es decir del estatuto antiterrorista, se ocupó el Acto Legislativo 
No. 2 de 2003. La convocatoria al referendo fue frenada por la Corte Constitucional en 
algunos de sus apartes y el estatuto antiterrorista fue declarado inconstitucional,  
posicionando a la Corte, una vez más, como la institución que limitó de manera efectiva 
el poder del ejecutivo. En adelante la apuesta de seguridad democrática se ha visto 
rodeada de escándalos, como las detenciones masivas, las ejecuciones extrajudiciales 
llamadas falsos positivos, el uso de insignias del DIH, interceptación ilegal de 
comunicaciones, entre otros. En el 2009 uno de sus desarrollos más claros fue el 
convenio militar con Estados Unidos firmado el 30 de Octubre, luego de que manifestara 
no acoger el concepto del Consejo de Estado en relación con la necesidad de que el 
parlamento colombiano ratificara el convenio, ratificación que sí hace curso en el 
parlamento estadounidense. Así resume el artículo tercero del acuerdo militar el objetivo 
del convenio: 
En el espíritu del Preámbulo de este Acuerdo y de conformidad con los 
acuerdos bilaterales y multilaterales pertinentes de los cuales Colombia y los 
Estados Unidos sean parte, en particular aquellos atinentes a la lucha contra 
el narcotráfico y el terrorismo y con sujeción al ordenamiento jurídico de cada 
una de las Partes, éstas acuerdan profundizar su cooperación en áreas tales 
como interoperabilidad, procedimientos conjuntos, logística y equipo, 
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entrenamiento e instrucción, intercambio de inteligencia, capacidades de 
vigilancia y reconocimiento, ejercicios combinados, y otras actividades 
acordadas mutuamente, y para enfrentar amenazas comunes a la paz, la 
estabilidad, la libertad y la democracia.42 
Este acuerdo conocido públicamente luego de su firma, ha generado la discusión sobre 
la política de seguridad democrática en el escenario suramericano, ya que diferentes 
gobiernos de la región lo interpretan como la intervención militar estadounidense en la 
política continental, tras el argumento de la existencia de una amenaza para la paz, la 
estabilidad y la democracia y propiciado por el gobierno uribista. 
1.3.1 La perspectiva de la justicia bajo Uribe 
En relación con la reforma a la administración de justicia, se ocupó inicialmente el 
Proyecto de Acto Legislativo 10 (Senado) radicado en abril de 2002, que 
estratégicamente ha venido siendo postergado y ha tomado diversas formas incluso en el 
gobierno que sucedió a Uribe manteniendo su apuesta de fondo. La primera propuesta 
de reforma de Uribe tomó un nuevo cuerpo en el Proyecto de Acto legislativo 10 de 2008, 
retirado por el gobierno nacional meses después.  
La reforma a la justicia en Colombia es parte  del proceso de reforma a la justicia que por 
más de una década se ha expuesto con fuerza en América Latina, centrada en la eficacia 
de la misma y atada a un carácter autoritario propio del gobierno Uribe, con un esquema 
claramente dirigido contra la autonomía de la rama.  
Por otro lado, la propuesta de reforma a la justicia, más allá de la reforma a las Cortes 
para limitar su poder, tiene de fondo un interés por limitar las acciones constitucionales 
en el marco del Estado Social de Derecho. Desautorizar a la Corte Constitucional sobre 
la interpretación jurídica en tanto órgano de cierre y evitar el control de los estados de 
excepción, son elementos centrales dentro de la propuesta del gobierno que deforman el 
corazón de la Constitución de 1991. En ese contexto se pretende limitar la tutela como 
mecanismo de realización efectiva de los derechos sociales y económicos y como acción 
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ante las vulneraciones de los derechos en las providencias judiciales, convirtiendo así la 
jurisdicción constitucional en una figura simbólica, todo ello detrás de un discurso 
económico eficientista43. 
Los proyectos de reforma a la justicia tuvieron varias interpretaciones. Mauricio García lo 
expone en dos pilares en el artículo Reformas de tipo autoritario. En primer lugar, la 
reconfiguración propuesta para la jurisdicción constitucional y en segundo lugar el futuro 
de los derechos sociales. En ese mismo sentido expresa Uprimny en relación con el 
proyecto de reforma que este tiene un sesgo autoritario y neoliberal: 
 
Autoritario en la idea de recentralizar el ejercicio del poder del estado en el 
presidente, con cada vez menos controles, pues podrá decretar los estados 
de excepción cuando quiera y, si a eso se le suman las propuestas de 
referendo en las que también se disminuye un poco el poder del congreso. Se 
puede visualizar esa idea de reforzamiento del presidencialismo como 
alternativa a la crisis, (…) Y, segundo, hay unos sesgos neoliberales en la 
idea de que la seguridad jurídica y la eficacia jurídica que se plantean 
proteger, parece dirigida esencialmente – repito que no lo dice el proyecto 
pero un análisis crítico permite mostrarlo- más a la protección de los 
negocios, de las transacciones, del derecho de propiedad, que a la certeza de 
los colombianos en sus derechos fundamentales.44 
El Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo, en el marco de la compilación 
Reelección: El Embrujo Continúa, además de describir los elementos de la reforma ya 
mencionados, pone de presente lo construido por el acto legislativo 03 de 2002 por 
medio del cual se reforma la Fiscalía General de la Nación en la cual pierde la función de 
instrucción pero mantiene funciones judiciales, las cuales fueron el argumento para 
promover la reforma. En esta reforma se politiza el ejercicio judicial de la fiscalía en virtud 
del principio de jerarquía que impone la lectura del fiscal general sobre la de otros 
funcionarios e introduce el principio de oportunidad, que junto con el nuevo procedimiento 
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penal, le dan al fiscal la facultad de interrumpir, suspender o renunciar a la persecución 
penal de un determinado delito45.  
El 17 de marzo de 2005, luego de que fue ampliamente difundida una primera versión del 
proyecto de reforma a la justicia, la Corte Constitucional emitió un comunicado a la 
opinión pública manifestando su preocupación y desacuerdo. En primer lugar, por la 
injerencia de la rama ejecutiva en la estructura y funcionamiento de la rama judicial en 
temas concretos como la figura de emergencia judicial, que permitiría al gobierno en 
ciertos casos modificar la justicia y modificar la legislación, cuando se le permite a los 
funcionarios aparatarse de la jurisprudencia y cuando se le traslada al ejecutivo la 
atribución para fijar la política pública en justicia, sin intervención de ningún otro poder 
estatal, paradójicamente las tensiones de la Corte así como el empeño por reformarla. 
Dice la Corte: 
Reitera la Corte Constitucional que las reformas, cuando ello fuere necesario, 
que se realicen a la carta política deben progresar en la construcción de la 
democracia y no retroceder en los espacios que últimamente han ganado los 
colombianos, ni mucho menos poner en entredicho la independencia de la 
rama judicial. (…) Insiste la Corte que lo que diferencia una democracia de 
otros regímenes es el respeto al Estado Social de Derecho, el acatamiento de 
las decisiones judiciales y la garantía de los derechos humanos.46 
 
Emilia Girón Reguera, en un artículo del que es coautora, La Corte Constitucional 
colombiana ante las medidas de seguridad y defensa nacional del gobierno de Uribe, 
describe el procesos de los estados de excepción hasta llegar a la justificación de 
necesidad de permanencia del AL 02 de 2003, concluyendo que el activismo judicial 
protagonizado por la Corte, en ejercicio legitimo de la interpretación constitucional, ha 
causado un confrontación institucional que ha llevado a que ésta se constituya en un 
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freno o un obstáculo para el avance de medidas que contravienen los derechos 
fundamentales.47 
Álvaro Sepúlveda Franco48 señala las mismas críticas en relación con la construcción de 
una justicia al servicio del mercado. A pesar de que estos autores  que dirigen sus 
críticas a puntos similares reconocen que la justicia en Colombia es ineficaz y que en 
muchos casos no resulta fácil de acceder, las críticas se dirigen a señalar un modelo más 
perjudicial para los intereses de ciertas poblaciones vulnerables y en especial la 
desprotección de los derechos constitucionales. En ellos los puntos más críticos se 
refieren a la tutela y el control por parte de la Corte Constitucional. En ese sentido escribe 
Sepúlveda “La Corte Constitucional se convirtió en el alma de la constitución y en la 
guardiana por excelencia de la efectividad de los cambios promovidos por la voluntad 
popular, por medio de una renovada jurisprudencia digna de admiración.”49. 
Sepúlveda resalta el cambio sustancial en la justicia en cuanto pasa de ser una función 
pública, tal como lo ha reafirmado la jurisprudencia de la Corte Constitucional al ser un 
servicio público, y como tal puede ser prestado por el estado o por los particulares, 
abriendo así el camino a la privatización de la administración de justicia. 
Este proyecto de reforma a la justicia, pilar para limitar el papel de las Cortes y en 
general, de la rama judicial, ha tenido otras dimensiones de la confrontación. Sin 
embargo la confrontación con la rama ha superado los escenarios formales de las 
reformas y se ha exhibido como un debate público, argumentado en la defensa de la 
institucionalidad y la armonía de poderes. En la primera parte del gobierno de Uribe, la 
arremetida se centró en la Corte Constitucional y en su segundo gobierno en la Corte 
Suprema de Justicia. 
Luego de que la división de poderes, propia de Estado constitucional colombiano, se ve 
afectada por la modificación constitucional que permitió la primera reelección, al abrir la 
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posibilidad de que el presidente reelegido incida sobre las ternas de las cuales se 
eligieron dos magistrados de la Corte Constitucional (así como las ternas para la fiscalía 
y los organismos de control), las presiones sobre la Corte Constitucional disminuyeron, 
mientras el debate se centró en un debate con la Corte Suprema de Justicia, lo que 
evidencia no solo lo coyuntural de las reformas, sino además el ímpetu de cooptación 
hacia la subordinación de la rama judicial en el ejecutivo. 
El Gobierno de Uribe ha estado en repetidas ocasiones enfrentado con la rama judicial y 
en especial con las altas Cortes. Desde su candidatura habló de acabar con el Consejo 
Superior de la Judicatura50, para que la autonomía de la rama la administren las altas 
Cortes con apoyo del Ministerio. Se ha referido reiteradamente en contra de los 
mecanismos constitucionales, se legisla contra la jurisprudencia de las Cortes, como en 
el caso de la dosis mínima, y se intenta deslegitimar el papel de las Cortes como cuando 
se habló del roscograma en la rama judicial51. Las presiones sobre la rama judicial dieron 
lugar a que la Comisión Interinstitucional de la Rama Judicial emitiera el siguiente 
comunicado en marzo de 2009: 
 
La Comisión Interinstitucional de la Rama Judicial del Poder Público reunida 
en sesión de marzo 9 de 2009, deplora las presiones que se siguen emitiendo 
hacia la Corte Suprema de Justicia y los jueces y fiscales, y reclama de las 
distintas autoridades, sean nacionales o extranjeras, respeto y acatamiento 
de la autonomía e independencia que les son características a los 
funcionarios judiciales, según lo dispuesto en la Constitución Política de 
Colombia y en los tratados internacionales sobre la materia, y cuyo objetivo 
principal es garantizar una recta administración de justicia para los 
ciudadanos.52 
 
1.3.2 Amenaza terrorista, cohesión social y Estado de Opinión. 
 
Este campo de reformas y el maltrato hacia la rama judicial del poder público 
caracterizan el gobierno de Uribe y plantean un complejo mapa de situaciones sobre las 
cuales se determina el perfil autoritario. El “Republicanismo Patriótico”, un artículo de 
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María Teresa Uribe de Hincapié, profesora de la Universidad de Antioquia, hace una 
caracterización del gobierno de Uribe advirtiendo que no se puede concebir en él un 
modelo puro descrito por la teoría, pero ubica rasgos importantes de lo que ella 
denomina Republicanismo, mostrando algunas de las contradicciones del modelo de 
Uribe, en concreto con el debilitamiento del Estado detrás del discurso de su 
fortalecimiento: 
No obstante el republicanismo es un lenguaje político pacificador y busca 
ante todo fortalecer las estructuras institucionales -la res publica- evitando a 
todas costa los personalismos y las formas de mando y obediencia que se 
salgan de los canales instituidos y de las normas jurídicas que los sustentan; 
pero el giro personalista termina por consolidar la figura presidencial al mismo 
tiempo que debilita aún más, si cabe, el estado.53 
 
En el artículo, la investigadora relaciona el carácter mesiánico de Uribe con la referencia 
negativa de la opinión pública hacia el resto de estructuras del Estado, pues Uribe omitió 
reiteradamente toda intermediación de él con la comunidad y se desprendió como 
individuo de la relación con el resto de la estructura estatal, concentrando todo el poder. 
Este proceso tiene como objeto que la participación de los ciudadanos se desarrolle en 
torno a necesidades concretas, logrando una agregación de intereses y demandas, 
haciendo que el debate de la oposición pierda sentido. El ciudadano se vuelve 
cooperante, la división entre las instituciones y la sociedad civil se pierde. Hincapié es 
clara en advertir que no existe un régimen nacionalista, pues es obvia la intervención de 
Estados Unidos en la definición de la política nacional, pero sí fue evidente el llamado a 
consolidar una identidad nacional. 
De acuerdo a Peña, la relación entre Estado Social de Derecho, el espíritu constitucional 
de 1991 y la actual proyección del gobierno Uribe, presentan una tensión bastante fuerte, 
dirigida al fortalecimiento del poder ejecutivo en detrimento de la democracia 
constitucional. Se manifiesta una dicotomía en la concepción del Estado y de allí las 
formas que adquiere la democracia. 
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Estas maniobras sobre la configuración del Estado fueron hechas tras la llamada 
profundización de la democracia, para cuya configuración no puede existir neutralidad ni 
distinción en el marco de la existencia de una amenaza terrorista, ello construido a partir 
de una profunda crisis política, social e institucional del Estado colombiano. Los años que 
anteceden los gobiernos de Uribe están marcados por una crisis de hondas dimensiones 
no solo en el país, sino en general en el continente. Lo describe así Camilo Castellanos: 
Al concluir el siglo XX, América Latina presentaba un panorama desolador. 
Tanto en el campo como en la industria (construida a lo largo de la centuria 
anterior) se encontraban arruinados. En la región campeaban las 
corporaciones transnacionales, que se apropiaron de los bienes públicos 
aprecio de quema: se les entregaron los bancos, las Empresas Industriales el 
Estado, las telecomunicaciones, los acueductos y la distribución de energía. 
Además, el Estado se achicó; lo que implicó una fuerte contracción del 
empleo público. Todas estas mutaciones implicaron la informalización de las 
economías, la precarización del trabajo y el predominio del comercio, los 
servicios, las actividades especulativas y todo tipo de tráficos. El impacto 
social fe inmenso: a comienzos del nuevo siglo más de 220 millones de 
hombres y mujeres de América Latina estaban por debajo de la línea de 
pobreza.54 
 
En la coyuntura nacional que enmarcó el ascenso de Uribe concurrieron varios factores: 
la presencia prolongada del conflicto armado y sus efectos en los territorios, el fracaso de 
las negociaciones entre el gobierno de Pastrana y las FARC, el avance del 
paramilitarismo y un contexto internacional abanderado por la guerra preventiva y la 
lucha contra el terrorismo. Es en este contexto, en donde la seguridad se convierte en el 
argumento de Uribe para propiciar las transformaciones políticas y sociales que se 
desarrollan con su gobierno, posicionando un discurso por encima de la institucionalidad 
en defensa de la misma y debilitando el Estado de Derecho, se llegó a lo que Uribe llamó 
el Estado de Opinión, elemento que describió como la fase superior del Estado de 
Derecho y que es el resultado evidente de la lógica de cohesión social. Lo menciona así 
José Aristizábal: 
 
Altas concentraciones de poderes en el Ejecutivo, debilitamiento de facto de 
los órganos de control y militarización de la sociedad son elementos 
característicos de ese desmantelamiento. Desde la Presidencia de la 
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República se desinstitucionaliza el Estado, se les dice públicamente a los 
militares que se quiten de encima el “síndrome de la procuraduría”, se acusa 
a los defensores de derechos humanos y a la oposición democrática de ser 
aliados de la guerrilla, y se urde una confabulación contra la Corte Suprema 
de Justicia para que no se juzguen a los parlamentarios y altos funcionarios 
comprometidos con el paramilitarismo.55 
Tal debilitamiento institucional se ha justificado en la necesidad de acabar con un 
enemigo común a toda la sociedad personificado por las FARC. Es así como el Gobierno 
implantó la lógica de amigo-enemigo, partiendo del supuesto de que no estar con el 
gobierno es estar con el enemigo, de ahí que se niegue de forma reiterativa la 
neutralidad en el conflicto y la existencia misma de este, en palabras de unos de los 
asesores más cercanos a Uribe, José Obdulio Gaviria: “¿Qué neutralidad va a caber, que 
distinción, si en cualquier ataque guerrillero, por esencia, la primera víctima es el 
ciudadano? En las sociedades democráticas no hay neutralidad de los ciudadanos frente 
al delito, no hay distinción entre policías y ciudadanos, sino cooperación natural entre 
todos para evitar muertes, secuestros, desplazamientos;”56 
Entonces, la defensa del país y de la institucionalidad del orden, traducida en la 
profundización de la democracia, se hace a partir de la negación misma de la 
institucionalidad consagrada en el Estado de Derecho. Uribe, en el marco del curso 
legislativo del proyecto de ley que convoca un referendo para aprobar la modificación 
constitucional para la segunda reelección, introduce un nuevo concepto a su discurso de 
la seguridad democrática, la cohesión social y la confianza inversionista: el estado de 
opinión, al que define como la fase superior de Estado de Derecho y constituye 
básicamente la legitimación de la lógica plebiscitaria de su gobierno y de las acciones 
que sobrepasan el umbral de la legalidad. Así lo definió en febrero de 2009: 
Nosotros creemos que en un Estado de opinión, donde no prevalece el 
capricho del gobernante, sino el imperio de la ley, y más allá que de la misma 
interpretación de los jueces, lo superiormente importante es la opinión 
pública, es fundamental para darle sostenibilidad en el largo plazo a una 
política de seguridad, que permita que las nuevas generaciones de 
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colombianos vivan libres de guerrilla, de paramilitares, de otras expresiones 
del narcotráfico.57 
En mayo de este año, durante una cena con los príncipes de Asturias agregó: 
(Colombia) Es un país de instituciones. Y de qué solidez y de qué 
independencia. Diría que Colombia está en la fase superior del Estado de 
Derecho, que es el Estado de Opinión. Aquí las leyes no las determina el 
presidente de turno. Difícilmente las mayorías del Congreso. Todas son 
sometidas a un riguroso escrutinio popular, y finalmente a un riguroso 
escrutinio constitucional.  
El equilibrio entre la democracia participativa y la democracia representativa 
ha logrado que la opinión pública, en creciente actividad, sea el factor 
determinante del producto legislativo. Es una democracia de opinión en la 
determinación del contenido de las leyes. 58 
 
Un caso concreto de esta lógica se refleja en la confrontación del presidente con la Corte 
Suprema de Justicia, en tanto se afirma desde el primer mandatario que el debate debe 
estar en la escena pública como una forma de regulación de los poderes. Así se refirió 
Uribe al hablar de la elección del fiscal general de la nación en medio de un consejo 
comunal el 31 de octubre de 2009: “ ejor que la hipocresía histórica de introducirle 
politiquería al valor de la Justicia, es traer el debate de cara al pueblo colombiano”59 
Pero el llamado de Uribe para que la opinión pública prevalezca sobre el orden 
institucional, tiene una estrecha relación con la lógica asistencial que ha estado siempre 
ligada al escenario plebiscitario de su gobierno. Los Consejos Comunales, realizados de 
forma regular los días sábados en distintos lugares del país, promovidos como una 
herramienta de gobierno para la participación ciudadana, se convirtieron en el escenario 
en donde Uribe intervino de forma directa en los destinos administrativos y políticos de 
los municipios e incluso de la nación. Allí se hizo entrega directa de beneficios y se 
impartieron diferentes órdenes a funcionarios. Algunos casos fueron relevantes, como 
cuando en un Consejo Comunal en Chaparral, Tolima, en febrero de 2009, ordenó 
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militarizar 7 barrios de Neiva; en abril de 2008 ordenó la destitución de funcionarias del 
ICBF y el 17 de octubre de 2009, en plena campaña presidencial, le abrió espacio al ex -
ministro de Agricultura (precandidato presidencial), Andrés Felipe Arias, para que se 
defendiera del escándalo de Agroingreso Seguro. 
Para Noviembre de 2009, la situación de deslegitimación institucional, en el marco de la 
discusión entre la Corte Suprema de Justicia y el Ejecutivo en relación con la elección del 
fiscal general de la nación, llegó a un punto crítico, cuando el ejecutivo y los principales 
asesores del uribismo, como José Obdulio Gaviria, arremetieron contra el presidente de 
la Corte, pusieron en el ambiente la necesidad de reconstruir la rama judicial, a lo que 
José Obdulio respondió llamándola “una pequeña constituyente”, especializada en la 
administración de justicia que reforma la Constitución del 91.60 
 
1.3.3 Asistencialismo plebiscitario, política económica y defensa 
 
Como mecanismo complementario se desplegó durante el gobierno de Uribe un 
importante programa de subsidios de la Presidencia de la República: Familias en Acción, 
que focalizó alrededor de 19 billones de pesos durante un cuatrenio, transfiriendo a cerca 
de 1.500.000 familias un recurso mensual (por debajo del salario mínimo); el monto de 
este gasto se considera equivalente al recorte que se hizo en las transferencias. Se 
calcula que para el 2005 cerca de 680.000 familias dependían para su subsistencia de 
ese ingreso61. 
Tal situación de consolidación del modelo autoritario para afianzar la estructura de 
funcionamiento del gran capital, funcionalizando la sociedad para este propósito, detrás 
del sofisma de la democracia, la cohesión social y el Estado de Opinión sobre el 
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fantasma del miedo y la inseguridad, tiene evidencias prácticas muy claras de sus 
incongruencias con los intereses populares. 
Uno de los grandes elementos que avanzó bajo el gobierno del Estado Comunitario fue la 
reforma laboral, un grueso paquete de cambios que trajo el desmonte de las pocas 
garantías laborales que dejó la apertura económica con la ley 50 del 90. Se construyó 
una absoluta flexibilización laboral que permitió al “sector privado” bajar sus costos 
laborales negando la estabilidad laboral, aumentando las jornadas de trabajo, eliminando 
las horas extras y reduciendo las prestaciones sociales, para propiciar, de acuerdo con el 
argumento del gobierno, una menor carga laboral que se traduzca en mayor inversión 
para nuevos empleos. Tal efecto no se ha visto. 
Los procesos de focalización asistencial como el programa ayudas en acción, no solo 
contrarresta en alguna medida los nocivos efectos de la flexibilización laboral en los 
hogares colombianos, sino que crea una identidad de las necesidades con un benefactor 
directo, lo que explicaría el interés de pasar el recurso de las transferencias como gasto 
social de los territorios a un ingreso individualizado y focalizado en un determinado grupo 
poblacional. Esto evidentemente se convierte en un amarre con importantes resultados 
electorales, producto de esa construcción de identidad y como aglutinador de la cohesión 
social y el Estado de Opinión. 
Tal lógica plebiscitaria y asistencialista que se promovió en los gobierno de Uribe y que 
fueron la base sobre la que se erigió la llamada cohesión social, contrastan fuertemente 
con las cifras de violaciones de derechos humanos, resultado de la política de guerra de 
la seguridad democrática. El observatorio de derechos humanos y derecho humanitario 
de la Coordinación Colombia-Europa-Estados Unidos, calcula que en el primer cuatrienio 
del gobierno de Uribe (julio de 2002 a julio de 2006), marcó para la ejecución de la 
política de seguridad democrática que por lo menos 12.547 personas civiles perdieran la 
vida a causa de la violencia sociopolítica62. 
                                               
 
62
 Observatorio de derechos humanos y derecho humanitario de la Coordinación Colombia-
Europa-Estado Unidos. “En Macondo no ha pasado nada” en: Sin Democracia sin Derechos. Serie 
el Embrujo. Ediciones Antropos. Bogotá 2008. Pág. 
Capítulo 1 41 
 
La respuesta de Uribe ante la crisis humanitaria se tradujo en identificar las víctimas de la 
seguridad democrática con el símbolo del enemigo, como cuando se relacionó a las 
víctimas de las ejecuciones extrajudiciales: Ahora la estrategia guerrillera es otra: cada 
que se le da una baja a la guerrilla, ahí mismo moviliza a sus corifeos en el país y en el 
extranjero para decir que fue una ejecución extrajudicial. Pero las Fuerzas Armadas han 
puesto todo el cuidado para no dar lugar a que se señale a miembros de las Fuerzas 
Armadas de estar en colusión con grupos paramilitares.63 
Los dos gobiernos de Uribe se han caracterizado por una fuerte política militar con serias 
implicaciones humanitarias, una transformación de la estructura del Estado y la 
Constitución, una deslegitimación de las instituciones que refuerza políticamente el 
fortalecimiento constitucional del ejecutivo y de la figura presidencial, el aumento 
permanente de penas, el uso de una figura individual fuertemente asentada en la 
cotidianidad del pueblo colombiano, marginando la intermediación institucional entre la 
ciudadanía y la figura presidencial, y la construcción de enemigos y amenazas comunes 
que concentran la identidad del pueblo colombiano y legitiman toda la acción del 
gobierno, aun superando los marcos legales y constitucionales, en defensa de la 
democracia. 
1.4 Tres fenómenos, una lógica. 
 
Tres fenómenos distintos, diferenciados no solo por su momento histórico, sino por las 
características sociales y políticas que los rodearon, permiten definir con precisión líneas 
de continuidad propias de un proceso autoritario producto de las necesidades del 
proceso de acumulación capitalista a la luz del marco teórico que se expone en el 
siguiente capitulo. 
Hondas tensiones sociales, vinculadas a crisis económicas que se reflejan 
necesariamente en el estado de ánimo de los sujetos, generan el marco sobre el cual el 
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sistema demanda una acción pronta para reestructurar el proceso de acumulación y 
garantizar la condición de la dominación ideológica. La crisis del 29, el inicio de la etapa 
neoliberal en los 90, o su crisis en la primera década del siglo XXI, son el elementos que 
circundan los tres fenómenos y que emergen del contraste que permite este primer 
capítulo.   
La constitución de un enemigo que concreta la identidad de la nación y cohesiona un 
gran movimiento de masas determinado por la acción de la clase media y dirigido por un 
gran líder capaz de representar la voluntad de ese movimiento, es sin duda un parangón 
de los 12 años de Hitler, los 10 de Fujimori y los 8 de Uribe.  
Concluir de forma precisa el desarrollo de los intereses de reestructuración económica, 
orientados a garantizar las condiciones de acumulación del sistema, demanda 
necesariamente retomar el control absoluto de la dinámica social bien por medio de la 
violencia, o por medio de la propaganda y la cooptación, o bien por la acción conjunta 
con esas formas de acción, combinación que ha sido el referente de los regímenes 
autoritarios como los que referimos. 
La fuente del derecho y la norma ahora está en la voluntad del gran líder, cuya vocación 
es la salvación y la superación de la crisis, la derrota del enemigo. La democracia debe 
ser suspendida en aras de protegerse a sí misma, poniendo sus debilidades al margen 
del proceso de recuperación y superación de la crisis. Esos fueron los argumentos 
centrales que legitimaron la lógica excepcional sobre la que funcionaron los gobiernos de 
Hitler, Fujimori y Uribe. El incendio del Reich y el autogolpe, son ejemplos de la 
hecatombe que caracterizó al gobierno de Uribe, los que permitirán reconocerse en el 
desarrollo del marco teórico expuesto en el siguiente capítulo. 
 
 
 
  
 
2. El autoritarismo vestido de 
excepcionalidad. ¿Romper el consenso? 
La crónica de los fenómenos autoritarios evidencia, la inescindible relación entre la 
transformación o suspensión del Estado de Derecho y los fines de restablecimiento del 
sistema productivo. Ello nos invoca a asumir la discusión sobre la autonomía de la forma 
Estado, desvirtuando la lógica autorreferente con el objeto de  asumir el Estado de 
Excepción, no como una deformación del Estado Liberal sino como una mutación del 
mismo para asegurar la lógica de dominación y control hegemónico que caracteriza el 
Estado Capitalista.  
Sin embargo, y a pesar de que la forma Estado está destinada a garantizar las 
condiciones para los procesos de acumulación del capital, la situación objetiva no 
siempre está acorde a la situación subjetiva, de ahí que las condiciones que genera el 
capital en un determinado momento sean susceptibles de generar condiciones 
revolucionarias. Lo anterior es premisa para llegar a dos elementos, por un lado, 
reafirmar la esencia de un autoritarismo que prevé un ánimo revolucionario y debe anular 
posibles connatos de revolución generados por sus propias contradicciones, pero por 
otro lado permitir que la acción de resistencia tenga dentro de esa forma Estado un 
espacio propio generando rutas de emancipación que se erijan como una nueva 
subjetividad capaz de develar la imposición de un lógica que tras el nombre de conceso y 
la democracia niega cualquier posibilidad de romper con la dominación. 
La excepcionalidad que caracteriza y sustenta el autoritarismo del capital tiene como 
objetivo garantizar la hegemonía política y cultural de la clase dominante. Con el 
desarrollo del Estado de Derecho y la democracia se ha vestido de distintas formas, 
logrando imponer su sentido y realidad como única forma viable, destinando a los 
pueblos a legitimar los intereses de unos pocos y aceptando la imposición como un 
consenso o sometiéndose a la exclusión tras el título de enemigo. Las condiciones 
objetivas que ha construido el sistema de explotación están dadas para que las mayorías 
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se revelen contras sus opresores, las condiciones subjetivas parecieran, por el contrario, 
estar dadas para continuar con el sometimiento. El control ideológico por medio de la 
violencia y la propaganda demandan de las fuerzas vivas de la sociedad forjar una nueva 
subjetividad emancipada capaz de derrotar el autoritarismo.  
2.1 Estado y derecho: la apuesta constitucional 
La relación Estado-derecho-sociedad tiene bajo su sombra fenómenos que construyen 
formas sociales específicas, un análisis de esta relación nos permite hoy acercarnos a 
las implicaciones de la consolidación de proyectos autoritarios que emergen desde la 
figura del Estado. El derecho, categoría elevada en la teoría moderna a la unidad del 
sistema social como expresión del Estado, se transforma en un instrumento de 
dominación y/o control sujeto a la voluntad del poder político, demostrando que entre 
Estado-derecho y su lógica racional, hay una relación intrínseca con los intereses de la 
dominación política, desvirtuando así la lectura autorreferente que pretende el Estado y el 
derecho desde una lógica objetiva que representa lo universal, neutral e impersonal,
64
 
reencarnando un consenso en el marco de un ejercicio de racionalización del poder. 
La modernidad trae nuevas formas de producción que exigen determinadas estructuras 
para que sean garantizadas, es decir que permitan que se ordenen de acuerdo a las 
necesidades del sistema y a las condiciones sociales que este desarrolla, quizá para 
potenciar su efectividad. Para Max Weber, el Estado es el fruto de la racionalidad de la 
modernidad, desde la naturaleza propia del capital. En ese orden de ideas, es el Estado 
una forma propia del capitalismo: “En consecuencia, es el Estado Nacional a él ligado el 
que proporciona al capitalismo las oportunidades de subsistir; así, pues, mientras aquél 
no ceda el lugar a un Estado universal, subsistirá también éste.”
65
 Para el funcionamiento 
del capitalismo moderno, asigna Weber una función esencial al derecho racional y a la 
burocracia profesional como los medios de realización de éste; la creencia en la 
representación subjetiva encarna la legitimidad del Estado y la dominación propia del 
sistema de acumulación.  
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La existencia de una burocracia profesional y la realización del derecho constituyen la 
base de un cuerpo administrativo que tiene a su cargo la coacción como medio 
específico del Estado, no el único, pero sí una garantía esencial que está íntimamente 
ligada a la actitud de obediencia que se espera de la sociedad, es decir, de la dominación 
legitima que representa el reconocimiento de la jerarquía política y a su vez la aceptación 
del sistema de producción. Así, la coacción se considera legítima en la medida en que los 
hombres que a ella están sometidos la aceptan.  
Weber define el Estado moderno así: “desde el punto de vista de la sociología, el Estado 
moderno es una empresa con el mismo título que una fábrica: en esto consiste su rasgo 
histórico específico.”
66
. El Estado, neutral y eje de la articulación social, determinado por 
la forma jurídica, como lo expresa Múnera: “el Derecho erige al Estado como eje del 
sistema dominante dentro del conjunto de relaciones sociales.”
67
, es el garante del orden 
social y su realización efectiva por medio del monopolio de la fuerza, haciendo de su 
forma, el fin en sí mismo. La obediencia de los súbditos es entonces el elemento del cual 
depende el sistema, por lo que la legitimación del mismo se convierte en un proceso 
permanente. Se reconoce así una autonomía potencial del poder del Estado, en donde la 
racionalidad instrumental con la que actúa la burocracia se pone, aparentemente, por 
encima de los intereses particulares o de clase. 
Este es precisamente el marco en donde la teoría constitucional emerge con fuerza, para 
así determinar el papel relevante que el sistema jurídico cumple en la función política del 
Estado, en tanto determinante de su propia naturaleza. Carl Friedrich, en su obra Teoría 
y Realidad de la Organización Constitucional de 1937, establecía el orden constitucional 
como un conjunto de limitaciones efectivas al poder gubernamental. Uno de los pasos 
iníciales del constitucionalismo, afirma el autor, es dividir los poderes e iniciar procesos 
de control judicial al ejecutivo, haciendo de la organización judicial un aspecto esencial 
de la democracia y el constitucionalismo. Friedrich no solo defiende la Constitución, sino 
que es su intérprete, siempre que está se someta al derecho, lo expresa así: “el 
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constitucionalismo es la aplicación de métodos judiciales a los problemas fundamentales 
del gobierno.”
68
 
La relación derecho-poder, que expresa bien el fenómeno jurídico de la 
modernidad, donde el soberano crea el derecho, a través de la acción 
reciproca del derecho sobre el poder, genera esa dialéctica de racionalización 
del voluntarismo. Hay que situar el papel de la justicia constitucional en ese 
proceso (…) esta construcción, primero intelectual, formará los contenidos de 
la ética pública, de la idea de justicia, que se convertirá en ética política, lo 
que en esos siglos y después en el siglo XIX supondrá la idea de democracia 
liberal, y que pasará a los sistemas jurídicos de esos regímenes 
democráticos. 69 
 
Hay entonces en la teoría constitucional una aspiración democrática que se realiza por 
medio del sistema jurídico, haciendo de la Constitución la fuente de validez y legitimidad 
de las acciones del poder gubernamental y en todo caso de un modelo de producción 
que se presume objetivo. En este aspecto, Kelsen va más allá al percibir la necesidad de 
encontrar un supuesto hipotético, es decir, una norma presupuesta no demostrable, 
sobre la cual emerge el conjunto normativo que hace el sistema jurídico, como un punto 
arquidémico, cuya validez esta por fuera del aspecto jurídico, construyendo así la 
columna vertebral del sistema. Lo escribe así Robert Walter: 
Kelsen plantea con eso la pregunta acerca del punto de partida de la 
construcción jurídica y explica que toda construcción tiene que salir de 
determinadas normas como proposiciones jurídicas válidas. Siempre tiene 
que haber nacido de alguna norma última presupuesta ella misma como 
norma valida y suprema. La cuestión de la validez de esta última norma, 
admitida como presupuesto de todo conocimiento jurídico, se encuentra, 
pues, fuera de ese conocimiento jurídico.70 
 
Desde esta perspectiva, el sistema jurídico tiene en una referencia que se escapa de sí 
mismo a pesar de su pretensión evidente de neutralidad y universalidad. Por otro lado, 
podemos mirar desde la visión de la legalidad como fundamentos único del Estado, en 
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donde se traslada el problema del Estado, del sistema político al sistema jurídico. Kelsen, 
describe un Estado determinado (legitimado) por el orden jurídico, tal así que la 
dominación que ejerce es legítima en tanto concuerde con el orden jurídico, es decir sea 
válida, de allí que la dominación se reconozca como una facultad del Estado en tanto es 
expresada en el sistema jurídico: “La dominación que caracteriza el Estado pretende ser 
legítima y tiene que ser efectivamente considerada como tal por gobernantes y 
gobernados. La dominación es legítima sólo en el caso de que se realice en 
concordancia con un orden jurídico cuya validez es presupuesta por los individuos que en 
aquella intervienen y este orden jurídico de la comunidad cuyo órgano es el gobernante 
del Estado.”71 
 
2.1.1 Desvirtuando la autorreferencia del sistema jurídico 
 
El ordenamiento jurídico, el cual se pretende legítimo, valida las normas sobre las cuales 
el Estado ejerce la dominación; más aún, este Estado no es un simple ejecutor sino que 
se reconoce como una organización del derecho, por medio de la cual la sociedad 
establece el orden, es la personificación jurídica del derecho
72
, es entonces la figura que 
asume, otorgado por el ordenamiento, la representación política desde la atribución 
imputativa como ficción jurídica. Es decir, el Estado se subsume dentro del derecho y es 
sólo allí donde se puede hablar del poder político, el poder que otorga el derecho, lo 
sustenta Kelsen así: 
Pero en un sentido social, el poder sólo es posible dentro del marco de un 
orden normativo regulador de la conducta humana. Para que semejante 
poder exista, no basta que un individuo sea realmente más fuerte que otro y 
pueda forzarlo a observar determinado comportamiento, en la misma forma 
en que se somete a un animal o se derriba un árbol. El poder, en sentido 
social o político implica autoridad, es decir, la relación de superior a inferior. 
(…) El poder social es siempre un poder que en una o en otra forma se haya 
organizado. El poder estatal es el poder organizado por el derecho positivo, el 
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poder del derecho, es decir, la eficacia del orden positivo. (…) El poder 
político es la eficacia de un orden coactivo que se reconoce como derecho.73 
En este marco de la lógica normativa, decir órgano del Estado es decir órgano del 
derecho. El Estado no comete actos ilegales o contra el derecho, son las personas que 
actúan a nombre del Estado como órganos del mismo los que asumen la moralidad del 
acto. En este sentido, el Estado como ejecutor del  ordenamiento jurídico es siempre 
justo, como es la pretensión del ordenamiento, emanando de la norma fundamental. Es 
así deducible entonces la probidad misma del sistema y sus pretensiones, incluso de la 
explotación del sistema. 
Sin embargo, tal deducción tiene una variable a considerar y conlleva la limitación misma 
de tal propuesta cuando llega a la explicación de la norma fundamental. En esta, la 
legitimidad depende de un valor de justicia subjetivo que llama necesariamente a 
considerar otros elementos, es decir que la norma fundamental sí depende de la eficacia 
de la misma, a diferencia del resto del ordenamiento; insiste Kelsen en que el derecho, 
derivado de la existencia de la norma fundamental, debe ser justo o de lo contrario, la 
legitimidad del sistema sería meramente procedimental. 
La vida del sistema depende de la existencia de un sujeto obediente y funcional, un 
individuo condicionado que reconoce los limites y legitima el modelo como única opción, 
garantizando desde su acción la conservación del mismo. En este ejercicio, el Estado se 
convierte en la representación y a su vez determinante del sujeto y le otorga a éste su 
identidad. Así el Estado se arroga la unidad del orden social frente a la diversidad de 
intereses. De ahí el código inclusión/exclusión que se acerca al uso del derecho y el 
Estado como herramienta de exclusión al identificar el sujeto funcional en oposición al 
sujeto contradictor del sistema, lo que supera la idea de un conjunto homogéneo y 
obediente dando un velo de legitimidad al proceso de exclusión.  
En este escenario, el Estado ya no es un objeto frío y neutral dispuesto a dar curso al 
sistema, sino por el contrario, un aparato que debe tener un arsenal de dispositivos para 
lograr la obediencia de la cual depende, generando codificaciones binarias excluyentes 
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que le permitan ejercer una función de cierre. Pero tal sistema clausurado no puede 
negar en esencia su contexto y la incidencia de tales elementos en su desarrollo. 
Hoy la crisis del Estado clásico (quizá no como novedad histórica del Estado Nacional) 
producto de la racionalidad moderna, evidencia profundas crisis. Su estructura sistémica 
está limitada por nuevos fenómenos sociales y políticos que no se logran comprender y 
no pueden ser simplemente excluidos.  
Otro gran reto emerge al confrontar el proceso de globalización. El sistema debe 
entenderse ya no dentro de la lógica nacional, es necesario hacer el reflejo del desarrollo 
histórico del mundo en donde se ha interconectado, en la idea de un sistema más allá de 
las limitaciones territoriales, el cual Nafarrete llama sociedad/mundo. Hay un sistema 
político específico para la sociedad/mundo: “El sistema político mundial, sobre la base de 
una diferenciación por funciones de la sociedad/mundo, es un sistema parcial que se 
distingue de otros sistemas parciales  economía, ciencia, derecho, medios de masas.”
74
 
Una forma clara de reconocer tal sistema, como lo sugiere el autor, es la necesidad del 
reconocimiento internacional que necesita un Estado para ser legítimo.  
Pero el reconocimiento de este sistema político, si se quiere global, no asume per sé que 
las decisiones colectivas se universalicen haciendo de la democracia un sistema global, 
sino que tal sistema abre un procesos de segmentación del sistema político mundial en 
donde el Estado nacional se convierte en una función del sistema político de la 
sociedad/mundo, construyendo sistemas/segmentos diferenciados por el elemento 
territorial: “La segmentación del sistema político mundial en Estados protege la dinámica 
propia de los otros sistemas sin que necesariamente se excluyan efectos regionales que 
se siguen de los apoyos o de las restricciones políticas.”
75
 Es el Estado Nacional un 
impulsor del sistema de la sociedad globalizada y garantiza así el desarrollo de otros 
sistemas como el educativo; el Estado no es entonces lo mismo que el sistema político, 
pues de acuerdo a Nafarrete, es una organización de éste. Tal situación vuelve compleja 
la lectura del ordenamiento jurídico del Estado/Nación clásico y su forma jurídica, 
confrontándose con nuevas formas de control supranacionales que no interrogan la vida 
                                               
 
74
 NAFARRETE, Op. cit. p.238 
75
 Ibíd., p.239. 
50 Título de la tesis o trabajo de investigación 
 
constitucional, sino que la transforman de hecho, respondiendo a las necesidades de la 
formas de acumulación y circulación del capital. 
 
2.1.2  Estado y control social: El Estado como instrumento 
del capital. 
 
Cabe preguntarse si el Derecho-Estado-Sistema político se explica desde una lógica 
racional dirigida al funcionamiento de sí mismo como pilar del desarrollo de la sociedad 
orientado por el interés general, ajeno a satisfacer demandas e intereses particulares 
contrario al general, o por el contrario si el orden social y económico tiene una estrecha 
relación y en su conjunto están determinados por relaciones de dominación que someten 
intereses y formas sociales. 
Podría entonces entenderse la negación de la subjetividad, propia de las apuestas 
autorreferentes, como parte del problema del modelo. Autores como Deleuze se refieren 
al capitalismo tardío con su cuerpo capital-dinero, como un esquema enfermo, 
esquizofrénico, que encierra el deseo, lo privatiza en el dispositivo del consumo 
produciendo subjetividades enfermas, todo se convierte en mercancía, haciendo de ese 
modelo la forma de control. Destaca el proceso de transformación del Estado en su 
adaptación a las nuevas formas de circulación del capital: 
El Estado era primero esta unidad abstracta que integraba subconjuntos que 
funcionaban separadamente; ahora está subordinado a un campo de fuerza 
cuyos flujos coordina y cuyas relaciones autónomas de dominación y 
subordinación expresa. Ya no se contenta con sobrecodificar territorialidades 
mantenidas y enladrilladas, debe construir, inventar, códigos para los flujos 
desterritorializados de dinero, de la mercancía y de la propiedad privada. Ya 
no forma por sí mismo una o varias clases dominantes, él mismo está 
formado por estas clases que se han vuelto independientes y que lo delegan 
al servicio de su poder y de sus contradicciones, de sus luchas y de sus 
compromisos con las clases dominadas. (…) En tanto que la máquina, ya no 
determina un sistema social, es determinado por el sistema social al que se 
incorpora en el juego de sus funciones”76. 
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Ya no es el sistema político un proceso autorreferente, sino que se entiende esté 
sometido al funcionamiento del sistema social, en donde el Estado responde a éste no 
como un simple instrumento sino como una funcionalidad del poder. 
El desarrollo del capital y sus formas globalizadas, reafirmando el neoliberalismo como 
un consenso, han destacado un nuevo papel al Estado y evidentemente al derecho. Más 
allá de renombrar el Estado como un elemento débil y subordinado a la ley del mercado, 
ese mismo Estado cumple un engranaje fundamental que garantiza la ruta por la que el 
capital transita y construye su andamiaje, en palabras de Boaventura: “la reducción del 
Estado no puede conseguirse sino a través de una profunda intervención estatal”
77
. Para 
ello usa la regulación social vistiendo de legalidad sus desmanes, y como se mencionará 
más adelante, fundiendo con la legalidad la legitimidad. 
El capitalismo descodifica lo que otras sociedades codificaron, pero en un movimiento de 
doble vía, descodifica, desterritorializa en una energía cosmopolita universal, pero por 
otro lado territorializa y codifica de forma permanente una re-territorialización. Ahí emerge 
el Urstaat, quien resucita como unidad sobrecodificante y re-territorializante hacia el 
umbral absoluto, “Vuelven a codificar con todas su fuerza, a golpes de dictadura militar, 
de dictadores locales y de policía todopoderosa, mientras que descodifican o dejan 
descodificar las cantidades fluyentes de sus capitales y de sus poblaciones.”
78
 
Emerge así un Estado de formas autoritarias, y funcional al modelo, un Estado del control 
que se caracteriza por fuera del sofisma de la reconciliación y la igualdad para develar su 
propia naturaleza, se expresa así: “Las funciones reguladoras del Estado no implican 
ningún tipo de arbitraje entre las clases. Que el Estado esté por completo al servicio de la 
clase llamada dominante es una evidencia práctica, pero que todavía no entrega sus 
razones teóricas. Estas razones son simples: desde el punto de vista de la axiomática 
capitalista no hay más que una sola clase con vocación universalista, la burguesa.”
79
. 
Hay entonces una apuesta crítica a las fórmulas de la objetividad que son en todo caso 
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funcionales y sustentan las lógicas de sometimiento que promueven actividad 
antihumana, la esquizofrenia. 
Esta ruta, que parte por identificar finalmente el Estado con una forma de dominación de 
clase, hoy ubicada en un mapa global, que no por global niega lo nacional/territorial sino 
que por el contrario, lo reafirma, indaga efectivamente en la negación del Estado como el 
elemento neutral que desde su andamiaje jurídico permite el desarrollo social con un 
horizonte bien pactado o bien consensuado, casi como un camino predeterminado por la 
armonía social, antes pretensiosa de un todo unificador, después pretensiosa de su 
facultad de exclusión y en todo caso, legitimada por la fuerza de la obediencia. Tal 
negación se permite posicionar la lectura del Estado desde un lado distinto, en donde 
éste cumple una función específica a la hora de legitimar un modelo de dominación. 
Allí se relee el marxismo, que entiende el Estado como una forma de opresión de clase, 
en donde la “democracia” que recrea es un mero sofisma de la dominación. En la 
introducción de Federico Engels al texto de Marx,  La guerra civil en Francia en 1891 en 
el vigésimo aniversario de la Comuna de París (1891), describe al Estado así: 
(...)En realidad el Estado no es más que una máquina de opresión de una 
clase por otra, lo mismo en la república democrática que bajo la monarquía; y 
en el mejor de lo casos, un mal que se transmite hereditariamente al 
proletariado triunfante en su lucha por la dominación de clase. (...) 
Últimamente, las palabras dictadura del proletariado han vuelto a sumir en 
santo horror al filisteo socialdemócrata. Pues bien caballeros, ¿Queréis saber 
qué faz presenta esta dictadura? Mirad la Comuna de París: ¡he ahí la 
dictadura del proletariado!80 
El Estado se convierte en el capitalismo, aunque éste varíe sus formas de acumulación y 
producción, en la forma precisa de dominación desde donde se dirigen las formas 
jurídicas, para regular el intercambio de mercancías, dentro de las cuales está la fuerza 
de trabajo. Por ende hay toda una estructura para regular los antagonismos de los 
intereses privados en la sociedad, lo escribe así Pashukanis: “(…) Es decir cada forma 
de producción crea sus relaciones de derecho, sus formas de gobierno propias (…) La 
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noción que fluctúa en el espíritu de los economistas burgueses es que la policía es más 
favorable a la producción que el derecho del más fuerte”
81
. 
El Estado responde no a la necesidad de convivencia como una necesidad ajena a las 
condiciones de los individuos, sino a unos intereses determinados. Dice Carnoy: “La 
forma del Estado, por tanto, surge de las relaciones de producción, y no del desarrollo 
general de la mente humana o de una colectividad de voluntades de hombres”
82
; de 
acuerdo a esto, el Estado emana de las consideraciones que hace Marx de las 
condiciones materiales de una sociedad como base de la estructura social y la 
consciencia humana. Carnoy nos recuerda a Marx cuando expresa que no es la ciencia 
la que determina el ser social, sino al contrario. Subyace el Estado no como el interés 
común, como una relación justa, sino como la expresión política de los intereses de 
clase, el Estado como medio de dominación del capitalismo. 
Ahora bien, el Estado no es la dominación en sí mismo, es la herramienta por medio de 
la cual una clase oprime a otra y necesariamente está acompañado de un proceso de 
legitimación, en donde se vuelven difusos (de forma ideológica) los intereses de clase. 
Solo esto, que se llamaría desde otros paradigmas la obediencia esperada, hace posible 
el sostenimiento del sistema. Lo dice Marx cuando afirma que  ninguna clase tiene el 
poder suficiente para gobernar por medio del Estado, refiriéndose a la necesidad de 
contar con la cooperación que debe propiciarse para mantenerse en el gobierno, llamado 
equilibrio entre las clases en pugna. Miliband citado por Carnoy lo expresa así: “el velo 
ideológico que una clase dominante tiende sobre la realidad del régimen de clase, con la 
idea de legitimar tal régimen a sus propios ojos, así como a los ojos de la clase 
subordinada.
83
. Pero es precisamente esta condición subjetiva de la dominación la que 
vierte el carácter emancipa torio en las formas jurídicas y estatales. 
En esa misma ruta cita Carnoy a Gramcsi para definir el Estado como “todo el complejo 
de actividades prácticas y teóricas con las cuales la clase gobernante no sólo justifica y 
mantiene su dominio, sino que logra obtener el consentimiento de aquellos a quienes 
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gobierna.”
84
. En este punto puede hacerse referencia al consenso social en el que urgen 
otras apuestas teóricas como el resultado de la dominación ideológica, si se quiere, la 
aceptación del predominio de clase dado el control hegemónico de ésta en los aspectos 
que rodean el desarrollo social; ésto se puede entender desde el concepto de la 
hegemonía en Gramsci: “el predomino ideológico de valores y normas burguesas sobre 
las clases subordinadas (…) hegemonía significa el predominio ideológico de las clases 
dominantes en la vida social, sobre las subordinadas”.
85
 Es así como el Estado garantiza 
la hegemonía de la burguesía en la superestructura, y no por sí mismo. 
Y en el marco de este Estado, se configura el derecho como una categoría histórica 
propia del capital que tiene como función someter la mano de obra al sistema de 
producción y acumulación, por lo cual el derecho siempre se reflejará como dominación. 
Lo escribe así Althusser: 
(…) podríamos decir que la reproducción de la fuerza de trabajo exige no 
solamente una reproducción de su calificación, sino, al mismo tiempo, una 
reproducción de su sometimiento a las reglas del orden establecido, es decir, 
un reproducción de sus sumisión a la ideología dominante para los obreros y 
una reproducción de la capacidad de manejar bien la ideología dominante 
para los agentes de la explotación y de la represión a fin de que ello aseguren 
también por la palabra la dominación de la clase dominante.86 
Marx en su Prólogo de la Contribución a la Crítica de la Economía Política (1859), 
establece esa relación entre el modo de producción, la vida política y las formas jurídicas 
que ésta recrea, así: 
El conjunto de estas relaciones de producción forman la estructura 
económica de la sociedad, la base real sobre la que se levanta la 
superestructura jurídica y política y a la que corresponden determinadas 
formas de consciencia social. El modo de producción de la vida material 
condiciona el proceso de la vida social, política y espiritual en general. No es 
la consciencia del hombre la que determina su ser, sino, por el contrario, el 
ser social es el que determina su consciencia.87 
El derecho es desde la perspectiva marxista, parafraseando a Stucka, el producto de las 
relaciones reales de producción, a lo cual añade Pashukanis, que es también la 
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realización de la forma jurídica, es decir el tribunal y el proceso. Todo eso dentro de la 
confrontación antagónica de las clases.
88
 Escribe Marx en El Capital: 
(...) Para que estas cosas se relacionen las unas con las otras como 
mercancías, es necesario que sus guardianes se relacionen entre sí como 
personas cuyas voluntades moran en aquellos objetos, de tal modo que cada 
poseedor de una mercancía sólo pueda apoderarse de la del otro por 
voluntad de éste y desprendiéndose de la suya propia; es decir, por medio de 
una acto de voluntad común a ambos. Es necesario que ambas personas se 
reconozcan como propietarios privados. Esta relación jurídica, que tiene por 
forma de expresión el contrato, es, hállese o no reglamentada, una relación 
de voluntad en donde se refleja la relación económica. El contenido de esta 
relación jurídica o de voluntad lo da la relación económica misma.89  
Lo anterior no quiere decir que el derecho, en su sentido estricto formal, no existiese 
como condición material antes de que se configurara el capitalismo como estadio social 
desarrollado. Ahí es preciso concretar que el momento en que las relaciones humanas se 
realizan como relaciones entre sujetos de derecho, surgen las condiciones perfectas para 
el desarrollo de una superestructura jurídica, es decir, un conjunto de ideas e 
instituciones sustentadas sobre un determinado régimen económico, en donde los 
conceptos corresponden con la dialéctica real del proceso histórico
90
. Dice Pashukanis: 
“Es necesario en consecuencia retener el hecho de que la moral, el derecho y el Estado, 
son formas de la sociedad burguesa. Aun sí el proletariado está obligado a utilizar estas 
formas, esto no significa en absoluto que puedan continuar desarrollándose integrando 
un contenido socialista.”
91
 
Cada momento histórico tiene unas formas de regulación social, “(...) Es decir, cada 
forma de producción crea sus relaciones de derecho, sus formas de gobierno propias 
(...). La noción que fluctúa en el espíritu de los economistas burgueses es que la policía 
es más favorable a la producción que el derecho del más fuerte. Olvidan únicamente que 
el derecho del más fuerte es también un derecho que sobreviene todavía bajo otras 
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formas en su Estado de Derecho”92. No obstante debe reconocerse que es en la 
sociedad capitalista en donde el derecho adquiere sus formas más perfectas, dada la 
evolución de la propiedad privada como elemento central del interés privado: “Una de las 
premisas fundamentales de la reglamentación jurídica es así el antagonismo de los 
intereses privados. Este antagonismo es tanto la condición lógica de la forma jurídica 
como la causa real de la evolución de la superestructura jurídica.”93 
La concepción histórica del derecho como instrumento de dominación al servicio de los 
intereses de clase, se ha desarrollado acorde a los cambios históricos y que se consolida 
sobre la base estructural del capitalismo, permitiendo al mismo tiempo tener una lectura 
de él como elemento emancipador y propio del Estado de transición, como lo reconocía 
Lenin, un Estado burgués sin burguesía y con derecho burgués. Stucka define el derecho 
así, “el derecho es un sistema (u ordenamiento) de relaciones sociales correspondiente a 
los intereses de la clase dominante y tutelado por la fuerza organizada de esta clase” 
(subrayado fuera del texto).
94
Debe anotarse que la clase dominante es necesariamente, 
en el Estado de transición, el proletariado. Escribe Pashukanis: 
La desaparición de ciertas categorías (de ciertas categorías precisamente y 
no de tales y cuales prescripciones) del derecho burgués no significa en 
ningún caso su reemplazo por las nuevas categorías del derecho proletario. 
Así mismo la desaparición de las categorías valor, capital, ganancia, etc., en 
el periodo de transición hacia el socialismo evolucionado, no significa la 
aparición de nuevas categorías proletarias de valor, capital, etc. La 
desaparición de las categorías del derecho burgués significará, en estas 
condiciones, la desaparición del momento jurídico de las relaciones humanas. 
Pero el periodo de transición como lo ha demostrado Marx en su “Crítica a 
Programa de Gotha”, está caracterizado por el hecho de que las relaciones 
humanas permanecen durante cierto período encerradas en “el horizonte 
limitado del derecho burgués”.95 
Cuando Marx equipara al derecho con la religión en la Introducción para la Crítica a la 
Filosofía del Derecho de Hegel: “la crítica del cielo se cambia así en la crítica de la tierra, 
la crítica de la religión en la crítica del derecho, la crítica de la teología en la crítica de la 
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política”,
96
 parece que se refiriera a la traspolación del orden y la regulación, pues las 
normas pasan de ser parte del orden divino a hacer parte del orden burgués. La religión 
deja de ser el límite de las conductas y la culpa deja de ser el instrumento del castigo 
divino para ser el elemento objetivo del castigo burgués, respaldado de igual manera en 
una institución: de la Iglesia al Estado. Se abre la etapa del fetichismo a la mercancía que 
implica un fetichismo del derecho. 
El derecho burgués avanza entonces desde la constitución de una relación mercancía-
dinero-mercancía como sistema de relación y empieza el derecho burgués a armarse 
desde la perspectiva de un derecho comercial, que da origen a un derecho civil y paso a 
la regulación sobre la propiedad privada como eje de la formación social: “Se concluye 
que los rasgos esenciales del derecho privado burgués son al mismo tiempo los atributos 
característicos de la superestructura jurídica.”
97
. Se convierten las relaciones privadas en 
el centro de la regulación y la garantía y función estatal. Así, por contraposición, se da el 
derecho público y se forman las categorías propias del derecho burgués, en donde valor 
capital y ganancia se convierten en los principios originarios de las formas del derecho, 
de sus normas, dice Pashukanis: “el derecho público solo puede existir como reflejo de la 
forma jurídica privada en la esfera de la organización política”.
98
 
Pero la dominación no es acá un ejercicio mecánico entre la forma de producción, el 
control del Estado y la realización de la forma jurídica. En esta relación existe una disputa 
por la hegemonía y el control del aparato estatal, sólo si la clase dominante tiene el 
control hegemónico del orden social el ejercicio puede ser plano, pero la clase dominante 
puede no ser hegemónica y en ese momento habrá una tensión entre el Estado y otros 
aparatos ideológicos, en términos de Althusser. 
Cuando la clase dominante pierde la hegemonía se abre una crisis, pierde la dirección 
del poder y se queda tan solo en un papel de fuerza dominante. La burguesía construye 
diversos mecanismos para tener el poder y garantizar su hegemonía y así superar la 
crisis sin que ésta se convierta en un momento revolucionario. Cuando ésta empieza a 
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resquebrajarse reconoce reivindicaciones de la clase subordinada, con el fin de decapitar 
su potencial revolucionario. De esta forma se afrontan los cambios en las formas de 
producción. Lo que se llama reformismo y Carnoy lo distingue como una forma de lo que 
llama revolución pasiva. 
Así las cosas, el Estado es la forma por medio de la cual se garantiza el adecuado 
desarrollo de los medios de producción en función de los intereses de la clase dominante 
para lo cual usa el andamiaje jurídico como forma legitimante del carácter opresor, es 
decir, en función del desarrollo de las relaciones del capital. Sin embargo, es necesario 
rescatar allí el nivel de autonomía que se le concede a la figura jurídica, no para 
confrontar el sistema, pero sí en su ejercicio como Estado de Derecho, al abrir la 
posibilidad a acciones de confrontación propias de la lucha de clases, es decir, cuando 
éste se ve como un escenario de disputa, o más claramente, en la confrontación contra la 
hegemonía.  
2.2 El régimen excepcional y el autoritarismo 
A pesar de imponerse una lógica que apuesta por un horizonte compartido 
(consensuado), racional y disciplinar, que se sustenta en el derecho como una fuente de 
legitimidad derivada de la fe en la legalidad, legalidad que a su vez es depositada a la 
suscripción del contrato que se viste con el manto de aquello que parece inmutable e 
indiscutible en el legado racional de la modernidad, es claro que el sistema capitalista 
contempla sus contradicciones y sus propias negaciones para preparar adecuadamente 
los dispositivos de control, que garanticen la función de dominación.  
En este sentido, la democracia tiene diversas perspectivas: una que se presenta como 
unívoca decisión de la sociedad, y otra que se muestra, quizá, como la propia 
antidemocracia. Carnoy describe dos formas de la cuestión democrática; por un lado la 
que utiliza la clase dominante para crear la ilusión democrática y legitimar el régimen, y 
por el otro lado, la lucha de clase por alcanzar formas democráticas, es decir, la 
democracia que se disputa la apertura del modelo para que los oprimidos, los sin voz, 
cuestionen y transformen el sistema, rompiendo la hegemonía de clase. Pero nuestra 
democracia, es decir, la ilusión de participación, construye ciertos y efectivos 
mecanismos para que la disputa no sea sobre aquellos elementos estructurales que 
sostienen y desarrollan el sistema, sino tal vez, sobre el uso de los mecanismos y 
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procedimientos establecidos para el desarrollo de los intereses de quienes dominan, 
incluso, si es necesario este reacciona de forma violenta para defender los presupuestos 
del consenso recreando así el Estado de Excepción. 
Posiblemente en este punto es donde se ha situado el desarrollo de la democracia 
occidental en los últimos tiempos. El tema de la excepcionalidad ha sido un debate entre 
el límite de lo político y el derecho, y se ha justificado en la recuperación de la normalidad 
cuando las crisis amenazan la vida misma del Estado o por lo menos, como este se 
presenta. Es así que se otorgan facultades extraordinarias a los gobernantes para que 
tomen medidas necesarias para la estabilidad del Estado, creando en realidad una 
tendencia autoritaria sostenida sobre la urgencia de la seguridad. 
La lógica de la excepción, tal como se refirió en el primer capítulo, no es una escena de 
los últimos tiempos, sino un elemento consustancial a la historia del capitalismo. 
Alrededor de las dos guerras mundiales, relata Agamben, el uso de la excepcionalidad se 
convirtió en la normalidad de los Estados. La defensa de la Constitución y del régimen se 
convirtió en el argumento para recrear facultades excepcionales y suspender ejes 
vertebrales de la constitución, lo cual llevó al desarrollo de los regímenes autoritarios. 
Dice Agamben: “pero el fin de la rep blica de Weimar muestra con claridad, al contrario, 
que una “democracia protegida” no es una democracia y que el paradigma de la 
dictadura constitucional funciona más bien como una fase de transición que conduce 
fatalmente a la instauración de un régimen autoritario.”
99
.  
Las formas democráticas del Estado se someten a un nuevo orden que se erige desde la 
personalidad de un poder, que subyuga al conjunto del Estado desde el argumento de su 
propia defensa. Tras el llamamiento a la seguridad y la defensa existe un propósito de 
sometimiento del Estado, tal como se concibe en el cuerpo constitucional, que de forma 
permanente genera nuevas formas de gobierno legitimadas desde la defensa del propio 
presupuesto constitucional.  Dice Agamben “Uno de los caracteres esenciales del Estado 
de excepción – la abolición provisional de la distinción entre los poderes legislativo, 
ejecutivo y judicial- manifiesta aquí su tendencia a  transformarse en una práctica de 
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gobierno duradera.”
100
. Sigue así más adelante“… pero, en paralelo con una tendencia 
que se manifiesta en todas las democracias occidentales, la declaración de Estado de 
excepción ha sido sustituida de forma progresiva por una generalización sin precedentes 
del paradigma de seguridad como técnica normal de gobierno.”
101
 
La excepcionalidad ha sido descrita como una forma propia del autoritarismo, la cual tras 
los argumentos de la defensa del sistema expresado en la constitución y la existencia de 
un enemigo de esta, construye un umbral entre democracia y autoritarismo, 
desarrollando lo que llama Agamben una guerra legal que deriva de la racionalidad 
jurídica su propia legitimidad, aunque deba reafirmase por medio de otras dispositivos de 
control hegemónico. Define Agamben la indeterminación de la democracia en el marco 
de la excepcionalidad:  
El totalitarismo moderno puede ser definido, en este sentido, como la instauración, por 
medio del Estado de excepción, de una guerra civil legal, que permite la eliminación física 
no sólo de los adversarios políticos, sino de categorías enteras de ciudadanos que por 
cualquier razón no sean integrables al sistema político. Desde entonces, la creación 
deliberada de un Estado de excepción permanente (aunque eventualmente no declarado 
en sentido técnico) ha pasado a ser una de las prácticas esenciales de los Estados 
contemporáneos, incluidos los denominados democráticos. (…) el Estado de excepción 
se presenta más bien en esta perspectiva como un umbral de indeterminación entre la 
democracia y el absolutismo.102 
Retornar en la historia a la luz de este debate nos pone necesariamente frente al 
Holocausto. Un régimen que como se describió en el primer capítulo, construyó 
su identidad a partir de la negación de un enemigo, erigiéndose como el defensor 
del propósito de todo un pueblo legitimando todas sus acciones, desarrolladas 
dentro del marco de la legalidad y que finalmente, demostró su funcionalidad en 
momentos de profunda crisis del capital. 
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El fascismo fue precisamente la expresión, a nivel estatal, del reacomodo de 
fuerzas sociales que se produjo en el seno del bloque dominante, y que culminó 
con el traspaso de la hegemonía política a manos de la fracción monopolista del 
gran capital más allá de la asunción de determinados personajes con “patologías” 
sociales. El Estado fascista es un Estado de excepción producido por una 
profunda crisis hegemónica del capitalismo, en donde la burguesía desarrolla 
alianzas estratégicas y reorganiza el Estado en función de sus intereses, 
transformando la ilegalidad del Estado burgués en la nueva legalidad del Estado 
de excepción. La necesidad de retomar el control va acompañada de un aumento 
de la represión física que necesariamente necesita un arsenal de dispositivos 
ideológicos que la legitime. Es en este momento cuando debe romperse con la 
institucionalidad constitucional y deviene el Estado de excepción, que de forma 
paradójica se viste con la institucionalidad de la Constitución. Lo describe así 
Poulantzas: 
(…) Las otras formas del Estado capitalista permiten, por medio de todo un 
arsenal jurídico constitucional, y en amplia medida, el ejercicio de la represión 
física en situaciones críticas de luchas de clases: las democracias pueden 
desenvolverse muy bien a este respecto. Pero lo que estas formas de Estado 
no permiten a menudo, a causa de la autonomía relativa de los aparatos 
ideológicos del Estado, es el ejercicio de la intervención ideológica particular 
que puede legitimar esta represión. El recurso a la forma de Estado de 
excepción deviene, pues, no tanto cuando las formas jurídicas establecidas 
vedan esta represión, sino cuando la intervención ideológica que la 
acompaña no puede ya hacerse dentro el marco institucional de las otras 
formas del Estado.103 
 
El escenario de la crisis confronta al modelo con sus propios límites, no solo en relación 
con las condiciones objetivas de la crisis, es decir su desarrollo material, sino también 
con  las construcciones subjetivas que desborden los límites del respeto al orden 
establecido. En ese sentido, además de requerir reacomodar los instrumentos para 
readaptar el flujo de capital, es necesario mantener el control sobre aquello que 
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cuestione y desafíe el sistema establecido. Ahí surge el enemigo de la soberanía, quien 
legitima el romper los límites para ahogar el riesgo del sistema. La Constitución se 
personifica en la soberanía superando el plano normativo, como la llamaría Schmitt104, la 
Constitución es la unidad política de un pueblo, es voluntad política, y para este fin es 
donde lo procedimental deja de ser sustancial y lo constitucional es la viva voz del pueblo 
y la aclamación soberana de éste. Lo argumenta así Schmitt: “La voluntad constituyente 
del pueblo es inmediata. Es anterior y superior a todo procedimiento de legislación 
constitucional. Ninguna ley constitucional, ni tampoco una Constitución, puede señalar un 
poder constituyente y prescribir su actividad.”105 
Pero tal manifestación de reconocimiento de un poder superior al todo, tiene por 
escenario de realización un soberano, el cual reúne en sí la aclamación del pueblo 
soberano, aquí el Estado, como el medio para la realización del mundo nacional-
socialista y en ella la Constitución como la voluntad del pueblo que necesariamente se 
refleja en el Führer como juez supremo de la nación y su más encumbrado legislador106. 
Y esa aclamación es la lógica plebiscitaria de Hitler, o como el mismo Schmitt lo 
menciona, “la opinión p blica”107, que es la forma moderna de la aclamación, 
fundamentos argumentativos que también caracterizaron a Fujimori y a Uribe. Así las 
cosas, el soberano, en aras de defender los propósitos del pueblo, suspende, no la 
Constitución, sino las leyes constitucionales, las cuales pierden su validez para dar paso 
a prescripciones legítimas y legales y por esta ruta se resuelve el problema de la 
legalidad y la legitimidad de tales medidas y se contiene y supera la crisis: 
La prescripción legal-constitucional suspendida deja de tener validez durante 
el tiempo de la suspensión. Los frenos y limitaciones de la actividad de las 
autoridades, implicados en ella, declinan ante toda autoridad competente; ni 
esas prescripciones legales-constitucionales, ni las normas legales que en 
ellas se apoyan, forman un límite a su proceder. Así, pues, la suspensión no 
significa, ni quebrantamiento en caso concreto, puesto que no se vulnera 
ninguna prescripción legal válida, antes bien, la validez cesa.108 
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Bernd Ruthers, en su libro ya citado anteriormente, Carl Schmitt en el Tercer Reich, al 
referirse a las posiciones de Schmitt frente a la ideología nacional-socialista, describe 
como el Estado y el derecho se convierten en la fuente para la realización de las 
apuestas ideológicas sobre la sociedad, haciendo del sistema jurídico un orden funcional 
que se interpreta a la luz de los intereses de quien está al mando del Estado, lo que 
Ruthers llama Interpretación sin Límites109. Lo describe así en fenómenos totalitarios: “Se 
trata de la tendencia al acomodamiento de enteras disciplinas y generaciones de 
intelectuales, en el deseo y los fines de los poseedores del poder totalitario. (…) No está 
limitado de ninguna manera a los juristas. Pero los juristas son siempre necesariamente 
implicados a causa de su proximidad profesional con el poder político.”110 
Poulantzas en Fascismo y Dictadura, establece la relación de las modificaciones al 
sistema jurídico, en el marco del propósito del Estado fascista, hacia la construcción de 
un modelo autoritario a partir de la reestructuración de las formas jurídicas, es decir, el 
establecimiento de la excepcionalidad. Podría decirse que la construcción de regímenes 
autoritarios, tiene como sentido recomponer un orden del sistema (quebrantado por una 
expresión inconforme que lo desestabiliza en la medida en que lo considera insuficiente o 
ilegítimo) y que se hace sobre el uso de una excepcionalidad jurídica. Afirma Poulantzas, 
que el Estado fascista, entendido como una forma de Estado autoritario, también implica 
modificaciones en la legalidad burguesa: esto significa la creación de un nuevo derecho 
que legaliza el enorme margen de arbitrariedad con que cuenta la autoridad, al aplicar las 
normas jurídicas heredadas del Estado liberal burgués.111 
Se expresa así una cooptación del complejo social, legitimado en la actitud receptiva y si 
se quiere, proactiva de un sujeto colectivo, el cual se consolida por medio de una 
identidad generalmente construida sobre la negación de otro y la suposición (si se quiere 
superposición) de la homogeneidad. Es decir la legitimidad de la soberanía se construye 
necesariamente sobre un principio de distinción que recrea la democracia, o lo que es lo 
mismo, no hay democracia sino es posible distinguir entre quienes no son iguales: “El 
concepto democrático de igualdad es un concepto político y como todo concepto político 
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auténtico, debe relacionarse con la posibilidad de una distinción. Por eso, la Democracia 
política no puede basarse en la indistinción de todos los hombres, sino en la pertenencia 
a un pueblo determinado, si bien cabe que sea determinada esa pertenencia a un pueblo 
por muy diversas notas (ideas de raza, de fe comunes, de destino y de tradición 
comunes).”112 
Tal distinción implica no solo conocer quién no es, sino delimitar claramente quién es 
parte del pueblo. Los criterios de pertenencia están además determinados por la 
identidad de intereses, es decir por la defensa de un horizonte compartido. Para Schmitt 
es claro: “La igualdad democrática es, en esencia, homogeneidad, y, por cierto 
homogeneidad del pueblo. El concepto central de la Democracia es Pueblo y no 
Humanidad (…) Democracia (tanto en cuanto forma política como en cuanto forma del 
gobierno o de la legislación) es identidad de dominadores y dominados, gobernantes y 
gobernados, de los que mandan y los que obedecen.”113. Tal identidad refleja, pues, en 
una opinión pública homogénea que legitima las acciones soberanas, es además la línea 
de identificación del enemigo y por ende del amigo, del par homogéneo. En tal sentido, 
quien no comparte la posición hegemónica, es enemigo, no es parte del pueblo, no tiene 
poder constituyente, no es soberano, el sistema está seguro y la acción contra el 
enemigo, cualquiera que sea, es legítima en tanto está aprobada por la opinión pública, y 
es legal en tanto es producida en un acto soberano: “En tanto exista la homogeneidad 
democrática de la sustancia y el pueblo tenga consciencia política, es decir, pueda 
distinguir de amigos y enemigos, el peligro no es grande.”114 
 
2.2.1 La lógica excepcional como norma del orden global. 
 
El mundo presenció una reacción violenta que tras el manto de la excepcionalidad 
promovió el Estado de guerra legítimo, tras la defensa de unos intereses puestos como 
intereses colectivos de un pueblo tras los pasajes del 11 de Septiembre, ya no en el 
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marco del Estado nacional sino en el escenario de la globalización y de la supremacía de 
un Estado en la situación mundial, tal como lo relata Agamben: 
Y en la perspectiva de esta reivindicación de los poderes soberanos del 
presidente en una situación de emergencia, debe considerarse la decisión del 
presidente Bush de referirse constantemente a sí mismo tras el 11 de 
Septiembre de 2001 como Commander in chief of de Army. Si, como hemos 
visto, la asunción de ese título entraña una referencia inmediata al Estado de 
excepción, Bush está tratando de crear una situación en que la 
excepcionalidad se convierte en regla y la distinción entre paz y guerra (y 
entre guerra exterior y guerra civil mundial) resulta imposible.115 
 
El argumento sobre las situaciones excepcionales se convirtió en un argumento 
permanente, dándole una nueva forma al derecho y por consiguiente al contenido de la 
norma básica. Lo expresa así Oscar Mejía “la conversión deliberada de medidas 
provisionales en permanentes, amenaza transformar las estructuras y sentido de las 
distinciones tradicionales de las formas de constitución”116. El acuerdo constitucional se 
va moldeando a fuerza de condiciones excepcionales, la normalidad es ahora la 
anormalidad y se sustenta en la preservación del orden y la seguridad, puestos estos 
argumentos como la defensa misma de la Constitución, ahora ya no en el estricto plano 
de lo nacional sino en una relación global de poder, reflejo evidente de la necesidad del 
capital de extraterritorializar sus andamiajes. 
Que la suspensión del orden establecido conduzca a una situación de evidente 
autoritarismo, no quiere decir que al régimen establecido lo caracterice la justeza. 
Evidentemente no se trata de transformar lo establecido sino de defenderlo por la vía de 
la represión y por fuera de su propio marco legal, es decir de garantizar la imposición del 
mismo. Tal confusión equipararía la fuerza de quien desde el poder reprime y violenta, a 
quien desde su situación de subordinación y oprimido lucha por una transformación. En 
ese sentido escribe Agamben: 
Si la revolución es ciertamente un Estado de hecho, que no puede ser 
regulado en su procedimiento por los poderes estatales que tiende a subvertir 
y destruir es, en este sentido, por definición, antijurídico, incluso cuando es 
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justo, aquella solo se presenta, sin embargo, así con respecto al derecho 
positivo del Estado contra el que se dirige; pero esto no impide que, desde un 
punto de vista bien diferente desde el cual se juzga a sí misma, sea un 
movimiento ordenado y regulado por su propio derecho.117 
 
Ahí la diferencia entre la dictadura comisarial y la dictadura soberana. De acuerdo con 
Schmitt, la dictadura comisarial es aquella que suspende en concreto la Constitución 
para defender la misma, mientras que la dictadura soberana es la que pretende erigir una 
nueva Constitución. 
El avasallamiento político y jurídico de las diferencias y las acciones de disputa por el 
poder, en la ruta de garantizar el desarrollo del modelo y en particular de ajustar las 
condiciones para el avance de este, característica fundamental del uso de la 
excepcionalidad como argumento en América Latina. Tal situación, que no puede leerse 
como fenómeno aislado y tangencial al desarrollo del gran sistema global, ha marcado en 
América Latina una tendencia que llegó incluso a legitimar las agresiones del Estado a 
grandes capas sociales. Lo expresan así García y Uprimny:  
Sin embargo, el abuso de los poderes de excepción, materializados en 
verdaderas “dictaduras constitucionales”,  presenta grave riesgos. En efecto, 
la historia ha demostrado que en la mayoría de los casos, en especial en 
América Latina, los Estados de excepción no se han utilizado para limitar 
transitoriamente los derechos menos fundamentales y proteger la democracia 
y la futura vigencia integral de los derechos ciudadanos, sino que “han 
servido más bien como pretexto de violaciones sistemáticas de los derechos 
humanos por regímenes inconstitucionales y antidemocráticos” (O’Donnell 
1988: 396). Así, gracias a las sutilezas de los regímenes de excepción y a la 
supresión de las libertades democráticas se ha hecho en nombre de la 
preservación de la democracia misma. O, como lo dijera alguna vez quien 
fuera presidente de la Corte Suprema de Justicia al referirse a la vigencia 
prolongada del Estado de sitio en Colombia, “la preservación del poder 
legitima el propio ejercicio del poder, y la democracia puede ser desvirtuada 
en nombre de la democracia.” (Reyes Echandía, 1979: 51).118 
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En este marco abordamos la excepcionalidad como un escenario propicio para la 
consolidación de proyectos autoritarios, siendo además una apuesta que dentro del 
derecho busca legitimar la acción de suspensión del mismo, se expresa una relación 
entre lo jurídico y lo político, que erige un umbral entre la democracia y el autoritarismo. 
Describe Agamben esta tensión en el marco constitucional: “Esta alteración implica 
inevitablemente un gobierno más fuerte: es decir, el gobierno tendrá más poder y los 
ciudadanos menos derechos. (Rossiter, 1948, p.5). Rossiter es consciente de que la 
dictadura constitucional (o sea el Estado de excepción) se ha convertido el hecho en un 
paradigma de gobierno…”119.  
Sobre el autoritarismo se han elaborado muchas definiciones, la mayor parte de ellas 
partiendo de casos concretos en el desarrollo histórico de la humanidad, y se puede 
tener como elemento común el sometimiento de la justicia y la rama judicial al propósito 
político del régimen. Fernando Enrique Cardoso, en una compilación de David Collier, se 
refiere a los regímenes burocráticos-autoritarios como la expresión del autoritarismo en 
América Latina, caracterizándolos por un reforzamiento del ejecutivo, la reducción de la 
legislatura y el control práctico de la judicatura120, elementos que sin ninguna duda hacen 
parte de fenómenos como el peruano bajo Fujimori o el colombiano bajo Uribe. Por otro 
lado ¿basta la negación de la autonomía de las ramas del poder público, es decir la 
subsunción del sistema burocrático liberal, para afirmar el carácter autoritario? 
La respuesta en desarrollo de lo que se ha expuesto, debe ser necesariamente negativa. 
Hablamos del autoritarismo íntimamente ligado a un proceso de recomposición del 
sistema capitalista y su modelos de desarrollo, expresado evidentemente, en un accionar 
particular dentro del régimen político, es decir, no hablamos de fenómenos indicados 
como patologías individuales en donde personajes desbordan el control del Estado, sino 
de acción planeadas dentro del sistema con unos objetivos de recomposición claros.  
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Autores como Hannah Arendt, han ubicado una definición para recoger lógicas 
autoritarias que concentran el poder del Estado en Totalitarismo, enmarcando 
experiencias bastante disimiles que no necesariamente se dirigen a un mismo horizonte 
como el de recomposición del proceso de acumulación que acá hemos planteado. Así se 
ha tratado de identificar experiencias históricas divergentes, confundiendo las causas y 
las fuentes de éstas, que como ya se ha caracterizado, tienen un lazo intrínseco con el 
desarrollo del capital. Dice Zizek al respecto: 
La afirmación neoliberal de que cualquier proyecto político emancipatorio 
radical desemboca finalmente en alguna de las versiones de la dominación y 
el control totalitarios. De esta forma, el liberalismo consigue asociar los 
nuevos fundamentalismos étnicos y (lo que queda de) los proyectos 
emancipatorios de la izquierda, como si estas dos realidades estuvieran 
“íntimamente relacionadas” y fueran dos caras de la misma moneda, ya que 
ambas aspiran al “control total”… (Esta combinación es la nueva forma de la 
vieja noción liberal de que el fascismo y el comunismo son dos formas de la 
misma degeneración “totalitaria” de la democracia).121 
 
Más aun, no basta con encontrar identidades comunes o patrones de desarrollo en el 
proceso de caracterización del autoritarismo sino se reconocen las particularidades 
históricas y territoriales de su realización. No se trata de indagar mediante una categoría 
universal, más bien, se debe encontrar el fondo de las perversas particularidades con las 
que se someten y conducen los pueblos y que entre ellas permiten tejer parte de la 
historia de la humanidad, por lo menos del occidente que nos rige. 
2.2.2 Fascismo o democracia de la dominación: las nuevas formas 
del autoritarismo 
 
Autoritarismo es quizá una categoría general que permite el desarrollo de ese encuentro 
a veces sutil y a veces agreste de formas de dominación y opresión. Se podría también 
entrar en la disertación del fascismo como una categoría, para describir algunos 
procesos actuales o recientes, pero tal discusión no solo agota la apuesta de esta 
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investigación, sino que conduce hacia un terreno estéril para el quehacer cuando el 
avance del autoritarismo es evidente y avasallante. No se trata de definir si el proceso de 
Fujimori o Uribe pueden llamarse fascistas, se trata de identificar que el capitalismo 
engendra formas autoritarias perversas con el objetivo de retomar el control hegemónico 
y recomponer el proceso de acumulación en tanto ordena las condiciones objetivas y 
subjetivas que permiten y sostienen el modelo.  
Dice Atilio Boron que hay un apresurado afán por categorizar los regímenes de América 
latina como fascismo, se ponen adjetivos como fascismo del subdesarrollo, fascismo 
dependiente o neofascismo. Es evidente que en América latina existen personajes 
fascistas, así como facciones militares y aparatos paraestatales de este corte, aun así 
esto no es suficiente para caracterizar a un régimen como fascista. Veamos: 
En realidad, la antinomia democracia o fascismo no hace sino empobrecer el 
análisis de la multiplicidad de formas estatales a partir de las cuales la 
burguesía puede imponer y organizar su dominio: es más, limita inclusive el 
estudio de las nuevas formas de dominación encasillando los regímenes 
dictatoriales de América Latina en alguna de las tres formas clásicas del 
Estado de excepción –el bonapartismo, la dictadura militar y el fascismo– 
cuando quizás estamos en presencia de una forma nueva que, ciertamente, 
no es asimilable a ninguna de las preexistentes.122 
 
En un sentido parecido al de Boron se refiere Boaventura cuando habla de la emergencia 
del fascismo societal123. Reconoce que no es un fascismo tal cual se desarrolló en los 
años treinta en Europa, pero apartándose de la línea de Boron, Boaventura cree que hay 
la instauración de una especie de fascismo que ya no es un régimen político, sino un 
régimen social, que a diferencia del régimen político no sacrifica de ninguna manera la 
democracia, sino que la desarrolla a un punto que resulta conveniente para el mismo 
capitalismo. 
En ese sentido propone Boaventura la existencia de  seis formas de sociabilidad fascista; 
el fascismo del apartheid social, caracterizado por la división de espacio-tiempo entre 
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excluidos y no excluidos, entre zonas civilizadas y zonas salvajes; el fascismo del Estado 
paralelo, en donde la acción estatal se caracteriza por su distanciamiento del derecho 
positivo, actuando de manera democrática en las llamadas zonas civilizadas y actuando 
como Estado “predador” ajeno a cualquier sistema jurídico en las zonas salvajes; el  
fascismo paraestatal que tiene relación con todo el proyecto privatizador del 
neoliberalismo en donde las condiciones laborales y de seguridad social, entre otras, 
conllevan una relación civil por fuera de ese “contrato” del individuo con el Estado; en ese 
mismo sentido, esta forma de fascismo actúa sustrayéndole al Estado el control territorial. 
Continuando con la propuesta de caracterización del fascismo, se concibe el fascismo 
populista, el cual crea “dispositivos de consumo” con eficacia simbólica, creando 
ilusiones de vida en la realidad inaccesibles para la gente; el fascismo de la inseguridad 
funciona haciendo creer a la gente que todos los procesos de inseguridad que viven en 
atención a sus derechos sociales, son productos de la ineficacia del Estado y que la 
forma de que estos funcionen de manera segura es estando en manos del sector 
privado; el fascismo financiero, se refiere al poder discrecional que se otorga a los 
grandes capitales en un espacio-tiempo casi inmediato, afectando la economía real en 
ese mismo instante, este último es el más internacional de todas las formas de fascismo 
societal de acuerdo a Boaventura, siendo el criterio de la regulación global.124 
Para Antxon Mendizábal sí hay una forma específica del fascismo contemporáneo 
trazado tras el consenso y construido sobre la cohesión social como forma de identidad. 
Para este autor, “el fascismo contemporáneo es la democracia de dominación.”125 Esta 
forma se caracteriza porque hay una imposición de la democracia por medios coercitivos, 
la oposición no tiene derechos y la democracia es reducida a un mero ejercicio electoral 
influenciado, en gran medida, por el poder mediático. Esta forma tiene su fin en el 
sometimiento a la dominación “imperial” que reproduce las relaciones de producción de 
este momento. Esta forma de fascismo tiene ciertas características: 
1. La utilización centralizada, sistemática y masiva de los medios de 
comunicación al objeto de consolidar opiniones mayoritarias al servicio del 
nuevo orden. 2. La identificación de la democracia con la votocracia, de 
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manera que son los resultados electorales, derivados de la producción 
mediática de los grandes fabricantes de manipulación informativa, los que 
aseguren la permanencia de las desigualdades económicas, políticas y 
culturales. 3. La confusión deliberada entre legalidad y legitimidad, negando 
la larga historia de la conquista de derechos por la humanidad, que parte 
siempre de la «no legalidad» de estos últimos. 4.- La utilización del concepto 
de «no nacionalistas» para legitimar al nacionalismo imperialista. 5. La 
identificación de ética con sumisión, ocultando las opresiones reales, 
reduciendo la lucha por la paz a la pacificación contrainsurgente y recreando 
un imaginario colectivo que transforma los verdugos en víctimas y las 
víctimas en verdugos. 6. La reducción de la política a la participación 
institucional tolerada y permitida por esta democracia coercitivamente 
impuesta. 7. La utilización de la bandera de la seguridad, enemiga histórica 
de toda libertad, como elemento aglutinador del nuevo orden social. 8. La 
existencia de quienes bajo apariencia de posiciones críticas, utilizan los 
conceptos de anomalía democrática y de déficit democrático para ocultar la 
ausencia estructural de democracia, y colaborar con la negación de derechos 
y la represión.126 
Intentar instaurar la categoría de fascismo a otros procesos históricos, no es quizá el 
horizonte de una discusión fructífera que permita caracterizar el fenómeno actual, pero sí 
es evidente que nos confrontamos con fenómenos históricos que recrean formas 
similares y que parten de elementos comunes, los cuales se encuentran entrelazados 
con la excepcionalidad, el capital y la dominación y se materializan en el uso de lo 
extralegal en defensa de la Constitución y la legalización de formas autoritarias, que van 
en detrimento de los principios del Estado de Derecho como forma expresada a favor de 
los intereses generales y los procesos de resistencia como actores vivos del Estado. 
Esto, que lo hemos llamado el Estado de excepción, se caracteriza además por tener una 
fuerte identidad relacional con el fenómeno de recuperación y/o transformación de 
procesos propios del capital, atados a un momento de crisis y expresados en el uso del 
derecho. De allí que exista una nueva legalidad excepcional, que no solo pretende 
revestir las acción de un cierto manto de legalidad, sino de legitimidad por fuerza o por 
cooptación, en la medida en que se explica por la misma defensa del Estado de derecho. 
Vale la pena retomar la formulación de Zizek cuando se refiere al fascismo como un 
fenómeno que más allá de determinados rasgos particulares está caracterizado por su 
pertenencia a un fenómeno global articulado por determinados intereses: 
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Ernest Laclau ha introducido ha introducido una distinción entre los elementos 
de una construcción ideológica y la articulación de esos elementos  que les 
confiere sentido específico: el fascismo no se caracteriza simplemente por 
una serie de rasgos (corporativismo económico, populismo, racismo 
xenófobo, militarismo, etc.). Estos rasgos no son en sí mismo “fascistas”, sino 
que pueden integrarse en diversas articulaciones ideológicas; lo que los 
convierte en “fascistas” es su articulación específica en un proyecto 
ideológico fascista global.127 
 
Tal articulación del proyecto global, confronta una particular crisis, y para su regeneración 
utiliza el mecanismo del fortalecimiento de lo nacional como una categoría de control, 
idea que se desarrolló anteriormente, tiene un grado de legitimación, tal como lo sostiene 
Zizek, sustentado en la renuncia casi invisible a proyectos políticos distintos a los 
marcados por el capitalismo y su hegemonía, haciendo difusa, casi inviable desde 
cualquier perspectiva, la oposición real y estructural al sistema y su modelo tras el 
sofisma de la participación y el consenso que logra atraer y disciplinar, incluso, a la 
izquierda radical. Este proceso de normalización resulta ser la táctica para confundir 
proyectos políticos opuestos en una sola ruta que no desvían el rumbo definido por el 
capital y que recrean una falsa identidad (incluso desde lo multicultural) aceptando el 
capitalismo de mercado como lo único que hay, y negando de plano cualquier distinción 
que niegue el interés común. Lo expresa así Zizek: “Tal es la prueba final de la 
hegemonía demo liberal en la escena ideológica-política actual, la hegemonía que 
alcanzó su cumplimiento con la aparición de la tercera vía socialdemócrata. Esta tercera 
vía, que es precisamente la expresión democrático liberal (i.e. privada de su mínimo 
aguijón subversivo), ha conseguido así excluir la última referencia al anti capitalismo y a 
la lucha de clases.”128 
Tal condición requiere entonces una respuesta que medie entre lo que existe y lo que se 
puede (no lo que se permite). Romper es posible cuando se logra ver el horizonte de la 
emancipación más allá de lo aceptable, cuando lo legítimo supera lo legal y se reconoce 
la dominación como un escenario de confrontación, cuando se quebranta lo normal y se 
disputa la hegemonía, no como un abrupto cambio mecánicamente dispuesto, sino como 
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un proceso (quizás muchos) colectivo que requiere erigir sujetos sociales y políticos 
conscientes y capaces de construir el poder en un nuevo lugar. 
 
2.3 La lucha contra-hegemónica por la emancipación. 
 
Esta situación de excepcionalidad permanente en la que hoy vive la sociedad, puede 
enmarcarse en una crisis general del sistema productivo, en la que deviene una ruptura 
con la hegemonía de clase, trazada entre otros factores, por la imposibilidad del control 
subjetivo sobre los dominados. He ahí precisamente, la posibilidad de encontrar nuevas 
formas para la transformación social en la lucha por una verdadera democracia, 
transformación social hacia la emancipación. 
En esa perspectiva, Negri reconoce el problema en una crisis en la relación potencia 
productiva de la sociedad y legitimación del Estado. Ante esta crisis, como momento 
propicio para el cambio, emana la fuerza del poder constituyente como un sujeto 
colectivo, dinamizador de las nuevas formas de lo político, ya no al margen de los 
elementos de lo social, sino precisamente desde allí, desde el mundo de la vida como el 
escenario real: “El proyecto no es ya el de hacer corresponder lo político con lo social, 
sino el de insertar la producción de lo político en la creación social. La democracia es el 
proyecto de la multitud, en cuanto fuerza creativa, en cuanto dios viviente. Este es el 
segundo terreno de la continuidad histórica del concepto de poder constituyente.”129. Se 
establece una clara ruptura frente a las posturas que niegan la relación de lo político con 
lo social o que le dan al Estado una forma pura, para Negri hay nexo ontológico entre lo 
político y lo social, volviendo el poder constituyente una matriz totalizante de lo político. 
Sin embargo ante la crisis latente, es necesario que el poder constituyente se desate del 
lazo de la racionalidad moderna, que la somete en un pensamiento constitucional, 
obligándola a lo predeterminado y que termina legitimando la excepcionalidad, 
subordinándose al devenir autoritario que somete ideológicamente a las definiciones 
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formalistas y mutila su capacidad creativa dentro de un horizonte único. La liberación del 
poder constituyente debe dirigirse a la organización de la multitud hacia la unidad de las 
fuerzas dispersas, superando la crisis del poder constituyente en cuanto potencia 
histórica, abonando el camino de las subjetividades hacia la creación colectiva, 
recreando una nueva subjetividad que rompa con la vieja racionalidad. Lo recoge así 
Negri:  
El sujeto es una oscilación continua de la potencia, un continuo 
reconfigurarse de la posibilidad efectiva que tiene la potencia de hacerse 
mundo. El sujeto es el punto sobre el cual se fija la constitución de la 
potencia. Pero el sujeto mismo continúa transformándose atravesando el 
mundo que ha construido, remodelándolo y remodelándose. El trabajo vivo se 
convierte en poder constituyente dentro de este proceso. Y es dentro de este 
proceso donde la multitud es relacionada con la potencia, y ella misma se 
descubre como sujeto.130 
Un nuevo sujeto demanda un proceso quizá impensado, a lo mejor en curso. Un sujeto 
que se recree y se repiense en nuevos horizontes, un sujeto capaz de derrumbar lo 
establecido y de disputar el poder real, un sujeto que no se piense sólo desde la lógica 
burocrática del poder formal. Ello implica romper con la vieja racionalidad, construyendo 
una nueva naturaleza de la historia, Negri131 propone estos elementos como necesarios:  
1. Creatividad contra el límite y la medida. 
2. Procedimiento- proceso contra el mecanismo deductivo del derecho 
sustancial y de la maquina constitucional. Construcción desde abajo. 
3. Igualdad contra el privilegio. Igualdad como condición material y no 
nominación abstracta. 
4. Multiplicidad contra uniformidad. 
5. Cooperación contra el mando. 
Un nuevo sujeto capaz de actuar como una fuerza colectiva, es, en últimas, la 
redefinición del mundo de lo político, y así mismo, la construcción de una nueva 
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racionalidad capaz de reinventar el mundo construyendo, en palabras de Negri una 
nueva naturaleza de la historia: la historia de la liberación. 
Y uno de los retos de este sujeto en la ruta de la nueva historia, es crear y creer en 
nuevas formas que ubiquen el papel del Estado y la democracia más allá de la 
funcionalidad que le ha otorgado el capital, viendo en ellos no una estructura imparcial a 
los intereses y en donde se hace posible el encuentro y la conciliación de todas las 
pugnas. La crisis, entonces, ubicada y quizá agudizada por este sujeto realmente 
revolucionario, debe servir para conformar una apuesta contrahegemónica que albergue 
el sentir de todos los oprimidos.  Dice Carnoy refiriéndose a Gramsci: “para Gramsci, la 
crisis solo puede conducir a la acción si hay una conciencia de masas dispuesta a entrar 
en acción: así, es el desarrollo de esta conciencia el que puede producir el cambio 
revolucionario, no la declinante tasa de utilidades.”132  
Cuando el sujeto colectivo asuma su real situación, se abre la ruta para debilitar el 
consenso hegemónico liberal, e incluso, sus expresiones autoritarias de contención, 
generando una crisis en el sistema de creencias, logrando allanar el espacio de la 
subjetividad. Para ello es necesario arar el camino de una conciencia política colectiva, 
que trascienda los niveles corporativos, una contra ideología que los libere de la posición 
subordinada. 
Este ámbito se desarrolla desde el reconocimiento de la posibilidad de introducir 
movimientos emancipatorios que transformen los dispositivos de dominación en 
dispositivos capaces de romper las lógicas de alienación en el marco del derecho. Por un 
lado en la defensa de los intereses de las clases menos favorecidas, podemos avanzar a 
la luz de Ferrajoli, esbozando dos caminos diferentes desde el reconocimiento de los 
derechos. Primero como un proceso paulatino de inserción en el modelo en aras de 
armonizar las expectativas de las clases, o segundo, como un proceso que debe llevar a 
la realización efectiva de los factores de poder en aras de dar paso a las reivindicaciones 
de clase, agudizando las contradicciones, pero blindando desde el ámbito jurídico la 
realidad de tales reivindicaciones, es decir, rescatando el carácter emancipatorio del 
derecho. Se trata en este sentido, de exponer rutas no excluyentes, rutas que alimenten 
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el proceso de consolidación de un sujeto capaz de disputarse el poder real en el camino 
de la lucha contrahegemónica.  
Hablamos entonces de los jueces como actores centrales del derecho, como ejecutores 
del mismo. En este sentido es fundamental rescatar las posiciones que desvirtúan el 
papel pasivo del juez para darle un papel activo dentro del desarrollo social y más 
particularmente, dentro del desarrollo de la política por medio de sus decisiones. Han 
sido las Teorías críticas del Derecho las que han confrontado el paradigma de la 
naturaleza neutral del derecho y por ende, del papel del juez, en este aspecto, se ha 
afirmado que el derecho tiene incluso un fondo político133. Hay entonces una dimensión 
subjetiva que compromete al juez en un activismo por el desarrollo democrático. Sin 
embargo tal actividad judicial no es comprensible dentro de una dinámica aislada sino 
dentro del desarrollo social que motive la participación dentro del sistema judicial, solo 
así cobra sentido el activismo judicial, como un intérprete de las aspiraciones sociales. Lo 
escribe así García:  
La dimensión dominadora del derecho aumenta con la falta de su uso 
contrahegemónico por parte de los grupos y movimientos sociales. Dicho en 
otros términos, mientras los movimientos sociales más se apropien del 
derecho y más incorporen la estrategia jurídica dentro de sus estrategias 
globales de lucha, menos riesgo existe de que el derecho aspiracional se 
convierta en un instrumento de dominación, y más posibilidades hay de que 
opere como mecanismo –entre otros, claro– de emancipación social.134 
 
2.3.1 Desobediencia: un derecho 
 
Pero la defensa de la acción dentro del marco institucional, no quiere decir una defensa 
de lo formal por sí misma, o la negación de la acción contra el andamiaje institucional que 
permite tal acción. Nuevamente es necesario establecer como las rutas de la 
emancipación no son excluyentes, siempre que se encuentren en el escenario común del 
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horizonte que propone el sujeto colectivo hacia el fortalecimiento de ese poder 
contrahegemónico, su combinación ofrece diversidad de formas. Es decir, no pueden ser 
contrarias las reivindicaciones y exigencias para la realización de los derechos por medio 
de los mecanismos judiciales cuando estas están destinadas a garantizar los mínimos 
sobre los que un nuevo sujeto erige su lucha por la transformación social, incluso 
negándose a obedecer normas contrarias a su propio horizonte. Lo anterior se deriva de 
la imposición del derecho, incluso el que le es útil, está efectivamente dirigido a 
garantizar la dominación de sí mismo. 
Al respecto, habla Pashukanis del agotamiento de la filosofía burguesa del derecho y la 
posibilidad de encontrar formas jurídicas anti-opresivas, si se permite el término, si se 
parte de reconocer el derecho como un andamiaje no esencial y objetivo: 
Las conclusiones paradójicas a los ojos de la mayor parte de los juristas, a 
las que llega Blinder y que pueden expresarse sintéticamente en la fórmula: 
El derecho no obliga jurídicamente a nada” (sic) son en realidad sólo la 
continuación coherente de esta distinción de conceptos que ya Kant había 
planteado. Pero precisamente esta delimitación neta de la esfera moral y la 
jurídica es la fuente de contradicciones insolubles para la filosofía burguesa 
del derecho. Si la obligación jurídica no tiene nada en común con el deber 
moral “interior”, no se puede distinguir en forma alguna la sumisión del 
derecho de la sumisión a la violencia como tal. Pero por otra parte si se 
admite en el derecho el momento del deber como la característica esencial 
aún con el matiz objetivo más débil, la noción de derecho como mínimo 
esencialmente necesario pierde inmediatamente su sentido…135 
Incluso, en el marco de un derecho dispuesto como dispositivo de control y opresión, la 
naturaleza sobre la que ésta se realiza, ha dispuesto unos horizontes (generalmente 
retóricos) que definen no el simple consenso liberal, sino una aspiración constitucional 
que deviene en la realización social como una ruta exigible. Ante un Estado de cosas 
semejante, las manifestaciones de desconocimiento del derecho tienen una razón 
adecuada en defensa de un acuerdo constitucional legítimo, entendiendo este como lo 
hace Habermas, como un proyecto inacabado136, incluso la forma en la que se evidencia 
la oposición al sistema cobra formas ilegales e históricas. 
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La función del ciudadano puede entenderse como una función de regulación de la forma 
en la que se desarrolla el consenso constitucional, es decir, su opinión se convierte en un 
medidor de la certeza de estos desarrollos. 
En este marco cobra relevancia la actitud de los individuos dentro de una colectividad 
como actores autónomos137, recreando una opinión que se convierta en un mecanismo 
para dar a las normas un sentido desde quienes se sujetan al consenso constitucional y 
no el simple sometimiento a ellas, es decir que la aplicación del derecho tenga respaldo 
de la legitimidad138, “La racionalidad de la administración de justicia depende de la 
racionalidad del derecho vigente”139. Pues es precisamente a esta comunidad a la que se 
debe la existencia de un consenso; sin ella, no tendría sentido o fundamento. Para este 
ejercicio Habermas propone un escenario comunicativo140, que identifique, difunda, 
discuta y proporcione los mecanismos de regulación entre la sociedad civil: un escenario 
que proyecta un poder social. 
Pero ¿qué pasa si este escenario se agota, o bien por qué no es efectivo, o bien por qué 
se crean mecanismos de la institucionalidad –en el marco de la excepcionalidad- que los 
vuelve inocuos y los caracteriza como enemigos del Estado? 
Es entonces en este momento, que ese poder social debe ser un poder de 
transformación desde la desobediencia civil, entendiendo ésta como una categoría del 
derecho de resistencia141. Dice Estévez:  
Este es el marco en el que debe inscribirse la desobediencia civil. La 
desobediencia civil es una estrategia de defensa frente a determinadas leyes 
o actuaciones estatales en un contexto de grades desequilibrios de poder 
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social. Pero la desobediencia civil tiene en nuestras sociedades un carácter 
más bien simbólico y no de impedimento efectivo de que se pongan en 
práctica determinadas decisiones o medidas. El acto de desobediencia 
supone, desde luego, un acto de desafío de la autoridad constituida, pero se 
trata de una acción que tiene en primera instancia, otro destinatario y otra 
función: la de llamar la atención y generar debate en la opinión pública.142  
 
Y este ejercicio de oposición a acciones contrarias a la naturaleza del consenso 
democrático-constitucional, no es simplemente una suma de inconformidades que 
constituyen mayorías, por cuanto no sólo éstas pueden estar cooptadas por mecanismos 
del régimen o servir como sujeto que simplemente usufructúa, sino que precisamente 
este consenso debe tener un límite sobre el respeto de las minorías. En este marco se 
puede entender la desobediencia civil como un instrumento para regular la democracia y 
a su vez, hace parte del derecho de las minorías cuando las mayorías vienen imponiendo 
sus decisiones extralimitando los derechos de estas minorías.  Escribe Mejía: “En este 
contexto, la desobediencia civil puede ser un instrumento imprescindible para proteger 
los derechos de las minorías sin violentar por ello la regla de la mayoría, dos principios 
constitutivos de la democracia”143 
Se puede decir en síntesis, que la desobediencia es justificada en la idea de comprender 
el desarrollo constitucional como procesos constantes e inacabados, es decir, acuerdo 
que está presto a ser revisado y equilibrado, permanentemente legitimado por su 
aceptación social mediante el ejercicio comunicativo y deliberativo. Puede entonces 
decirse que “la desobediencia civil tiene su lugar en un sistema democrático, en la 
medida en que se mantiene cierta lealtad constitucional, expresada en el carácter 
simbólico y pacífico de la protesta.”144. Pero la pregunta que se hace Oscar Mejía tiene 
un asiento fundamental en la realidad de nuestro país, en donde la disidencia política ha 
sido señalada y estigmatizada, justificando incluso la guerra sucia contra la oposición, y 
por lo cual es pertinente cuestionar: “hasta dónde la desobediencia civil (como un acto 
razonado, público y no violento) puede enfrentar las posturas autoritarias del Estado en 
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una sociedad en conflicto y si el mismo concepto no ha devenido en una categoría 
ideológica de neutralización de las luchas populares.”145 
Dicha pregunta debe necesariamente llevarnos a plantear presupuestos que permitan 
dilucidar el problema de la desobediencia y el activismo judicial en un escenario concreto, 
como son los procesos de dominación y alienación del capitalismo, por lo que partir de un 
consenso pudiera ser (no necesariamente lo es) la negación del presupuesto de la 
dominación de clase. 
2.3.2 Romper el consenso: construir una nueva subjetividad 
emancipada 
 
Nos referimos a la alienación como proceso propio de la sociedad capitalista con 
dimensiones objetivas y subjetivas, que parte de los elementos que imposibilitan un 
consenso general como cobertor de los intereses comunes es el establecimiento de los 
Imperativos impersonales del mercado, como prerrogativas de la propiedad privada,  en 
donde se construye la privatización de los discursos, el discurso de lo privado es 
funcional a la lógica de la dominación y aparece la tecnocracia como forma de sacar los 
social del debate público, negando la posibilidad de disentir y construir desde la 
confrontación en el escenario público. Un ejemplo claro de ello, es como la discusión 
sobre el sistema económico se ha vuelto exclusivo de ciertas élites tecnocráticas. 
Encontramos entonces propuestas que se cruzan y se distancian. Uno de los aspectos 
más debatibles tiene que ver con la posibilidad de que nuestras sociedades construyan, 
desde intereses antagónicos, acuerdos que viabilicen el curso del desarrollo social. Si es 
posible discernir los conflictos propios de una sociedad capitalista por medio de una 
discusión racional, en donde se cederán aspectos no solo nominales, sino con un 
contenido material que le den un viraje a la democracia, incluso, si nos encontramos en 
medio del Estado de excepción; o si por el contrario, tal esquema solo ahondaría la forma 
de control sobre una lógica de comportamiento social funcional, si se quiere 
subrepticiamente, a los intereses de ciertos grupos-clases, tanto así como para legitimar 
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las formas autoritarias y excepcionales y vestirlas con el manto del consenso. Ese 
consenso cínico,  como lo llama Zizek, es entonces el problema político que debe 
afrontar y romper el sujeto colectivo. 
El desarrollo del capitalismo, más allá de su blindaje bajo la forma de la democracia, 
evidencia una crisis material que confronta sus formas de producción y sus horizontes de 
desarrollo. Su crisis está expuesta en un crecimiento abismal de la miseria, en el 
agotamiento humano y el cercamiento de la vida por el hambre, en la normalización de la 
indignidad como forma de vida de millones y millones de personas a lo largo y ancho del 
mundo. Aun así, con tales condiciones objetivas, no se suscita un proceso de 
contradicción con tal Estado de cosas que logre remover los cimientos del sistema. Esta 
situación degradada en un proceso claro de contradicción del sistema, lo auguró Marx 
como un momento revolucionario. Añade Marx: 
Al llegar a una determinada fase de desarrollo, las fuerzas productivas 
materiales de la sociedad entran en contradicción con las relaciones de 
producción existentes, o, lo que no es más que la expresión jurídica de esto, 
con las relaciones de propiedad con las cuales se ha desenvuelto hasta allí... 
Y se abre así una época de revolución social.146 
Sin embargo, lo que sí parece sobresalir, reconociendo la alienación como el 
extrañamiento de la sociedad puesto también como un fenómeno de carácter subjetivo, 
es que para que se identifique la dominación y su expresión perversa en la alienación 
objetiva y material, reproductora de la miseria y la pobreza, es eminente la necesidad de 
recrear formas culturales diferentes que permitan surcar el camino a la emancipación, 
abriendo la subjetividad individual y colectiva a su ser consciente, y para ello es 
necesario caminar un rumbo de nuevas formas de reconocernos y desde ahí una nueva 
forma de recrear la democracia. 
En ese sentido es más oportuno Honneth, que hace de la apuesta por una nueva eticidad 
un compromiso subjetivo de los afectos que supera la lógica formal del interés propio, 
quizá se pueda hablar de valores culturales nuevos, que en este caso sí confronten la 
dominación del capital y propongan de la democracia más que la supervivencia de todos 
en un mismo espacio. Honneth lo llama: “un concepto de lucha social fundado no en 
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posiciones de intereses sino es sentimientos morales de injusticia”.147 Nos impulsa hacia 
un movimiento colectivo con una misma semántica colectiva para interpretar las 
experiencias personales de decepción, como experiencias comunes a varios sujetos, 
como experiencias morales que deben dirigir la acción social. De acuerdo a esto, existe 
un consenso moral tácito que reconoce derechos y deberes entre señores y dominados, 
es decir, se habla de reconocimientos recíprocos que surgen de las experiencias y que 
se van cambiando con ellas desde aspectos diferentes, creando una ética 
postconvencional.  Es allí en donde el amor emerge con su capacidad emancipatoria: 
“Conforme a esto, son las tres formas de reconocimiento del amor, del derecho y de la 
valoración social, las que, articuladas, constituyen las condiciones sociales bajo las 
cuales los sujetos humanos pueden llegar a una posición positiva frente a sí mismos (…) 
hemos visto que la relación de derecho sólo ha podido desprenderse del espacio moral 
de la valoración social cuando se somete a una moral postconvencional.”148 Lo anterior 
parte hacia la construcción de una eticidad democrática postconvencional, como 
concepto abierto a la construcción de objetivos colectivamente compartidos, es decir, la 
sustancia material que puedan llegar al carácter de universales normativos dirigidos en 
su contenido por las luchas sociales. Esto debe basarse en el reconocimiento de una 
solidaridad social. Se construye la emancipación desde la capacidad de recrear una 
nueva ética, pero distinguiendo de forma clara la contraposición de los intereses dentro 
de la sociedad, los cuales serán superados en el reconocimiento y en la ética del amor y 
la amistad, esta lucha es motivada por grupos sociales que aspiran a una reconocimiento 
mayor desde lo institucional y lo cultural. 
Volviendo a Negri, se vislumbra un modelo que replantee el lugar del poder, un nuevo 
concepto de democracia que abandone la idea del gobierno de uno, del gobierno 
soberano y se refleje en la multitud, ese cuerpo que no es reducible a uno. La 
democracia sustentada en un poder soberano ejerce una hegemonía que infunde miedo, 
reverencia en el marco de un poder dual entre gobernados y gobernantes, los explotados 
son explotados pero no pueden ser excluidos del sistema porque son esenciales en el 
funcionamiento de este, y he aquí el punto del poder. Hoy día, la producción de 
información hace parte de la producción económica del sistema, dándole la posibilidad a 
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la sociedad de poder organizarse ella misma en la sociedad de colaboración, lo expresan 
así: “Planteamos que se considere la democracia de la multitud como una sociedad de 
código abierto, es decir, una sociedad cuyo código fuente se revele a todos, de modo que 
todos podamos trabajar en colaboración para corregir los defectos y crear nuevos y 
mejores programas sociales.”149 
Pero disponer del lugar del poder propone un reto, cuando la multitud es por fin capaz de 
regirse a sí misma, la democracia se hace posible, he allí el paso a la emancipación que 
requiere de una lucha, la búsqueda del lugar del poder, la organización de la multitud: 
“Todo éxodo precisa una resistencia activa, una guerra de retaguardia contra las fuerzas 
perseguidoras de la soberanía. Como dice Gilles Deleuze: Huye pero al tiempo que 
huyes coge un arma.”150. Debe llamarse a un accionar que resista y se rebele, que use 
diversas armas, las nuevas armas en su proceso de conquista. La violencia debe 
someterse a la política y ésta no creará nada, sólo conservará lo ya creado, de ahí que la 
revolución no sea muy distante de la resistencia. Hay nuevas armas, debe forjarse una 
constructiva, expansiva y constituyente hacia la Resistencia y el poder constituyente de la 
multitud, para así recuperar la concepción pública y política del amor.  
Se llama entonces a desobedecer ese poder soberano que somete a la multitud, pero 
que necesita de un proceso consciente de la multitud. En este punto podemos encontrar 
un elemento común que denota la necesidad de generar nuevas formas desde quienes 
son sometidos, ya alienados en la funcionalidad de un modelo que beneficia a otros. Lo 
podemos ver también en Horkheimer: “La regresión de las masas consiste hoy en la 
incapacidad de poder oír con los propios oídos lo que aún no ha sido oído y de tocar con 
las propias manos lo que aún no ha sido tocado, en la nueva forma ceguera que 
sustituye a toda ceguera mítica vencida.”151, o en Deleuze cuando inquiere a sobrepasar 
el proceso mismo y hacer del deseo una apuesta de resistencia más allá de lo privado: 
“No retirarse del proceso, sino ir más lejos, acelerar el proceso, como decía Nietszche: 
en verdad, en esta materia todavía no hemos visto nada.”152. 
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Hay un debate sobre reconstruir la democracia, su apuesta realmente democrática deriva 
en diferentes niveles, en cómo desarrollar una democracia emancipadora, es decir en 
donde no solo se erija un nuevo modelo de funcionamiento social, sino que éste 
comprenda los conflictos y la crisis social, para poder pensar en una democracia real y 
no en una democracia simplemente funcional a los intereses de quienes detentan el 
poder. Esto sin embargo, tiene que ver con el reconocimiento de los sometidos desde 
sus propias subjetividades, superando su propio extrañamiento, de lo contrario, las 
apuestas se quedarán en lógicas procedimentales sin contenido que serán funcionales a 
quienes poseen las condiciones reales para usufructuar los procedimientos, 
aprovechándolos para hacer reales sus intereses. La conciliación procedimental somete 
bajo el sofisma de los intereses comunes que impone como única realidad objetiva los 
propósitos de una clase. 
Romper la lógica de la concertación que pretende subsumir lo antagónico en los valores 
hegemónicos, implica reconocer el proceso desde el cual se funde la legalidad con la 
legitimidad en la sociedad de los excluidos, aquellos que han sido arrojados a un nuevo 
Estado de naturaleza (el que recrea del fascismo societal)153, haciendo del derecho una 
simple fuente de normalización objetiva e indiscutible, convirtiendo la emancipación en un 
elemento absorbido por la regulación. Tal reconocimiento permite hacerse a un nuevo 
lugar de poder en donde los movimientos sociales y las dinámicas de resistencia, en fin, 
la larga lista de quienes luchan contra el autoritarismo, no sólo desobedezcan el derecho 
de la dominación, sino que recreen sus propios derechos y hagan su propia política 
contrahegemónica, logrando sacar el derecho del confinamiento del Estado, al que lo ha 
condenado la pretensión de su ser apolítico desde la reducción del derecho al derecho 
de Estado y de la política como política estatal, en palabras de Boaventura: “Tal 
liberación de la política convencional posibilita la repolitización del derecho –que a mi 
juicio, es la condición necesaria para volverle al derecho sus energías emancipatorias-
.”154  
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2.4 Ante el autoritarismo: nuevas subjetividades 
 
El autoritarismo no es una forma de opresión invocada por un sujeto cuyas capacidades 
lo han puesto al frente de la gran máquina del Estado, cuya razón parece haberse 
perdido y que representa hondas patológicas dignas de juzgar. Precisamente indagamos 
frente a fenómenos que más allá de quienes los han encarnado representan momentos 
críticos para el desarrollo del capitalismo. 
El Estado viene a erigirse como una figura moderna propia del desarrollo del capitalismo 
en donde se construyen importantes dispositivos de dominación como las formas de 
derecho, las cuales cumplen una función política y de dominación, capaces de regular el 
intercambio de mercancías y ene lo la explotación del trabajo configurando el proceso de 
alienación objetiva.  
Sin embargo, tal condición alienada funcional al sistema de acumulación no es por sí 
misma suficiente. Su efectividad está condicionada a la existencia de procesos de 
sometimiento subjetivo, capaces de garantizar la obediencia y la legitimación de las 
relaciones de dominación y explotación. En ese marco emerge la aspiración 
constitucional, la lucha por una democracia capaz de limitar el poder y regular las 
relaciones en el marco del derecho. 
Pero ante un extrañamiento incluso subjetivo, las contradicciones propias del sistema 
conducen de forma inevitable a crisis  que generan proceso de resistencia. Estas crisis 
caracterizadas por las tensiones propias de la producción capitalista, pero 
fundamentalmente acciones de sublevación de la conciencia de los sujetos dominados, 
son confrontadas por el sistema por una acción decida que por formas violentas o de 
cooptación ideológica retoman para la clase dominante el control hegemónico de la 
sociedad. La suspensión de la Constitución en defensa de ella misma se convierte en el 
argumento que superpone la seguridad de la nación allí si como un interés general. 
Ahora bien, la violencia y la acción ideológica por medio de la propaganda son dos 
formas que, combinadas, van forjando la imposición de un consenso que determina la 
creación del código binario amigo/ enemigo. Es decir el que asume el consenso, sofisma 
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de imposición de los intereses de la clase dominante y aquello que lo niegan 
convirtiéndose en el enemigo no de la clase, sino de la democracia misma.  
En el orden global que rige hoy la vida de las naciones, la excepcionalidad como lógica 
de control es una constante normalizada que permite el despliegue de la violencia como 
forma preventiva y esquema de preservación de la democracia de eminentes enemigos 
que se resiste a ser parte funcional del sistema. 
Hoy el neoliberalismo es el consenso, la única vía posible para la democracia, y a ello 
deben someterse los sujetos que son amigos del sistema, el no sometimiento es la 
identidad del enemigo, y éste debe ser combatido y eliminado para la seguridad de todos. 
La democracia allí es hoy la dominación de un consenso forjado por los intereses de una 
clase hegemónica.  
Tal situación de exclusión y represión, garante del sistema de explotación sólo puede ser 
confrontada por la construcción de nuevas subjetividades capaces de  convocar a 
procesos emancipatorios que transformen los dispositivos de dominación en dispositivos 
de emancipación. 
La lógica de la democracia no puede reducirse al sometimiento de un consenso 
impuesto, debe reconstruirse a partir del derecho a negar lo establecido y construyendo 
escenarios capaces de erigir nuevas alternativas, una nueva subjetividad, una nueva 
eticidad capaz de superar las lógicas enfermas del sistema de acumulación capitalista, 
recreando nuevas democracias, nuevas formas de construcción de lo social, lo político y 
lo económico. 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
3. Colombia excepcional: un modelo 
autoritario. 
 
Se puede pretender en Colombia la existencia de un consenso sobre una norma básica 
(contacto del sistema político con el sistema jurídico), luego del hito de refundación 
constitucional de 1991. Sin embargo, las tensiones permanentes –históricas- que hacen 
disfuncional el sistema, evidencian que sobre los contenidos de la norma básica no hay 
un tal consenso sino una diversidad de interpretaciones que someten el régimen 
colombiano a una aguda crisis. 
Los dos gobiernos de Uribe Vélez son una muestra evidente de tales tensiones entre 
posiciones contradictorias y a veces antagónicas, que se disputan la legitimidad de la 
Constitución y que en principio se presentan como válidas. Como lo expresaría Mejía: “un 
cruce de caminos: o se consolida como un proyecto democrático de apertura política, 
social y de respeto a la institucionalidad, o se consolida la pulsión autoritaria de nuestra 
identidad, latente en nuestra cultura política, que durante esta primera década del siglo 
XXI fue catalizada por un gobierno de corte autoritario que casi desmantela la 
Constitución.”  
Este capítulo pretende ubicar la lógica excepcional del modelo colombiano imperante en 
los dos gobiernos de Uribe, en el marco de una política global que permite comprender la 
relación intrínseca entre el autoritarismo particular y el sistema mundo. De ahí que los 
tres elementos que componen las bases del Estado Comunitario: seguridad democrática, 
confianza inversionista y cohesión social, resulten claramente un entretejido funcional al 
desarrollo de intereses económicos en el marco de una crisis global. 
Seguridad democrática como pieza esencial para avanzar en el logro de la confianza 
inversionista, relación desarrollada en la primera parte de este capítulo, es una dupla que 
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permite consolidar los objetivos económicos del modelo, evidentemente en relación con 
el modelo global imperante, pero que no tiene efectividad si no se relaciona de forma 
estrecha con mecanismos de legitimidad y legalidad que solo son alcanzados por medio 
de una vasta estrategia de propaganda y cooptación social que forja el control 
hegemónico para garantizar la imposición del modelo, bien por vía de alienación 
subjetiva o bien  por vía de la violencia; ello es lo que en desarrollo del gobierno de Uribe 
se denominó cohesión social y que derivo en la asunción de una categoría como el 
Estado de Opinión, asunto que se desarrolla en la segunda parte de este capítulo..  
En este marco, los debates abiertos por la propuesta del Estado Comunitario  - Estado de 
Opinión, permiten concretar líneas de análisis que refuerzan la tesis de que Colombia se 
sumergió en un estado de excepcionalidad permanente –característico de las crisis del 
capitalismo-, que tras el debilitamiento del Estado constitucional de derecho, expresado 
claramente en las intervenciones sobre la justicia, consolidó (legalizó) un proyecto 
autoritario. La degradación de los principios democráticos sobre el argumento de la 
seguridad y la estabilidad de los mismos, y la normalización de la excepción como norma 
de Estado, exigen de la sociedad respuestas inmediatas de quienes hacen realidad el 
derecho desde la defensa judicial de la democracia, fundamentalmente de los 
ciudadanos en salvaguardia de la democracia y el Estado constitucional, ejerciendo la 
desobediencia civil como un derecho  permitiendo que la acción colectiva emancipatoria 
transforme el horizonte de nuestro país. 
 
3.1 Colombia: Una versión particular del autoritarismo 
global 
 
Durante el gobierno de Uribe, fue evidente un periodo de reconfiguración del poder no 
solo nacional sino global. En ese marco se posicionó un gobierno que  legitimó sus 
propios rasgos autoritarios por medio del uso de la legalidad; el camino transcurrió por un 
paulatino debilitamiento del Estado constitucional en perspectiva de consolidar un modelo 
de Estado característico de las crisis capitalistas, es decir, la suspensión misma del 
Estado constitucional de forma permanente, sustentado en la defensa del mismo tras una 
política permanente de seguridad. 
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Este marco de excepcionalidad en el que se legitimaron medidas de fuerza del gobierno 
nacional, partió de la creación de un enemigo común al que se llama a confrontar en la 
guerra, tiene como pilar fundamental la identidad personificada en un cúmulo de valores 
y virtudes, construidos desde la negación del enemigo y representados en un líder. El 
enemigo como sujeto disfuncional, es aquel que no atiende a los propósitos del sistema 
que se pretenden como consenso social, punto neutral (inobjetable) de partida para el 
“debate” democrático.  
Pero este modelo excepcional no se ciñe solamente a condiciones locales como la 
guerra, sino que atiende a fenómenos globales y contrarresta las grietas del control 
hegemónico global, asumiendo además el papel de garantes de las condiciones 
socioeconómicas y políticas, para la reproducción del gran capital asegurando las lógicas 
de acumulación. De allí que la resistencia contra las formas autoritarias no es una virtud 
de nuestro quehacer local, sino un fenómeno del proceso global, que tiene eminentes 
reacciones al proceso de degradación que ha sometido a la sociedad el capital 
corporativizado y transnacional, evidenciado en crisis ambientales, alimentarias, 
económicas y financieras que llevaron  en la última década a impresionantes 
movilizaciones en Europa, África y América Latina. 
En el terreno nacional surge un Estado, cuyo objetivo central es ejercer el control de una 
sociedad con historia de resistencia, que se edifica sobre el miedo para garantizar  las 
condiciones de producción del gran capital globalizado, reduciendo su papel a un 
mediador entre el capital-mercado, y garante del orden social necesario para su 
desarrollo.  
El caso colombiano con sus particularidades no es único y es  resultado de un orden 
global y hegemónico; pero la presencia del conflicto armado lo hace particular, blindando 
de condiciones subjetivas y objetivas para que la apuesta autoritaria cobre vida sobre la 
existencia tangible (a diferencia de la gran amenaza mundial) de un sujeto que se ha 
identificado como enemigo común y local. El Estado Comunitario es entonces una 
versión propia del Estado autoritario, que emerge en el marco excepcional que necesita 
el gran capital para recuperar la hegemonía por medio del control y la exclusión de los 
sujetos que no son funcionales a su modelo, aplicado a unas condiciones locales que 
recrudecen la ya larga guerra a la que se ha sometido al pueblo colombiano. 
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El Estado Comunitario es una fase en el desarrollo, consolidación y contención de la 
crisis del modelo neoliberal como parámetro de progreso del mundo, pero que representa 
para el país una reconfiguración institucional que legaliza y legitima las formas 
autoritarias que han caracterizado el proceso político nacional y que contó (quizá cuenta) 
con un amplio respaldo. 
3.2 El Estado Comunitario 
 
Es preciso indagar cual es la concepción de democracia y Estado, en  las que se 
articulan las propuestas y ejes centrales que fueron impulsadas bajo los gobiernos de 
Uribe. Expondremos lo anterior desde dos ejes transversales, por un lado el papel que 
juega el sector privado dentro del desarrollo del Estado, ello en el marco de la relación 
que se establece entre el Estado y el mercado, dirigido a fortalecer las condiciones 
necesarias para las inversiones, lo que se ha conocido como la Confianza Inversionista y 
la Seguridad Democrática. Por otra parte, abordaremos el análisis de la lógica de la 
cohesión social y la participación ciudadana como el eje de legitimación del modelo. 
Desde estos dos ejes se deriva lo que el Plan Nacional de Desarrollo – PND, del 
segundo mandato de Uribe, Estado Comunitario: Desarrollo para todos, denominó los 
principios del Estado comunitario: “ . Seguridad democrática, 2. Respeto a las libertades 
públicas, 3. Construcción de cohesión social, 4. Transparencia, 5. Respeto a la 
independencia de instituciones del Estado.”155 Dichos principios, además de ser las 
líneas de continuidad de lo establecido por el PND de su primer gobierno, Hacia un 
Estado Comunitario, son las bases sobre las que se construyó el gobierno de Uribe y las 
que guiaron la elaboración de Visión 2019, documento que recoge las líneas para el 
desarrollo de la política nacional establecidas  con la pretensión de convertirse en 
directrices de continuidad hacia una política de Estado estableciendo metas y horizontes 
para cumplirse en el 2019. 
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De esta manera,  la propuesta 2019 recoge los principios del plan de desarrollo y fórmula 
las propuestas sobre dos ideales éticos  “Consolidar un modelo político profundamente 
democrático, sustentado en los principios de libertad, tolerancia y fraternidad y Afianzar el 
modelo socioeconómico sin exclusiones, basado en la igualdad de oportunidades y con 
un Estado garante de la equidad social.”156. Estos dos elementos elevados a la categoría 
de principios se desarrollan a partir de 4 grandes objetivos: 1. Una economía que 
garantice mayores niveles de bienestar, 2. Una sociedad más igualitaria y solidaria, 3. 
Una sociedad de ciudadanos libres y responsables, y 4. Un Estado al servicio de los 
ciudadanos. 
La lógica de causalidad que se desprende de las líneas del PND y de V2019 es 
básicamente la siguiente: Seguridad Democrática →Confianza Inversionista →Inversión 
Extranjera →Crecimiento →Empleo. De ello que el desarrollo del país estuviese 
vinculado fundamentalmente a un modelo de seguridad que garantice la inversión 
extranjera.  
Sin embargo, se propone dos los elementos centrales que se tienen que superar: en 
primer lugar alcanzar la paz, entendida como la superación de las tazas de violencia y la 
convivencia tranquila de los ciudadanos, y por otro lado la disminución de la pobreza a un 
15% y la indigencia a un 6% en 2019. Para avanzar en estos dos grandes retos se 
ubican dos rutas centrales: por un lado la consolidación del modelo económico y en éste, 
el papel de garante del Estado, y por otro lado el fortalecimiento de una cultura de 
respeto y cumplimiento de la ley y de cooperación con el Estado, todo ello como 
resultado de una política severa de seguridad que garantice el orden público, lo que 
nuevamente nos lleva los dos ejes transversales seguridad democrática/confianza 
inversionista y cohesión social/participación ciudadana. 
3.2.1 El modelo económico: el horizonte del autoritarismo 
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Visión Colombia 2019 fijó unas metas de crecimiento económico del 4.5% (meta que 
disminuyó el gobierno al 3,5 en 2008)157 a partir de 2008, 5% a partir de 2010 y 6% 
después del 2013.158 Para el cumplimiento de estas metas se estableció como 
indispensables la apertura comercial y la vinculación con los mercados, lo que requiere 
que la nación garantice elementos para favorecer la inversión como infraestructura de 
transporte y comunicaciones, con particular importancia en la integración física entre 
centro y Suramérica, hoy articulado a la Iniciativa para la Integración de la Infraestructura 
Regional Suramericana (IIRSA). 
Por otro lado, se señala como factor determinante el sector agrícola, al que establece 
como meta dos millones de hectáreas adicionales sembradas fundamentalmente en 
cultivos de tardío rendimiento (palma de aceite, caucho, cacao, cítricos y frutales en 
2010, cultivos hoy  exentos de renta por el dto. 1970 de 2005 y hasta el 2014),  pasando 
de una producción de 30 a 57 millones de toneladas dirigidas principalmente a la 
exportación sin mayor consideración sobre el debate del abastecimiento interno. 
Por este camino y en el marco del contexto económico mundial en donde se identifican 
las economías de India y China y en general el mercado asiático como potencias, así 
como el aumento de precios de bienes básicos y de capital y la disminución del valor de 
la mano de obra, se ubica al país como un productor de materias primas y 
abastecimiento de insumos. Ello no implica, así lo reconoce V2019, entrar directamente 
al mercado asiático, sino fundamentalmente fortalecer la participación de Colombia en el 
mercado de Estados Unidos como productor de materias primas, las cuales se 
valorizaran en la perspectiva del aumento de la producción dada por el crecimiento del 
mercado asiático.  
De allí que se consideren como potencialidades del país, la ubicación geográfica y las 
condiciones ambientales caracterizada por la existencia de abundantes minerales, ríos y 
diversidad climática y genética: Para 2019 Colombia deberá contar con una estructura 
productiva que incorpore y aproveche plenamente -además de capital y trabajo- recursos 
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como la tierra, los mares, la biodiversidad, el paisaje y la localización geográfica. 159 
Estas condiciones favorables para el país se traducen en la producción minera, 
manufacturera y de servicios dirigidas fundamentalmente al mercado externo: lo anterior 
evidencia que un incremento en la producción tiene que realizarse especialmente para 
los mercados externos.  
En el campo de la minería, se espera que Colombia sea un gran centro que agrupe las 
empresas del sector minero energético a nivel regional, relacionado además con la 
producción y utilización de biocombustibles consolidando a Colombia como un cluster 
minero energético. 
  
Las cifras en ese aspecto son dicientes, como lo señaló Guillermo Rudas, consultor del 
Consejo Nacional de Planeación: “en 2006 había dos millones de hectáreas tituladas, 
cifra que en 2009 había aumentado a casi ocho millones, agregó que entre el momento 
en que se aprobó el código y fue sancionado por el presidente Uribe, tres millones más 
fueron tituladas. En el momento hay alrededor de 40 millones de hectáreas más 
solicitadas para minería, es decir, alrededor del 35 por ciento del territorio, principalmente 
en la zona andina”160 
En el sector de los hidrocarburos se reafirma el proceso de privatización de Ecopetrol. La 
meta para el 2019 es cubrir el 75% del territorio con exploración geológica, incrementar la 
capacidad de generación de energía eléctrica, adicionar nuevas reservas de petróleo y 
duplicar la producción de carbón para exportación. 
Esta perspectiva parte de una transformación del campo colombiano, lo que demanda 
una oferta financiera para este sector, dirigida a fortalecer el enfoque productivo acá 
expuesto y por otro lado el aprovechamiento de todos los recursos incluyendo los 
genéticos que implica “el desarrollo de producción de semillas y materiales reproductivos 
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y un impulso a la bioprospección: la caracterización y evaluación de los recursos 
genéticos.”161 
Así el país como gran productor primario para exportación, requiere de un nivel de 
infraestructura que haga viable la producción para el mercado externo. En este sentido, 
el gran reto es la infraestructura para transporte terrestre, aéreo y marítimo. Se proyectan 
los grandes corredores: a) en sentido norte-sur: la nueva Troncal de Occidente, Troncal 
del Magdalena, Troncal Central del Norte y Marginal de la Selva; y b) en sentido oriente-
occidente: el corredor Tumaco-Río Putumayo, que incluye la Transversal Tumaco-Puerto 
Asís; la Transversal del Pacífico; el corredor Buenaventura-Puerto Carreño, que incluye 
la Transversal Buenaventura-Bogotá-Puerto Gaitán; la Transversal Media Luna de los 
Valles Fértiles; y la Marginal del Caribe. Teniendo así en 2019, 2550 km de carreteras 
adicionales con capacidad vial ampliada (1250 km en 2010) y 21.000 km de vías 
arteriales pavimentadas. En ese mismo camino, se espera que Colombia sea un centro 
de conexión aéreo para lo cual se espera vincular el capital privado a los aeropuertos de 
Bogotá y San Andrés, así como en el campo marítimo aprovechar la situación estratégica 
sobre el principal corredor de tráfico mundial de comercio marítimo, estableciendo 9 
regiones portuarias.  
El desarrollo de la economía se entiende como un paso determinante para garantizar la 
superación de las condiciones sociales y de allí la reducción de la pobreza entre otros 
elementos, en la disminución de la tasa de desempleo a 5% en 2019 y la creación a 2010 
de 11 millones de empleos nuevos de los cuales 3 millones serían derivados 
directamente de la producción primaria: El crecimiento no debe considerarse como un 
objetivo en sí mismo, sino como un medio para alcanzar las metas de calidad de vida y 
bienestar de la población.162 
Sin embargo, asume la propuesta una limitante para alcanzar las metas en lo social 
estableciendo allí el papel de Estado como un mediador: “hoy es claro que la economía 
de mercado y la democracia son condiciones necesarias más no suficientes para lograr 
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los resultados sociales.”163, por ello la carga social del Estado debe no solo simplificarse 
sino además requiere un aumento de los ingresos por la vía tributaria. En este camino se 
propone la ampliación de la base tributaria del IVA y la reducción del número de tarifas 
que este tiene, así como  disminuir el valor en renta alrededor del 30% y ampliar la base 
para incluir más personas naturales y, eventualmente, los ingresos de pensiones, así 
como nuevamente la revisión de la política de transferencias. 
 
3.2.2 El papel del sector privado, el Estado funcional 
 
La mención del sector privado es reiterativa en las intervenciones presidenciales de 
Uribe, así como en los planes de desarrollo y documentos programáticos de su gobierno 
como el manifiesto democrático, los 100 puntos, visión 2019 y los planes de desarrollo. 
En primer lugar hay una referencia permanente frente al espacio que ocupa el sector 
privado en el ejercicio de las tareas del Estado, es decir, reemplazando la labor del 
Estado fundamentalmente en la atención social e incluso en un papel regulador y hasta 
policivo, y en segundo lugar y como desarrollo del primero, una referencia a la necesaria 
confianza que debe tener el sector privado en el Estado y el papel que éste tiene como 
un ente subsidiario, cuyo objeto es garantizar el andamiaje apropiado para el 
“funcionamiento” del sector privado traslapando una lógica funcional en el argumento de 
la complementariedad y la responsabilidad social. Se habla entonces de un modelo 
económico que garantice mayor bienestar gracias a la intervención del sector privado y 
de un Estado que promueva la equidad social facilitando las condiciones para el 
adecuado desarrollo del sector privado. 
El sector privado se entiende acá desde una inferencia directa del mercado, es decir, se 
comprende el sector privado como los sujetos propios del mercado. La premisa 
fundamental sugiere que en la medida en que estos sujetos tengan una relación estable y 
de confianza con el Estado, se establece un proceso de generación de riqueza como 
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elemento necesario para el desarrollo del país: “Crecimiento económico liderado por el 
sector privado.”, y es en este sentido que el Estado debe dirigir sus esfuerzos a 
establecer la “Confianza Inversionista” que permita el buen desarrollo del ciclo de 
generación de riqueza. Lo anterior se describe así en el PND 2006-2010: “En este Plan 
se sostiene que el sector privado tiene un papel central en el crecimiento. En particular, 
se argumenta que la tarea de generación de riqueza es fundamentalmente una 
responsabilidad del sector privado.”164. El Estado entonces debe garantizar las 
condiciones que el sector privado (el gran capital) necesita para crecer y como resultado 
de ello generar mayor bienestar social. 
Así el Estado se vuelve un instrumento subsidiario del mercado, que en el marco del 
Estado Social de Derecho, establece formas de irrigación de los beneficios que trae la 
generación de riquezas que lidera el sector privado. Por el contrario, el sector privado se 
convierte en el garante de la estructura misma del Estado Social de Derecho, para lo cual 
el Estado le brinda las condiciones necesarias que son entendidas como las garantías 
para el desarrollo de su actividad dentro del mercado. Dice el PND:  
Dentro del marco general impuesto por la Constitución, la cual define a 
Colombia como un Estado Social de Derecho, aquí se entiende que el Estado 
tiene, al menos, tres papeles económicos fundamentales. El primero es 
proveer el ambiente adecuado para un crecimiento sostenible, incluyendo la 
noción de sostenibilidad ambiental que nos garantiza que el crecimiento no 
menoscabe nuestro patrimonio natural, base productiva presente y futura de 
la Nación. El segundo es generar las condiciones necesarias para que una 
concepción amplia de desarrollo complemente al crecimiento. En este 
aspecto en particular, el Estado debe ser el veedor de la equidad social, 
asegurándose de que los beneficios del crecimiento irriguen a toda la 
población. Y tercero, el Estado debe ser promotor; es decir, debe iniciar el 
desarrollo de actividades o proyectos promisorios en los cuales, al principio, 
el sector privado no quiera involucrarse. Esto no significa que el Estado se 
vuelva empresario; se trata de sentar las bases para iniciar el desarrollo de la 
actividad. En síntesis, el Estado se percibe como promotor de crecimiento 
económico, defensor del medio ambiente y garante de la cohesión social y la 
equidad.165 
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Estamos entonces frente a un Estado que debe controlar la conservación del medio 
ambiente como fuente de riqueza, veedor de la distribución de la riqueza y responsable 
de la actividad productiva hasta tanto ésta garantice el interés del sector privado. El 
Estado, en esta ruta, es el garante del desarrollo del gran capital (mercado) como medio 
de desarrollo de una sociedad en donde hay un gran sector que invierte y otro que se 
beneficia de ello, el papel del Estado es mediar para que aquellos que pueden invertir se 
sientan seguros (aseguren sus utilidades) para poder distribuir entre los beneficiarios, los 
resultados del crecimiento económico, entendiendo que tales diferencias son naturales al 
desarrollo social. 
Esta lectura es evidentemente la interpretación del Estado Neoliberal, tal como lo 
entiende Buchanan, en la lógica de legitimar y proponer democracias funcionales al 
sistema, explicándose por sí mismas como simples referentes de funcionamiento social, 
en donde son las acciones de los individuos los que se integran al sistema y no la suma 
de los sujetos, es decir, esta intención de blindar los intereses del mercado se solapa en 
una intención neutral para garantizar el orden social. Para Buchanan, el sistema es el 
resultado de una correlación natural de fuerzas, producto de un acuerdo que emana del 
reconocimiento de las desigualdades naturales para garantizar en el marco del desarrollo 
del mercado límites en donde se maximicen las utilidades de sus actores. En este 
sentido, se recrea la democracia como un acuerdo de vencidos y vencedores que 
reconoce una desigualdad la distribución natural y la asume como parte del modelo. Este 
modelo reconoce expresamente la existencia de los intereses y de estos como naturales 
y para nuestro caso particular, se identifica el conflicto como un estado de naturaleza, y 
es precisamente allí donde se articula la política de seguridad democrática. 
Esta situación demanda especificar el origen de ese gran capital, el cual ya no se 
encuentra en una burguesía nacional propietaria de los medios de producción, sino de un 
capital transnacional propietario de la especulación financiera que hoy busca apropiarse 
primordialmente de los recursos naturales y las plataformas de servicio. El Estado 
Comunitario es entonces un mediador entre el Estado Social de Derecho y ese gran 
capital en su juego de mercado y en la carrera de la especulación financiera, que 
desarrolla ciertas particularidades en función del control del conflicto y los procesos 
contra hegemónicos - disfuncionales.  
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Tal tesis se condensa en la formulación del Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010 así: 
Estado Comunitario es un Estado promotor y subsidiario166. De allí se desprende de 
forma clara la lógica de privatización que caracterizó el sistema de salud con la red de 
hospitales, Telecom y Ecopetrol, entre otros, determinados por la entrega de los grandes 
negocios del Estado a privados. Varias de las acciones de su gobierno se resumen en el 
siguiente artículo de prensa: 
La enajenación de las empresas más rentables bajo este mandato fue 
extensa y cobijó incluso a la joya más valiosa, Ecopetrol, de la cual se 
privatizó el 10% y, como si fuera poco, la ley aprobada por las mayorías 
gobiernistas en el Congreso posibilitó futuros traspasos de esta empresa a 
manos privadas. Fueron diversas las figuras utilizadas para mermar la 
riqueza colectiva de los colombianos: capitalizaciones, fusiones, 
liquidaciones, concesiones y alianzas estratégicas; puros eufemismos para 
maquillar la gran empresa de desnacionalización del ahorro nacional 
acumulado durante décadas en empresas públicas en sectores estratégicos. 
Telecom, Ecopetrol, electrificadoras, empresas de servicios públicos, el ISS, 
aeropuertos, Granahorrar entre otras fueron traspasadas a multinacionales o 
al capital privado, con graves costos para los colombianos. (…)La privación 
de recursos al sector público bajo el prolongado mandato Uribe en beneficio 
de grandes capitales privados y extranjeros tomó variadas formas. Las 
generosas dádivas y exenciones tributarias y obsequios en AIS, ya conocidos 
por la opinión pública, aún cuando en cuantías asombrosas no fueron las más 
deplorables. Hubo acciones más onerosas al privar al Estado de 
considerables y seguras fuentes de ingreso permanente, cuya única 
explicación fue el favorecer al capital extranjero, como ocurrió, por ejemplo, 
con el Proyecto de Gas Catalina y con la ampliación de la Refinería de 
Cartagena, dos proyectos cuyas condiciones de rentabilidad eran 
inmejorables y para cuya ejecución Ecopetrol poseía recursos suficientes. En 
el primero, cuyo contrato vencía en diciembre de 2004, el gobierno, en una 
posición incomprensible desde la perspectiva de los intereses colombianos, 
prorrogó el contrato a la multinacional Chevron Texaco impidiendo así que los 
yacimientos revirtieran en su totalidad a la nación.167 
Quizá uno de los casos más evidentes es el del sector de la salud, que en los últimos 
años, por medio de violentos operativos, los más importantes centros públicos de 
atención médica fueron tomados por la policía, desalojados sus trabajadores y 
entregados a operadores privados. Esto incluye grandes centros de atención para la 
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población desprotegida como el San Juan de Dios y el Hospital Infantil Lorencita Villegas 
de Santos, de Bogotá, y los Hospitales Universitarios de Cartagena, Barranquilla y de 
Caldas, entre otros, que precedieron la arremetida legislativa para transformar el sistema 
de salud en lógicas más eficientes en la relación cliente-servicio y la negación definitiva 
de la salud como derecho. Esta situación  está entre la lógica eficientista del gobierno 
que no encuentra rentabilidad en la salud pública y los intereses de los mercaderes de la 
salud para los cuales ha resultado bastante rentable ser los prestadores del servicio. Se 
describe así tal situación en un artículo de Luis Villar, médico y profesor de la UIS:  
 
Para finales del 2003 la deuda de la Nación a diecinueve hospitales públicos 
por la atención a los «vinculados», desplazados, subsidiados y de Fisalud, 
era de 663.570 millones de pesos. (El Tiempo, 22 de enero de 2004). En 
abril, a sólo ocho de los principales hospitales de tercer nivel, el Estado les 
adeudaba 535 mil millones de pesos (Ámbito Salud, periódico Legis, abril 28 
de 2004). En febrero, a la Red Hospitalaria del Valle se le adeudaban 74 mil 
millones de pesos y al Ramón González Valencia de Bucaramanga, 55 mil 
millones de pesos. Ante los reclamos de distintos sectores, el gobierno 
uribista responde que «los hospitales son empresas no rentables» y que toca 
cerrarlas, pero oculta que a esos hospitales les sobran «clientes» y que el 
responsable de financiarlos es el gobierno, que no paga. La Contraloría ha 
denunciado que en TES y CDT existen 2,5 billones de pesos del Fosyga 
(Fondo de Solidaridad y Garantías), captados de los salarios de los 
trabajadores estatales y con los cuales se podría saldar la deuda con los 
hospitales públicos, pero que están respaldando deuda pública con la banca 
internacional. La Ley 100 ha sido un poderoso instrumento de 
enriquecimiento para el capital privado dedicado a la intermediación y al 
aseguramiento. Semana, al reseñar las cien empresas más grandes de 
Colombia, informa que se destacan Saludcoop, Coomeva, Colsánitas, Medici-
na Prepagada, Susalud y SaludTotal. Las cinco tuvieron ventas en 2003 por 
2,02 billones de pesos, de los cuales solo Saludcoop facturó 1,3 billones, 
superando los ingresos operacionales de Bancolombia, el primer banco del 
país, que solo alcanzó1,17 billones. En una década Saludcoop pasó de 2.500 
millones de pesos en activos a 237 mil millones. Y es ahora una de las veinte 
empresas más grandes del país y la tercera en número de empleados 
después de Almacenes Éxito.168 
Y es la salud uno de los ejemplos que permite relacionar las acciones del gobierno Uribe 
en el horizonte de garantizar y blindar los intereses y derecho del gran capital, en el 
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mismo sentido de Villar se ubica la situación en una compilación publicada por el CIDER 
sobre el sistema de seguridad social: 
Los grupos económicos colombianos estaban interesados en que se 
privatizara el sistema de seguridad social.  Y, una vez que el Estado permitió 
la creación de los Fondos Privados de Pensiones, de las ARP y las Empresas 
Promotoras de Salud, el capital monopólico invirtió grandes sumas en estos 
negocios.  En julio de 2003, el portafolio de las Administradoras de Fondos de 
Pensiones (AFP) ascendía a 18,4 billones de pesos.  Los movimientos de 
capital financiero internacional propiciaron la consolidación de cuatro grandes 
grupos de inversionistas en el mercado colombiano de pensiones: 1) el Banco 
Bilbao Vizcaya Argentaria (BBVA), que fusionó las AFP Horizonte y Colpatria 
y posee el 18,5% del valor total de los fondos; 2) el Grupo Santander, que 
fusionó las AFP Davivir y Colmena, con el 12,7%; 3) el grupo colombiano 
Aval que controla la AFP Porvenir, con el 27,2%; y 4) el Grupo empresarial 
antioqueño, que controla la AFP Protección, con el 23,2%. La AFP Colfondos, 
con el 15,4%, está bajo el control del grupo estadounidense Citibank, que 
posee del 80% de este fondo privado” (Rodríguez, 2005: 193). 
El sistema experimentó un temprano proceso de monopolización.  Sólo hay 
seis AFP, tres EPS controlan el 52% de la afiliación, cuatro ARS el 30%, y 
tres ARP absorben el 59% de los ingresos.  Hay una fuerte imbricación entre 
el negocio del aseguramiento y los grupos económicos, y entre la 
representación política de los barones electorales, los grupos armados y el 
régimen subsidiado.169 
 
3.2.3 Confianza inversionista 
 
La confianza inversionista se propone lograr que el sector privado se comprometa 
nuevamente con la figura del Estado y lo tome como su herramienta principal, así el 
Estado se dedica a garantizar el andamiaje funcional, siempre que el sector privado 
responda con las tareas que desgastan al mismo. En este marco, los gremios empiezan 
a jugar un papel esencial a la hora de responder por las necesidades de la sociedad, por 
tanto el proceso de privatización tiene sentido ahora que la prestación de los servicios ya 
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no es connatural al Estado y en cuanto es más eficaz suplir tales necesidades por medio 
de la cooperación externa a la estructura del Estado.  
Esta situación, que algunos llaman neocorporativa, en donde el sector privado, que en 
realidad no es más que el gran capital y si se quiere con nuevas formas de organización, 
es el representante de los intereses de un nuevo consenso postliberal como elemento 
propio de la época autoritaria de la excepcionalidad permanente. Luis Hernández, define 
este fenómeno como neocorporativismo patriótico, haciendo alusión al régimen uribista: 
Definido el Corporativismo como "una doctrina que propugna la organización 
sobre la base de asociaciones representativas de los intereses y de las 
actividades profesionales (Corporaciones)9" (Bobbio, 1982, p. 431) más que 
por individuos (característica de las organizaciones burguesas), se propone 
por vía de la solidaridad orgánica de sus intereses concretos y de 
colaboración derivada, la remoción o neutralización de los elementos 
conflictivos, es decir, de la competencia económica, la lucha de clases 
sociales y de la diferenciación ideológica a través de un poder político que 
debe conciliar esos intereses sectoriales con cierto "supremo" interés 
patriótico. Por medio del orden corporativista se otorga al trabajo el status 
global y la función de un principio ordenado en la sociedad y la economía. 
Como una descripción de sistemas políticos el corporativismo se relaciona 
directamente con la problemática de como el Estado puede sostener un 
orden social y económico dentro de un orden donde predomina la producción 
del sector privado (García, 2006.), donde el Estado empresario tiene la 
función principal de establecer y mantener un orden económico y social, y las 
instituciones liberales democráticas pueden no existir en absoluto, siendo 
ahora las organizaciones de productores, y no los partidos, las que intentan 
jugar el rol de interlocutoras con el Estado, desempeñando no sólo la función 
de representar sino de operar como agencias regulatorias a favor del Estado 
(cf. García, 2006).170 
Es clara la apuesta por construir nuevos lazos entre la institucionalidad y el sector 
privado, blindando tal relación en una confianza mutua sobre el acuerdo de sus intereses 
en una especie de pacto que recrea los principios del nuevo orden social, a veces muy 
claros como cuando se habla de un país de propietarios y otras difusas  tras el sofisma 
de la democracia y la redistribución, como el bienestar de programas, por ejemplo 
“Familias en Acción”. 
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Alcanzar tal confianza, significa para el Estado, garantizar el orden y sacar del andamiaje 
social elementos disfuncionales que perturben el desarrollo del modelo. Allí aparece  la 
seguridad democrática como la función central del Estado y el gobierno, a modo de 
medio objetivo de la democracia. Se establece ese círculo virtuoso para la nueva patria 
seguridad –confianza inversionista- crecimiento económico. 
3.2.4 Seguridad democrática hacia la cohesión social 
 
De acuerdo con el documento de Política de Defensa y Seguridad Democrática de la 
Presidencia de la República, el objetivo de la seguridad democrática es la defensa del 
Estado de Derecho y de la Democracia fundamentada en tres pilares: la protección de los 
derechos de todos los ciudadanos, la protección de los valores, la pluralidad y las 
instituciones democrática y la solidaridad y la cooperación de toda la ciudadanía.171. La 
relación empieza a ser clara, la seguridad democrática es un llamado a una lógica de 
cooperación con los valores que establece el régimen y los impone como el consenso, 
todo ello en defensa de los intereses del mercado, baluarte y garantía del modelo social. 
Lo anterior plantea una situación de origen, en donde el Estado no ha sido capaz de 
imponer las formas sobre las que se ha acordado su desarrollo, lo que evoca el Estado 
de Naturaleza ilustrado por los contractualistas en el que los sujetos tratan de imponerse 
por la fuerza. El Estado entonces debe acabar con quienes amenazan la seguridad del 
mismo y con ello partir hacia un nuevo sustrato social. Ello es claro cuando se hace una 
referencia a la victoria de esas virtudes sobre la amenaza terrorista, solo así, venciendo 
al enemigo en la lógica de la fuerza, se asegura la confianza inversionista y el flujo de 
mercado sobre el que debe andar la sociedad, estableciendo definitivamente el sustrato 
social sobre el que se erige la nueva sociedad. 
De esta manera, se puede recoger la propuesta de Buchanan como un escenario en 
donde es necesario establecer de nuevo, propósitos de las reformas constitucionales, un 
acuerdo que emane del reconocimiento de las desigualdades naturales para garantizar 
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en el marco del desarrollo del mercado, límites en donde se maximicen las utilidades de 
sus actores. Hay entonces un compromiso de derrota de los violentos por parte del 
Estado, a través  de las estrategias de la seguridad democrática, encaminadas a la 
búsqueda de la confianza inversionista. 
Pero la apuesta de la seguridad democrática ha ido más allá de lograr la confianza 
inversionista, ha sido el eje central de legitimación del modelo autoritario tras la 
construcción de un binario como código de inclusión social, identificado el prototipo de 
ciudadano que lleno de virtudes, es pilar para el buen funcionamiento social y  la 
realización de la seguridad democrática como política  y  negación a éste, y por ende al 
propósito social y colectivo el sujeto que contradice las virtudes: el enemigo. 
Por tal razón, el sistema acude a un mecanismo de autorregulación (función- límite) 
sobre el código amigo-enemigo, recreando una excepcionalidad de orden incluso 
constitucional, dirigiendo todo el andamiaje del Estado a la exclusión de sujetos que 
considera disfuncionales. La siguiente cita de Mauricio Archila, describe como se ha 
usado tal política para declarar a todo aquel que no se alindera con su propuesta como 
enemigo: 
A este factor se le articuló la penalización de la protesta, que en forma 
desigual han agenciado las élites dominantes a lo largo del siglo XX. El 
gobierno actual de Álvaro Uribe Vélez, en su estrategia de guerra integral de 
marcado corte autoritario, ha llevado al extremo la aludida identificación de 
las luchas sociales con la subversión. En la nueva fase de la confrontación 
propiciada por el presidente, con la lógica binaria de amigo-enemigo que 
proclama, no parecería haber lugar para posiciones neutrales. El de por sí 
enrarecido ambiente para el debate democrático, se asfixia aun más, con lo 
que se limita la acción civilista de los movimientos sociales.172 
 
Este señalamiento a la oposición como enemigo, o a aquellos que denuncian las 
arbitrariedades y el rumbo del proyecto autoritario, fue una forma constante para 
deslegitimar las opiniones y acciones de quienes se oponían al gobierno  que este 
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representaba, pero además para legitimar la lógica excepcional que el régimen le impuso 
al sistema político colombiano. 
El gobierno alzó como su bandera central la seguridad, constituyéndola como valor 
fundamental de la sociedad; con esto justifica la mayor parte de sus decisiones, entre 
ellas, la limitación de las libertades democráticas. Un régimen que pone por encima de 
los derechos, el deber de defender la patria. La discusión se recrea con el Estatuto 
Antiterrorista, proyectado desde su candidatura presidencial en el punto 33 de su 
Manifiesto Democrático173, en donde habla de una serie de facultades que faciliten las 
detenciones, las capturas y los allanamientos con el fin de lograr mayor seguridad. El 
debate lo plantea así Rocío del Pilar Peña, docente de la Universidad del Rosario: 
En la teoría se encuentra en primer lugar una posición donde la democracia y el estado 
se fundamentan en la soberanía popular, que para algunos encuentra su expresión 
apropiada en el presidencialismo, o sea, en la delegación a un líder asumido como 
expresión directa de la soberanía popular y, en segundo lugar, se encuentra la posición 
de quienes sostienen que la democracia tiene su base fundamental en la Constitución 
entendida como un sistema de límites y vínculos a cualquier poder.174 
Claramente, el señalamiento de escudero de la insurgencia a un personaje como Carlos 
Gaviria Díaz, quien no sólo ha sido defensor de la institucionalidad y  la democracia en su 
calidad de Presidente de la Corte Constitucional, candidato  presidencial y presidente del 
Polo Democrático, el cual se constituye como partido político legal y de corte civilista, 
demuestra la polarización que buscó el gobierno de Uribe, en su empeño por recrear al 
que difiere y se rehúsa hacer parte del papel legitimador de la opinión pública como 
enemigo. Así se expresó Uribe de Carlos Gaviria: “Lo que va a tener que decir el doctor 
Gaviria al país es sobre su sesgo guerrillero (…) cuál es su amistad con el ELN y las 
F RC”175. También lo hizo de forma reiterativa contra los defensores de derechos 
humanos, que denunciaban las violaciones sistemáticas que se cubren tras la política de 
seguridad democrática; el 8 de septiembre de 2003 se expresó así de ellos: “escritores y 
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politiqueros que finalmente le sirven al terrorismo y que se escudan cobardemente en la 
bandera de los derecho humanos”. 
La seguridad democrática como punta de lanza de los gobiernos de Uribe, ha sido el 
parangón del proceso que advierte la imposición consensual alrededor de la creación de 
un enemigo común entre la ciudadanía, que coloca la moral pública encarnada en la 
política del gobierno, como única ruta legítima para la membrecía al sistema, y así mismo 
vuelve legítimas acciones que incluso, por fuera del Estado de derecho se dirigen contra 
aquello que se señala como disfuncionales al sistema; la derrota de los violentos nos ha 
de conducir hacia un nuevo acuerdo.  
3.2.5 Tras la seguridad: la excepcionalidad. 
 
El surgimiento del enemigo es también el avance del miedo, tanto en el orden nacional 
como en el orden global. El miedo lleva a que la comunidad se identifique con las 
medidas de choque, incluso por fuera del derecho, llamando a la guerra e identificando el 
interés general con la necesidad de la misma, haciendo incluso, que los sujetos se 
asuman como militantes de una causa cuyo propósito es la exclusión del enemigo. En 
ese sentido, apunta Beck: “Estamos asistiendo al nacimiento de comunidades del miedo 
cuyas emociones e irracionalidades pueden perfectamente convertirse en tierra abonada 
para brotes y movimientos de segregación racial”176. La existencia de la amenaza 
permanente, sugiere la necesidad de un Estado Vigilante que controle la sociedad, para 
mantener el orden que asegure los intereses de quien promueve tal orden. Dice Beck 
más adelante, en referencia con ese orden excepcional que se recrea en defensa de los 
valores, el cual  queda en riesgo por el enemigo de la comunidad: “El despotismo 
cosmopolita que impulsa la derogación de los valores fundamentales de la modernidad 
para la protección de la misma.”177 
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Esto en la práctica es lo que el PND 2006-2010 llama: El ejercicio del legítimo derecho a 
la defensa propia que toda democracia tiene cuando se ve amenazada por la violencia 
terrorista178, un proceso de legitimación de las medidas extralimitadas que desbordan el 
Estado de Derecho sobre el argumento de defender la constitución y la democracia, 
incluso si es necesario reformarlas para poder avanzar en los propósitos de la 
comunidad, que son la interpretación del acuerdo constitucional, es decir, no se defiende 
la Constitución en si misma, sino la interpretación de ésta hecha por quien encarna en un 
puñado de virtudes. En el caso colombiano, son claro ejemplo las múltiples reformas de 
la Constitución en el último periodo, todas ellas argumentadas tras la defensa de la 
democracia y los propios fines constitucionales, 14 de las 28 reformas a la Constitución 
desde su entrada en vigencia, se realizaron bajo los gobiernos de Uribe, sin mencionar 
los Actos Legislativos declarados inexequibles por la Corte Constitucional. 
3.3 Cohesión Social: la lógica de exclusión y 
legitimación 
 
La política de seguridad como pilar del proyecto de crecimiento económico desde la 
perspectiva neoliberal, refiere necesariamente a unos condicionamientos de la 
ciudadanía, a fin de permitir el desarrollo ordenado del sistema como presuposiciones 
normativas de la democracia: autonomía individual, reciprocidad y respeto impersonal (la 
ética del mercado), mínimo de entendimiento y la disposición de defender ese orden 
frente a sus enemigos potenciales179, todos los individuos tratan de maximizar su utilidad 
dentro de los límites de las restricciones efectivamente impuestas180, convirtiéndose el 
modelo en un fin del comportamiento social sobre el cual se presupone un consenso 
dado por la correlación de fuerzas. Se establece entonces, una lógica de funcionamiento 
civil de la sociedad occidental como reglas operativas de la política ordinaria. Los 
resultados de la distribución natural pueden legitimar incluso el contrato de esclavitud, o 
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las acciones evidentemente contrarias al derecho pero legitimadas en defensa de la 
democracia y el orden y contra el enemigo que representa el estado de inseguridad. 
Podemos también leer este aparte desde lo que Horkheimer llama en su ensayo El 
Estado Autoritario181, el catecismo del arte de gobernar autoritario, que lleva a un Estado 
en donde la sociedad marcha detrás como una figura alienada de su propia realidad y 
funcionalizada a los intereses de un gobierno autoritario. 
Para lograr la aceptación casi irrestricta de las virtudes ciudadanas, se desarrolla un 
modelo sobre la idea de que existe una relación directa entre el Estado, que se realiza en 
la figura del presidente y la ciudadanía. Desde allí se comprende el conjunto de 
problemas-conflictos y sobre ellos se toman las decisiones, es decir, se recrea a partir de 
ello un efecto legitimante que evita el paso por las instituciones referentes del “viejo 
Estado corrupto”. Esta apuesta, de acuerdo a Cristina de la Torre, se visibiliza como una 
democracia refrendataria, cuyos procesos son garantizados por los medios de 
comunicación: “crea la ilusión de una relación más directa y diáfana con la ciudadanía.”182 
La ciudadanía asume tal cercanía desde su rol de amigo en el contexto de la 
personificación de la política y traduce su identidad en la negación del enemigo. 
Identificado el enemigo y construida la identidad del buen ciudadano, se sugiere un 
conjunto de valores y virtudes necesarias para avanzar hacia los propósitos del modelo, 
los que se asumen como el propósito de toda la comunidad: 183 la nación, la “Patria”.  
Pero así mismo y consecuente con la seguridad democrática como forma de afrontar un 
hipotético estado de naturaleza, se parte de la premisa de que las instituciones del 
Estado están deslegitimadas y han sido ineficaces, reforzando así el marco excepcional 
sobre el que se recrea la nueva apuesta estatal. Se habla entonces como argumentos 
base de la política del Estado Comunitario, de una política de recuperación de las 
libertades públicas, conculcadas por la acción “terrorista de grupos armados por fuera 
de la ley”, cuyo avance no ha sido debidamente confrontado por el Estado. El propósito 
de una nueva nación construida sobre las ruinas de la vieja institucionalidad, condensa 
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como su ruta un conjunto de inamovibles o de presupuestos que se erigen como 
referentes de la membrecía al sistema. 
Desde allí se establece el derecho de propiedad como eje fundamental del desarrollo y 
se llama a una “Civilidad del debate”, por medio de la defensa del pluralismo y el respeto 
a los procedimientos democráticos. Se retoma una comunidad cuyos propósitos 
homogéneos se construyen desde un debate enraizado en los procesos de participación, 
se describe así en el PND: “La democracia no es sostenible cuando se sustenta en un 
andamiaje socioeconómico excluyente; tampoco es sostenible cuando la dinámica de las 
ideas cursa por el camino de la lucha de clases. Lo que se busca es una Nación 
solidaria; una Nación en permanente debate, razón de ser del pluralismo democrático, 
pero sin antagonismos insuperables; con respeto a las decisiones democráticas, a pesar 
de que se mantengan las diferencias.” 184 El país de propietarios como fin del modelo y la 
“apertura” a un debate permanente, que ubique el camino de las decisiones, son propios 
de una apuesta liberal. Pero en el fondo, la apertura se hace sobre una visión de la 
sociedad incuestionable, la comunicación y la pluralidad es entre aquello que hace parte 
del sistema porque comparte sus virtudes y decisiones y no entre quienes por su 
disfuncionalidad se convierten en enemigos. 
Se parte de unos mínimos del que emana el acuerdo social que podemos enunciar acá 
como Vida, libertad y propiedad privada (dentro de la cual cobra vital importancia la 
propiedad transnacional) como derechos fundamentales. El siguiente aparte ilustra lo que 
se ha dicho hasta acá y es claramente consonante con los elementos que se expondrán 
enseguida, como concordante con el unívoco propósito de darle a esto una figura de 
mediación entre el mercado y la configuración social:  
Hay que construir condiciones para fomentar confianza inversionista, para el crecimiento 
sostenido y vigoroso de la economía y, al mismo tiempo, para superar la pobreza y 
mejorar las condiciones de equidad. Para ello se deben hacer grandes esfuerzos en 
seguridad; en incremento del capital humano, físico y social, y el uso sostenible de su 
capital natural; en comercio internacional; en manejo macroeconómico; en tributación; en 
administración pública; en legitimación de las instituciones; y en una conciencia 
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colectiva en la cual cada uno se sienta comprometido con la comunidad, en una 
actitud profundamente solidaria.185 (Sombreado fuera del texto) 
En este aspecto podemos abordar a Touraine,186 alrededor de la necesidad para la 
democracia de un espacio político unificado que establece la sumisión del ciudadano a 
su religión cívica. Y claramente se habla del exceso de pluralismo, así como lo hace 
Schmitt en su crítica al liberalismo, como una acción contra la comunidad política y la 
nación, es necesario un sometimiento a esos principios que constituyen el derecho 
natural, ello por cuanto la democracia supone la existencia de un espacio político 
unificado.187 
En esta dimensión, se ubica el papel del Estado en relación con el fortalecimiento del 
modelo económico, estableciendo condiciones ciertas de gobernabilidad e 
infraestructura. Se parte de que al incrementar el ingreso por habitante (no 
redistribución), el Estado contará con mayores recursos por medio del gravamen a las 
utilidades y de los salarios que distribuyen las empresas entre la población,  a fin de 
garantizar las condiciones sociales para el desarrollo del mercado: el Estado deberá 
haber consolidado un modelo óptimo de intervención en la economía en sus funciones de 
planeador, regulador, controlador y promotor.188 
Esto pasa por el ajuste fiscal, el cual se espera esté resuelto mucho antes de 2019. Para 
ello, además de la reforma tributaria ya mencionada, se espera adecuar el gasto social 
del Estado bajo el presupuesto de eficiencia del gasto social y mejora continua de su 
focalización. 
Uno de los aspectos centrales en el campo social establecido por la propuesta, se centra 
en la adecuación de las ciudades y los servicios que en ellas se prestan, bajo la 
expectativa de que el 77% de los colombianos vivirá en los centros urbanos, a pesar de 
que se espera que la actividad económica se concentre en el campo y específicamente 
en la agricultura. 
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Sin embargo, paralelo a la labor de focalización social que ejerce el Estado con los 
dividendos producidos por el desarrollo económico, es indispensable avanzar en la 
consolidación de una cultura ciudadana para la democracia. Esto, que representa un 
conjunto de valores cívicos y virtudes ciudadanas dentro de las cuales está el respeto por 
la ley y la cooperación con el Estado, son elementos que se presentan como esenciales 
para alcanzar un país en paz. Se plantea entonces que en el 2019 Colombia habrá 
consolidado la paz con la eliminación de las organizaciones del narcotráfico, la 
neutralización del terrorismo y la desmovilización y reincorporación de los alzados en 
armas, lo que se logrará a través del fortalecimiento de la presencia militar en todo el 
territorio nacional. 
La Cohesión Social es entonces, el llamado central del gobierno a los ciudadanos desde 
el código amigo –enemigo, se llama a crear una apuesta a favor de los mandatos del 
gobierno, en donde el ciudadano es directamente un sujeto que contribuye al Estado 
personificado, un proceso de legitimación permanente que puede además nutrirse en 
Schmitt cuando se refiere a la dictadura plebiscitaria. Hablamos  de una lógica de 
soberanía que se asienta en las riendas del Estado y que defiende la existencia de su 
pueblo y su unidad amenazada por el enemigo. Solo desde la construcción pública del 
enemigo, es posible generar la identidad del amigo. 
Esta identidad, que está íntimamente ligada a esta lógica corporativista que enunciamos 
leyendo a Luis Hernández, se realiza desde el sofisma de la cooperación y la solidaridad 
creando la ilusión de los sujetos sociales como actores del sector privado. Lo describe 
así Cristina de la Torre: 
Pero la batalla contra partidos, sindicatos y órganos de representación 
popular; el desprecio por el constitucionalismo y por las instituciones de 
representación y decisión política; la intolerancia hacia la opinión divergente; 
el ansia por concentrar todo el poder en su persona; la ofensiva contra la 
política y contra el Estado social a fuerza de lucha contra la corrupción y la 
politiquería; el empeño en desactivar a la sociedad civil disolviéndola en un 
comunitarismo premoderno y en una opinión pública prefabricada por la 
propaganda, no hablan bien de un espíritu democrático. (…) El neopopulismo 
se emparenta con la «religión cívica» de Rousseau, y la escenifica en busca 
de impacto psicológico y político. Espectáculo mediático donde la imagen del 
líder suplanta a la idea y al programa. Cabalga sobre la democracia 
«participativa» y la antipolítica, en relación íntima con la modernización 
neoliberal. Cosecha en las crisis causadas por las primeras medidas de 
choque impuestas en el subcontinente por los organismos multilaterales de 
crédito. Además, diseña un discurso de asistencialismo social que no 
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compromete la integridad del modelo económico. (…) En el origen del 
comunitarismo moderno descansa el pensamiento de Rousseau, con su 
glorificación de la voluntad general como entidad soberana, inalienable, 
indivisible, absoluta e infalible, a la cual todo individuo debe sacrificar su 
libertad. Entonces el pensador, apercibido de esta dificultad, propone 
cohesionar a la sociedad en una religión: la civil, que es la adoración laica de 
la comunidad, una catarsis cívica de las emociones.189 
Esta es una apuesta por negar las diferencias que pueden suscitarse dentro de la 
sociedad, fundamentalmente referida a la existencia de clases sociales, entonces no hay 
tampoco una diferencia entre derecha e izquierda, sino la puesta legítima recogida del 
sentimiento virtuoso de los ciudadanos que se logra representar en un individuo, por lo 
tanto niega de plano aquello que no está con el propósito común. Puede expresarse ello 
en la traducción de Beck como la desaparición del código gobierno-oposición. 
Esta forma de concretar la identidad y el respaldo de la sociedad a los propósitos del 
régimen ha echado raíces en el cuerpo social, generando así conductas que legitiman 
tales acciones y reproducen los valores, no los del discurso de la participación y la 
democracia, sino sobre los que se fundamenta el Estado Corporativo y Autoritario: una 
sociedad racista y excluyente que considera válido la negación del otro cuando no se 
reconoce en la política hegemónica y dominante, un caudillismo clientelista que absorbe 
la participación desde las dádivas del manejo de los recursos públicos, una cultura de la 
ilegalidad que en lo micro recrea formas propias de control, que en lo macro legitima la 
para-estatalidad como forma de recuperación de la seguridad y el sobresalto al derecho 
como un forma de defensa de la misma institucionalidad. Tales elementos pueden 
caracterizarse dentro del llamado fascismo societal, como una forma de interacción de 
los sujetos en su cotidianidad, que sobre la idea del miedo y de la seguridad como 
principio fundamental de la construcción social legitima la exclusión y la eliminación del 
otro190. 
Este punto de la llamada Cohesión Social, explica en alguna media la indolencia social y 
si se quiere la aceptación de fenómenos como la limpieza social que por todo el territorio 
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nacional viene cobrando la vida, en especial de jóvenes, tras los llamados panfletos de 
advertencia, o el silencio sombrío ante las ejecución extrajudiciales de los denominados 
falsos positivos, o la existencia de grupos de extrema derecha que andan por las calles 
invocando el legado de Hitler y el nacional-socialismo alemán como ideología. 
3.3.1 La idea de democracia 
 
Colombia 2019 como documento que plasma el horizonte de Estado que se pretende 
configurar, hace un recorrido muy general sobre las posibles formas de entender y 
comprender la democracia, los efectos y las implicaciones de cada enfoque para 
determinar la adscripción a una visión procedimental de la democracia, hacia la 
reconfiguración institucional del régimen colombiano con el horizonte de establecer 
reglas de juego político claras.  Reconoce así la democracia como un modelo de 
organización social. 
Para sustentar el horizonte de la propuesta, el documento caracteriza el ejercicio político 
histórico como un proceso de fraccionamiento que debilitó las instituciones, que requirió y 
forjó el fortalecimiento del ejecutivo, parte del presupuesto de que se ha urdido una 
cultura política proclive al fortalecimiento del ejecutivo, generada por la desconfianza en 
la política y los políticos reflejada en la abstención.  
Desde la perspectiva formal de la democracia en la que sustenta la propuesta, el 
ciudadano es visto como un sujeto al que se le asignan unos derechos para defenderse 
del Estado. Esta perspectiva que representa la dogmática del liberalismo clásico, 
reconoce los derechos civiles y políticos como el parámetro de realización del proceso 
democrático. El papel del Estado es entonces, respetar los derechos civiles y políticos de 
los ciudadanos desde la no acción e intervención en su esfera individual y garantizando 
las infraestructura por medio de la cual participa en la realización del Estado, de allí la 
importancia de las elecciones y los partidos como los mecanismos por excelencia para la 
participación ciudadana. 
Así reconoce el documento que la carta del 91 no solo consagra los derechos, sino que 
avanzó en la propuesta institucional para su realización. Sin embargo, este avance no 
logró traducirse en resultados efectivos frente a la reducción de la violencia por la 
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incapacidad del Estado para ejercer su función regulatoria en todo el territorio nacional y 
ofrecer los bienes públicos fundamentales, es decir el Estado no ha logrado consolidarse 
como una agencia de protección efectiva.191 En este sentido la presencia y control del 
Estado en todo el territorio nacional permite garantizar los derechos civiles y políticos en 
tanto se tiene el monopolio del uso de la fuerza. 
Por otro lado, las violaciones a los derechos civiles y políticos no solo obedecen a la falta 
de control territorial del Estado, sino también cultural, relacionado con la insuficiente 
apropiación de los valores democráticos. Lo que supone la existencia de unas virtudes 
ciudadanas proclive a la realización de los derechos civiles y políticos y unos derechos 
definidos desde una perspectiva si se quiere positivista. En esta lógica, se establecen 
tales valores como al conjunto de prescripciones morales que promueven que la 
maximización del bienestar propio se dé en el marco del respeto por la libertad individual 
y el bienestar colectivo. Para ello el Estado debe tener consolidada una política de 
seguridad democrática en el 2014, para la promoción de una cultura democrática que 
reconozca los derechos civiles y políticos como bien supremo. 
El reconocimiento de los derechos sociales tiene una dimensión en tanto responsabilidad 
de un sistema de protección del Estado frente a los resultados de la política económica, 
dice textualmente: un sistema de protección frente a las desigualdades materiales y de 
competencia que tiende a generar el liberalismo económico, que se manifiesta en el 
sistema capitalista de producción.192 En ese marco, los derechos sociales (no 
económicos, culturales, colectivos y/o ambientales) son una responsabilidad del Estado 
en relación con las Dimensiones de la Ciudadanía Social con expresa referencia a dos 
elementos: Necesidades Básicas e Integración social, es decir, una ruta de focalización y 
asistencia social para contener los efectos del modelo económico. 
3.3.2 La legitimación de la ilegalidad 
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El régimen excepcional vivido bajo los gobiernos de Uribe, no obedece al surgimiento 
espontáneo de una lógica autoritaria. Su esencia se explica en la configuración histórica 
de la política nacional que permitió, con el objeto de responder a las dinámicas sociales, 
la consolidación de un esquema paraestatal profundamente violento que durante 
décadas conquistó el poder legal a la fuerza y sin tener obstáculos institucionales. 
Empero, la lógica violenta y criminal del paramilitarismo, a pesar de estar enquistada en 
la cotidianidad institucional, cobró dimensiones más bastas no solo de legalidad, sino de 
legitimidad tras el discurso de la seguridad, la latencia del enemigo y la cohesión social. 
En este sentido, Luis Jorge Garay propone la tesis de la reconfiguración cooptada del 
Estado y la define así: “la acción de organizaciones legales e ilegales que mediante 
prácticas ilegitimas, buscan modificar, desde adentro, el régimen político de manera 
sistemática e influir en la formación, modificación e interpretación y aplicación de las 
reglas de juego y de las políticas públicas, para obtener beneficios sostenibles y lograr 
que sus intereses sean válidos política y legalmente, y legitimados socialmente en el 
largo plazo.”193. La tesis de la reconfiguración cooptada del Estado, nos pone frente a una 
relación particular que sustenta de forma clara, la lógica excepcional del Estado 
colombiano que toma forma durante el gobierno de Uribe en tanto no se trata que con 
Uribe hayan llegado al poder grupos de personas que vivían en la ilegalidad, sino que se 
empiezan a dejar abiertas las cartas que dentro de la institucionalidad validaron e incluso 
promovieron de forma permanente la lógica criminal y paramilitar. Bajo el proceso Uribe 
se dio la consolidación  de esta lógica excepcional no formal, para hacer una institucional 
y legal.  Garay plantea que hay varios elementos que favorecieron los procesos de 
cooptación de las instituciones por parte de esta lógica paramilitar, entre ellas, es 
particularmente especial en el contexto de la propuesta de Estado Comunitario, la falta 
de diferenciación de los intereses privados y los intereses del Estado. 
En tal sentido, la parapolítica no se constituyó como un fenómeno novedoso edificado 
con una nueva clase política. Por el contrario, lo que permite afirmar la lista de 
parapolíticos, es que estos son protagonistas de una larga historia de la política regional 
e incluso nacional. Los pactos de Ralito, Chivolo, Pivijai y Urabá grande y unida, 
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Coordinación en el Casanare, los pactos electorales de Caldas, Eje cafetero y Magdalena 
Medio, fueron suscritos en su mayoría por los políticos de trayectoria  y con origen en 
familias y fracciones políticas bipartidistas. Para mediados de 2010, 102 congresistas 
electos para el periodo 2002-2006 estaban siendo investigados; de estos 25 habían sido 
condenados y 8 de cada 10 investigados hacían parte de la bancada de gobierno194. Por 
otro lado, la red política del paramilitarismo, hasta donde lograron vincular las 
investigaciones judiciales, se extendía a más de 400 políticos de elección popular, 109 
funcionarios públicos y más 5000 civiles de distintos cargos. La relación de los poderes 
ejecutivo y legislativo con el paramilitarismo coincide con el apoyo a la política general 
impulsada por el gobierno nacional. 
Tal relación entre la política y la acción del paramilitarismo va más allá de la cooptación 
de los cargos públicos. A raíz de las confesiones de los paramilitares se hace pública la 
relación entre los cultivos de tardío rendimiento (expresados como objetivo en Visión 
2019) como la Palma Africana, la presencia paramilitar y el desplazamiento. Vicente 
Castaño y HH afirmaron en diferentes entrevistas en medios de comunicación tener 
cultivos de tardío rendimiento en lugares que fueron desalojados por las fuerzas 
paramilitares.195 
Qué relación puede haber entonces, entre los proyectos de ley que se promovieron con 
especial interés por parte del gobierno y el proyecto paramilitar, como la ley de 
biocombustibles, la ley forestal, el estatuto de desarrollo rural y la ley de saneamiento de 
la titulación? Bajo el periodo de Uribe se completaron 4 millones de desplazados, más de 
medio millón de hectáreas despojadas y se concentró la política de subsidio a la tierra en 
los grandes empresarios y productores del campo. Todo esto ajustó formalmente una 
honda reforma agraria, que se venía gestando desde el nacimiento del paramilitarismo en 
la década de los 80 y que en este periodo contó con la disposición del ejecutivo y del 
legislativo, para desarrollar hondas transformaciones legislativas a favor de la 
consolidación de un nuevo proyecto rural concentrado en la gran producción y la 
explotación minera. 
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Paralelo al desarrollo del tema rural, avanzó la reforma política, permitiendo reorganizar 
nuevas organizaciones políticas, la reforma del sistema político dada por la reelección y 
que permitió que el presidente tuviera incidencia sobre todos los organismos, llamado a 
ejercer control sobre el ejecutivo, determinando una nueva correlación en el sistema de 
pesos y contrapesos. A pesar de ello, la actitud de la rama judicial en particular de la 
Corte Suprema de Justicia que adelantó  los procesos de parapolítica y la Corte 
Constitucional que frenó en parte la ley de justicia y paz y la ley de biocombustibles y 
declaró inexequibles el estatuto antiterrorista, la ley general forestal y el estatuto de 
desarrollo rural, constituyeron  el freno de la apabullante reconfiguración del Estado. 
 
3.3.3 Estado de opinión: ¿fase superior del Estado de Derecho? 
 
Tal dispositivo de control en el que se convierte al Estado desde la lógica de la 
excepcionalidad, tiene entonces dos fuentes claramente determinadas. Por un lado la 
coerción, el uso de la violencia y la fuerza, representada para este caso en la llamada 
seguridad democrática y en la lógica paramilitar; por otro lado, está la cooptación, que 
esgrimida desde la lógica corporativa del régimen, se representa en la conversión 
funcional de la ciudadanía en la defensa de los intereses del gran capital, aún en 
contraposición a sus propias necesidades, es decir, la consolidación de unas condiciones 
subjetivas que logra el escenario óptimo para el proceso de legitimación de la propuesta 
autoritaria, validando la excepcionalidad de forma permanente. 
Es en este momento en donde el Estado de Opinión lanzado por Uribe luego del 
referendo reeleccionista del 2008, se entiende como un eslabón más de la cadena 
autoritaria, tal como lo desarrollamos en el primer capítulo. El inicio del proceso de 
reforma constitucional para favorecer los intereses de la segunda reelección solo viable 
para el tercer mandato de Uribe,  estuvo marcado por fuertes encuentros institucionales 
entre las ramas del poder público en particular con las altas cortes. Luego de que el 
Congreso aprobara en marzo de 2009 el referendo de la reelección y llegara a la Corte 
Constitucional para su revisión previa, las tensiones se agudizaron desembocando 
finalmente en la declaratoria de inconstitucionalidad por vicios de forma en febrero de 
2010. 
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Días antes de conocerse la decisión de la Corte y tan solo un día después de que su 
primo Mario Uribe fuera detenido por orden de la Corte Suprema de Justicia por vínculos 
con el paramilitarismo, el entonces presidente Álvaro Uribe afirmaba que era un derecho 
de los colombianos decidir si querían o no la reelección, insinuando las decisiones de la 
Corte como un obstáculo para ello.  
El contenido esencial del discurso que relativizaba el peso o la capacidad misma de la 
Corte y que inició en a finales del 2008, puede condensarse en algunas intervenciones 
presidenciales que intentaron posicionar el Estado de Opinión como una nueva situación 
política determinada por la opinión del pueblo colombiano que debía orientar el accionar 
del Estado en su conjunto. Así definió Uribe el Estado de Opinión en febrero de 2009: 
Nosotros creemos que en un Estado de opinión, donde no prevalece el 
capricho del gobernante, sino el imperio de la ley, y más allá que de la misma 
interpretación de los jueces, lo superiormente importante es la opinión 
pública, es fundamental para darle sostenibilidad en el largo plazo a una 
política de seguridad, que permita que las nuevas generaciones de 
colombianos vivan libres de guerrilla, de paramilitares, de otras expresiones 
del narcotráfico. 196 
Ahora bien, el Estado de Opinión nace en el marco de la consolidación de la política de 
exclusión, determinada por la lógica amigo-enemigo, propia del dispositivo de control 
excepcional del gobierno de Uribe, lo que determina la opinión como aquella que se 
somete a los estándares del ethos dominante del líder.197  
Dicho discurso realza el apoyo popular del que gozaba el presidente Uribe acompañado 
de aquellos elementos que caracterizan la cohesión social alrededor de las virtudes 
ciudadanas poniendo en evidencia no solo la existencia de un proyecto autoritario, sino la 
aceptación del mismo y por ende su inevitable consolidación. Dicho elemento se traduce 
en la exacerbación de un patrioterismo cifrado en símbolos de guerra, machismo y 
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desprecio a la legalidad, nacional o internacional, donde lo peor de nosotros sale a 
flote.198  
En mayo de 2009, durante una cena con los príncipes de Asturias, Uribe agregó: 
Es un país de instituciones. Y de qué solidez y de qué independencia. Diría 
que Colombia está en la fase superior del Estado de Derecho, que es el 
Estado de Opinión. Aquí las leyes no las determina el presidente de turno. 
Difícilmente las mayorías del Congreso. Todas son sometidas a un riguroso 
escrutinio popular, y finalmente a un riguroso escrutinio constitucional.  
El equilibrio entre la democracia participativa y la democracia representativa 
ha logrado que la opinión pública, en creciente actividad, sea el factor 
determinante del producto legislativo. Es una democracia de opinión en la 
determinación del contenido de las leyes. 199 
 
El intento por imponer la lógica de la opinión no sólo afianzó la lógica excepcional 
sobreponiendo a cualquier lógica institucional propia del Estado de Derecho la opinión 
pública, sino que además ahondó la lógica de deslegitimación de la rama judicial que 
para ese entonces avanzaba en varias rutas que no coincidían con los intereses y las 
pretensiones del gobierno nacional. La Corte Suprema de Justicia no sólo se opuso a la 
lógica de reconocer en el paramilitarismo un delito político, sino que abrió de forma clara 
las investigaciones a políticos por sus relaciones y nexos con los paramilitares.  
3.3.4 La justicia disfuncional 
 
El Estado se convierte en un instrumento funcional a una apuesta ideológica que se 
justifica en la defensa de la institucionalidad, y es precisamente en ese marco que se ha 
impulsado un proceso de deslegitimación de la institucionalidad cuando ésta no se ha 
sometido. Por ese camino fue evidente la disputa con la rama judicial; en su primer 
periodo fueron notables los ataques a la Corte Constitucional, la cual frenó 
                                               
 
198
 MEJÍA, Oscar. Cronología de una constitución sitiada. Dos décadas de la Constitución del 91. 
Mayo 24 de 2011.  
199
 Mayo 27. Palabras del Presidente Álvaro Uribe durante la cena ofrecida en honor de los Príncipes de 
Asturias http://web.presidencia.gov.co/sp/2009/mayo/27/22272009.html 
Capítulo (…) 119 
 
(parcialmente), en ejercicio del control de constitucionalidad automático el Estado de 
Conmoción Interior, declarado a los 4 días de posesión del primer gobierno Uribe, así 
como la declaración de inexequibilidad del Estatuto Antiterrorista AL 002 de 2003. 
En el segundo periodo, la confrontación con la Corte Suprema de Justicia ocupó un lugar 
central. Sin mencionar las denuncias contra magistrados de la Corte, o las 
interceptaciones telefónicas y hostigamientos, las acusaciones de sesgo ideológico a la 
Corte o la intervención reiterativa sobre sus actuaciones, en especial sobre los procesos 
de la parapolítica, obligaron a la Corte a salir en defensa de su papel en el marco 
institucional. La sala plena se pronunció así cuando fue requerida por el mismo 
presidente, luego de negar el carácter de sedición a un paramilitar beneficiado por la ley 
de justicia y paz: 
La Corte Suprema de Justicia, sin pasar por alto el derecho de los 
ciudadanos a disentir de las resoluciones judiciales, rechaza enérgicamente 
las recientes declaraciones del Gobierno Nacional acerca de la forma como 
esta Corporación cumple con su misión constitucional, pues tales 
manifestaciones constituyen una injerencia indebida e inaceptable en la 
actividad judicial, toda vez que con ellas no se pretende más que usurpar la 
facultad interpretativa de que gozan los jueces de la República e imponerles 
veladamente un determinado criterio para el pronunciamiento de sus 
decisiones. 
Esta actitud desconoce que los jueces de la República están sometidos 
únicamente al ordenamiento jurídico y quebranta la independencia de la 
función judicial, con lo que no sólo propicia una infundada desconfianza sobre 
esta Corporación, sino que busca deslegitimar, sin apoyo alguno, la actividad 
que la misma desarrolla con plena imparcialidad y objetividad, a la vez que la 
expone a serios peligros y amenazas. 
Por tanto, la Corte rechaza enfáticamente los injustos calificativos empleados 
en su contra, pues, ni por asomo, puede siquiera insinuarse que exista un 
presunto sesgo ideológico en sus fallos, por cuanto éstos sólo han estado 
apoyados en el orden legal, como tampoco se le puede tildar de ser un 
obstáculo para el proceso de paz, ya que no puede olvidarse que la labor de 
la Rama Judicial del Poder Público consiste esencialmente en interpretar y 
aplicar las normas vigentes, sin que cuente con la potestad de elaborarlas o 
modificarlas, ni se le pueda atribuir la responsabilidad por los vacíos, 
flaquezas o deficiencias que las mismas puedan contener.200 
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En efecto, esta confrontación con las altas Cortes, claramente dirigida a cuestionar su 
independencia, es un rasgo típico de los regímenes excepcionales, pues el aparato de 
justicia es el primer espacio que debe ser copado para garantizar el desarrollo de los 
presupuestos del autoritarismo.  
Esta acción de contrarrestar la lógica paramilitar dentro de la institucionalidad, llevó a que 
se adelantara un fuerte proceso de deslegitimación contra las altas Cortes y varias fueron 
las reacciones de Uribe ante las decisiones de éstas, en particular en su segundo 
periodo, contra la Corte Suprema de Justicia: 
Quizás el caso más grave ha ocurrido a raíz de las decisiones tomadas por la 
Corte Suprema en relación con los llamados procesos de la parapolítica y la 
yidispolítica. Como se mencionó, la Corte se opuso a que el paramilitarismo 
fuera tratado como delito político. Pues bien, el ex presidente descalificó esta 
decisión afirmando que la Corte tenía “un sesgo ideológico”, que “torpedeaba” 
la paz en Colombia y que algunos magistrados habían caído en la “trampa” 
del terrorismo agónico. Esto es especialmente grave si se tiene en cuenta 
que varios magistrados de la Sala Penal tienen actualmente procesos 
penales activos en la Comisión de Acusaciones de la Cámara de 
Representantes, Comisión ésta en donde la coalición de gobierno es 
mayoritaria. 
El 26 de Septiembre de 2007, el presidente descalificó al magistrado auxiliar 
Iván Velásquez, con base en las versiones de un paramilitar, quien 
posteriormente se retractó de lo dicho. Aludiendo a este episodio, el fiscal 
general habló de un montaje contra la Corte y liberó de toda responsabilidad 
al magistrado auxiliar. 
El 17 de Enero de 2008 Uribe acusó por injuria y calumnia al presidente de la 
Corte Suprema, César Julio Valencia, quien había sostenido que el 
presidente lo había llamado a preguntarle por la situación jurídica de su primo 
Mario Uribe. El 26 de junio de 2008, Uribe hizo un llamado al pueblo en 
contra de la Corte, tras la condena de Yidis Medina por el delito de cohecho 
en el trámite de la reelección. En la misma semana y por los mismos hechos, 
el gobierno acusó de falsedad a los magistrados de la Sala Penal. En febrero 
de 2009 la opinión pública conoció que el Departamento Administrativo de 
Seguridad (DAS) interceptaba ilegalmente los teléfonos de algunos 
magistrados de la Corte. En 2009 también se conoció que la Unidad de 
Investigaciones y Análisis Financiero del Ministerio de Hacienda (UIAF) 
investigó, sin orden judicial, las transacciones civiles y financieras de varios 
magistrados.  
Puede entonces decirse que la situación del país se encontró en el marco de un proceso 
dirigido a contrarrestar la situación de un conflicto interno, desde la construcción de un 
enemigo común a toda la sociedad, que desborda la confrontación armada y lo ubica en 
cualquier escenario en donde no se acepten las políticas del proyecto del gobierno, 
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legitimando así medidas de fuerza que marginan del sistema a todo opositor considerado 
como enemigo, en el marco del código amigo/enemigo. De ahí, fenómenos como los 
falsos positivos militares y judiciales, las chuzadas e incluso el fenómeno de la limpieza 
social y la justicia privada. 
Tal situación, esgrimida tras el argumento de enfrentar una especie de estado de 
naturaleza, tiene entre su propósito, construir un orden que permita desarrollar la política 
de mercado en donde el sector privado funcionaliza al Estado, para garantizar las 
condiciones necesarias para sus intereses, a la vez que el Estado le va entregando 
funciones del orden social por medio del proceso de privatización dejando en manos de 
los gremios la realización de los derechos. Jairo Estrada,  hace énfasis en la relación 
entre la seguridad democrática y la política económica del régimen así:  
El neoliberalismo reciente en Colombia logró esconderse tras las políticas de 
seguridad democrática y los debates políticos que ellas generaron en la tras-
escena de los debates nacionales sobre las configuraciones autoritarias, 
criminales y mafiosas del régimen político, se impusieron importantes 
reformas económicas propias del procesos de neoliberalización colombiano, 
tendientes a consolidar una nueva geografía de la acumulación capitalista en 
el país. La seguridad democrática ha sido también un proyecto de ampliación 
y profundización del proceso de mercantilización de la sociedad y de la 
restauración y afianzamiento del poder de clase (dominante).201 
 
Esta es una nueva apuesta del autoritarismo consonante con las nuevas exigencias del 
capital: un Estado fuerte para el control, pero que no permea ni regula el capital mismo y 
se exime de cumplir su responsabilidad de atención social, pero que garantiza las 
condiciones necesarias para realizar los derechos del capital. He ahí no una forma 
nacionalista, pero sí la argumentación nacional desde el control territorial, ya no es la 
supremacía de la nación desde la nacionalidad de la producción, sino la cohesión de la 
patria desde la funcionalidad al gran modelo global. 
Este Estado está sometido al funcionamiento del modelo, en donde responde a este no 
como un simple instrumento sino una función del poder. Nos encontramos ante la 
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dominación de clase en un proyecto de Estado, una lógica autoritaria que nos construye 
un nuevo modelo de Estado desde la transformación social, desde la dominación social 
por medio de dispositivos de poder como la comunicación. 
 
3.4 Transformar el horizonte 
 
La degradación de los principios democráticos sobre el argumento de la seguridad y la 
estabilidad de los mismos y la normalización de la excepción como norma de Estado, tal 
como se demostró en este capítulo a partir del análisis aplicado sobre el caso 
colombiano, exigen de la sociedad respuestas inmediatas.  
En medio de la imposición de un modelo de acumulación voraz, que se vale de las 
lógicas más perversas para lograr maximizar las ganancias, la tensión con los intereses 
de los ciudadanos que trabajan para subsistir y pagan con su salario el diario, es 
bastante. No obstante, tal tensión resuelta en los mecanismos tradicionales de la 
democracia, pareciera ser discernible por la razón. 
Cuando esta tensión se resuelve gracias a la imposición de lógicas de cooptación 
simbólica que recrean consensos, nos confrontamos a lógicas autoritarias que se 
subsumen en una aceptación no informada y en todo caso, presta a romperse en el 
ejercicio de la deliberación sobre las reglas de la democracia.  
Pero cuando esta tensión es resuelta a través de la fuerza, conjugando la represión 
institucional y formas para institucionales que violan expresamente los acuerdos 
democráticos propios del Estado, nombrándose el intérprete legítimo de éste y 
arguyendo su defensa para legitimar su propia negación, recreando un escenario 
excepcional de miedo y cooptación, de exclusión y homogenización para garantizar las 
condiciones del régimen de acumulación, ¿cuáles son los acuerdos desde los que se 
logra resolver la tensión? 
Colombia definitivamente transita caminos difíciles, no solo por la situación que genera 
este régimen excepcional y autoritario, sino porque dentro de su desarrollo ha logrado 
forjar una cultura política que impide consolidar un debate amplio y real sobre nuestra 
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democracia, en donde disentir se convierte en un elemento de exclusión, a partir de una 
identidad que confunde los intereses de clase con los intereses del Estado y la sociedad 
en general, convirtiendo la lógica de acumulación en un inobjetable, elementos que no 
desaparecen con un simple cambio de gobierno porque lograron forjarse en el seno de la 
democracia colombiana. 
Ocho años de Uribe y el desarrollo del Estado Comunitario- Estado de Opinión, dejan 
una sociedad que pareciera legitimar las acciones de limpieza social, los crímenes de 
Estado, el irrespeto a los límites constitucionales, que niega la diferencia y aspira a ser 
cada vez más homogénea, y que entiende como propios los intereses del gran capital,  
del cual se beneficiará el actual régimen de acumulación y en particular de la acción del 
Estado frente a éste.  
El logro de las condiciones necesarias para garantizar los derechos del gran capital, 
desfavoreciendo las ya precarias condiciones de los trabajadores y la producción 
nacional, en detrimento de los recursos naturales, reforzando su imposición por medio de 
la acción violenta del Estado, exigen de la sociedad abrir un escenario en donde se 
dispute el control del Estado permitiendo generar apuesta realmente democrática para 
definir el proyecto de nación y no la simple aclamación de una lógica que convierte los 
intereses de una clase en los intereses de toda la sociedad. 
Pero tal escenario sólo es viable si se logra primero emancipar el pueblo colombiano de 
la dominación ideológica, logrando que el sometimiento deje de ser una acción 
inconsciente para elevar la situación de dominación a una acción de resistencia 
transformadora y emancipadora que reconozca la acción de sometimiento y dominación y 
transforme esas condiciones objetivas de exclusión y explotación en una plataforma de 
acción colectiva que defienda la dignidad y los derechos de los que no tienen nombre, ni 
tierra y su dignidad es pisoteada continuamente. Romper la lógica de cohesión a favor de 
los intereses del capital y desvirtuar un Estado de opinión controlado por la acción de 
propaganda del régimen, recuperando y salvaguardando los principios democráticos y el 
Estado de Derecho permite abrir el escenario para construir una verdadera democracia y 
con ella la posibilidad de transformar una sociedad en favor de los intereses de aquellos 
que en la historia no se les ha permitido regir sus propios destinos.   
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Transformar esta realidad va más allá de lograr evidenciar la lógica autoritaria y los 
intereses que detrás de ella se consolidan, lo que implica reforzar la construcción de 
sujetos políticos críticos, capaces de levantar nuevas formas que no sólo resistan la 
imposición del modelo y le hagan el quiebre a la lógica criminal que se erige en nuestra 
escena cotidiana, sino apuntalar una verdadera alternativa contra la hegemonía, capaz 
de romper con la falacia del Estado Comunitario que se arraigó en lo profundo del pueblo 
colombiano. 
La lógica excepcional autoritaria no es parte de nuestro pasado, es nuestra historia. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
4. Conclusiones 
 
Tras el argumento de la seguridad, los dos gobiernos de Alvaro Uribe recrearon una lógica 
excepcional que debilitó el Estado de Derecho, intentando relativizarlo bajo el llamado 
Estado de Opinión, nuestra cultura y estructura constitucional fueron afectadas por una 
política que legitimó la acción criminal desde el Estado a partir de la aplicación de los 
elementos centrales del proyecto de Estado Comunitario: confianza inversionista, 
seguridad democrática y cohesión social. 
La vocación soberana del pueblo reducida a la figura presidencial en la lucha contra el 
enemigo interno, no fue sólo el elemento central de la construcción de una identidad 
nacional, sino además, la voz que autorizó y legitimó el debilitamiento de los ejes del 
Estado Social de Derecho que edificó la Constitución del 91, erigiendo así un código de 
exclusión a partir del cual se forjó la cohesión social de la patria. 
Dicha lógica de exclusión, claramente materializada en la construcción de un enemigo 
cuya existencia justifica y demanda la expresión más violenta del Estado y la relativización 
de las libertades, so pretexto de defender el orden institucional, recrea claramente la 
lógica de la excepcionalidad y la configura como un dispositivo permanente de control 
social, presentándola a los colombianos como el Estado Comunitario.  
El Estado Comunitario, como política de gobierno, parte de establecer la necesidad de 
consolidar el modelo económico que sustenta el crecimiento en el papel del sector 
privado, asignando al Estado un papel subsidiario en la regulación del mercado. En esta 
dinámica es esencial asegurar la atracción de inversión extranjera, elemento del cual 
emerge la política de confianza inversionista. 
No obstante el logro de los objetivos de la confianza inversionista está directamente 
relacionado con el logro de los objetivos propuestos en el tema de orden público, en 
tanto la eliminación de la amenaza terrorista es condición sine qua non para garantizar y 
dar seguridad al capital. Es entonces la política de seguridad democrática el elemento 
central para recuperar el rumbo del crecimiento del Estado y garantizar el buen 
funcionamiento del modelo. Dos son los elementos centrales que determinan esta 
política, por un lado el fortalecimiento de las fuerzas represivas del Estado y de su 
esquema militar, y por otro lado el fortalecimiento de los dispositivos de propaganda 
como elemento que vincula a la ciudadanía como sujeto activo de la misma, haciendo 
imperceptible la diferenciación entre Estado y Sociedad Civil.  
Dicho esquema deriva en el establecimiento de un prototipo claro de ciudadano cuyo 
código de pertenencia se determina por un conjunto de virtudes que lo definen como 
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funcional al sistema y que son el eje central de la política de cohesión social. Ante el 
enemigo, una política de seguridad fuerte que requiere de un ciudadano comprometido 
en la guerra contra el enemigo, así como una cohesión ciudadana sobre la base 
homogénea del ciudadano virtuoso que de negar tal esquema, se excluye como enemigo 
del mismo y de allí finalmente emerge el Estado de Opinión, un política que sustenta la 
soberanía del Estado en una opinión pública construida a partir de un binario 
inclusión/exclusión. 
Dicha lógica social se superpone con un claro esquema económico favorable al modelo 
de acumulación imperante que demanda un modelo fuerte de contención a la crisis que 
logre recuperar el poder hegemónico de la clase dominante y relativice los efectos 
producidos por un orden global, cuyo mercado se desenvuelve en la tensión de la 
producción real de materia primas y la especulación del sector financiero. 
Son precisamente estas condiciones en donde emergen nuevamente Estados que se 
hacen fuertes en el escenario del control territorial como lo sugieren Deleuze y Guatari, 
Estados que despliegan un gran arsenal de dispositivos ideológicos y represivos, logrando 
alinderar a los sujetos a las formas e intereses de la clase hegemónica (clase dominante), 
recreando así el sofisma del consenso democrático cuya función es dotar de legitimidad 
la función de preservación de los intereses del capital. 
En medio de la crisis se recrea el Estado Excepcional de Agamben, sustentado en la 
defensa de ese “consenso democrático”, sobrepasando incluso el mismo Estado de 
Derecho. En este punto, el Estado se convierte en un elemento funcional y 
funcionalizador de los intereses de la clase (dominante), creando, desde la lógica del 
miedo, el enemigo desde donde se erige la identidad del consenso y se reafirme la 
excepcionalidad como único camino de la seguridad. Este marco se analizó en el segundo 
capítulo, a partir de la teoría del Estado Total de Karl Schmitt y los análisis que de él, y del 
fenómeno alemán, hacen Poulantzas y Agamben. 
Éstos nos permiten concluir la existencia de un escenario apropiado para construir un 
enemigo común, que sobre los valores que determina el régimen como pilares sociales, 
constituyen los referentes de identidad en el código amigo/enemigo. Se legitima así una 
guerra frontal contra el enemigo y las acciones que contra él sean necesarias. Emerge un 
comportamiento social que desde lo micro reproduce los valores del régimen y que se 
identifica siempre sobre la constitución de un enemigo, en donde, por encima del 
derecho, se hacen necesarias las virtudes y se asumen las acciones contra el enemigo 
como deberes con la patria. 
Es entonces dable afirmar que en el orden global que rige hoy la vida de las naciones, la 
excepcionalidad como lógica de control es una constante normalizada que permite el 
despliegue de la violencia como forma preventiva y esquema de preservación de la 
democracia de eminentes enemigos que se resiste a ser parte funcional del sistema. De 
ello, que reafirmar el derecho a desobedecer órdenes injustas sea un imperativo para la 
acción emancipatoria, y una demanda central en la construcción de nuevas 
subjetividades, capaces de subvertir la lógica de dominación y explotación desde 
condiciones objetivas, pero fundamentalmente desde la dimensión subjetiva de la 
alienación. 
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Para llegar a ello, logramos en el primer capítulo concretar elementos identitarios entre 
diferentes hitos autoritarios que obedecen a esta lógica excepcional en el marco de una 
recomposición de la clase dominante, con una efectiva reorganización y redistribución de 
las relaciones de fuerza entre sus fracciones, ilustrando desde el estado del arte el marco 
teórico. La asunción al poder en el marco de una aguda crisis social, política y económica, 
el argumento de la seguridad al centro de la lógica excepcional y la creación de un 
enemigo que reafirma la identidad de la nación, disuelve la distinción Estado- sociedad 
civil, y legitima las acciones del régimen incluso por encima del Estado de Derecho, han 
marcado la lógica autoritaria.  
La representación individual del poder y la imposición unívoca del destino de la 
comunidad como un órgano homogéneo que sólo logra la libertad a través de sí misma y 
la exclusión del otro, respaldada por una acción permanente de masas que sustenta el 
carácter plebiscitario superponiendo la voluntad del líder como reflejo de la opinión del 
pueblo a la estructura misma del Estado y de la democracia, negando cualquier 
mediación entre el líder y el pueblo, el aumento drástico de penas reafirmando una lógica 
punitiva y criminalizante, caracterizaron regímenes como el de Hitler durante los 12 años 
que estuvo en el poder en Alemania, el de Fujimori con 10 años en el poder en Perú y el 
de Uribe durante los 8 años que detentó en el poder en Colombia.  
El caso colombiano es una escena particular de la situación global, particularizada por un 
conflicto político, social y armado, producto de la imposición de una guerra (política, 
social y armada) de exclusión por el control de la riquezas del país. Tal conflicto hoy 
refleja sus propias subjetividades y encarna una resistencia propia a un modelo 
dominante. 
Finalmente, logramos explicar el Estado Comunitario desde esa lógica excepcional, 
evidenciando que tal dispositivo de cooptación ideológica que se promovió desde el 
bloque hegemónico en el país, no tenía otro propósito que permitir el avance de las 
medidas que el neoliberalismo requiere en su ruta; por eso el Estado Comunitario no es 
más que la apuesta por medio de la cual se consolida el modelo, que requiere como 
condiciones, un nivel de comportamiento social al que se llega por medio de la seguridad 
democrática como medida de fuerza y desde el llamado a la cohesión social como 
dispositivo ideológico de cooptación social que funcionaliza a los sujetos para sus 
propósitos y que terminó superponiendo a la lógica de funcionalización la categoría 
Estado de Opinión. 
Nos encontramos entonces en una patria que desdibuja el territorio de la nación para 
fluctuar entre el gran capital; un Estado Corporativo y Autoritario que desde la 
excepcionalidad intentó refundar los valores sociales para concretar el virtuosismo 
ciudadano propio de un neolibralismo que cierra filas en el marco de su crisis. 
La situación del país bajo el gobierno de Uribe estuvo mediada por un proceso 
“refundacional” de nuestra nación. Aunque nos enfrentamos a un momento más crítico 
lo que fue gran parte de nuestra historia pasada, no es algo novedoso en nuestro país: 
entre la Regeneración, Turbay y el Uribismo existen bastantes coincidencias y son tal vez 
el resultado de un país agobiado entre la prisa de la modernidad, la imperiosa necesidad 
de construcción de un estado nacional, las repetidas depresiones económicas y la lucha 
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de clases. Leyendo sobre Santa Fe II202, se encuentran ciertas anotaciones de Manuel 
Cepeda Vargas, publicadas por Colección Izquierda Viva, que presentan semejanzas con la 
coyuntura a pesar de que su autor fue asesinado hace casi dos décadas, en medio del 
genocidio de la Unión Patriótica: 
 
¿Es que la política de Barco, con su estatuto para la defensa de la 
democracia o Turbay, eminencia tras el trono, con su Estatuto de Seguridad, 
no colocan el acento precisamente allí donde quiere Santa Fe II, en el 
robustecimiento de las fuerzas armadas y en un proyecto judicial –punitivo, 
que busca arrebatarle su esencia al órgano judicial colombiano? ¿Y no 
trabaja Barco en esa misma dirección de terminar con las empresas estatales 
entregándoselas a los capitalistas?203 
 
Reafirmamos entonces la hipótesis de trabajo: Colombia se sumergió durante 8 años en 
un Estado de Excepcionalidad permanente –característico de las crisis del capitalismo-, 
que tras el debilitamiento del estado constitucional de derecho, consolidó (legalizó) un 
proyecto autoritario tras la construcción del Estado Comunitario/ Estado de Opinión.  
La degradación de los principios democráticos sobre el argumento de la seguridad y la 
estabilidad de los mismos, y la normalización de la excepción como norma de Estado, 
exigen de la sociedad respuestas inmediatas de quienes hacen realidad el derecho desde 
la defensa judicial de la democracia y fundamentalmente de los ciudadanos en defensa 
de la democracia y el Estado constitucional, ejerciendo la desobediencia como un 
derecho en aras de romper con el fenómeno de abdicación de nuestra ciudadanía, 
forjado para convertirnos en instrumentos funcionales a los intereses del régimen. 
Los tres capítulos desarrollados en este trabajo intentaron identificar, además de lo ya 
expuesto, que la acción violenta del Estado en la estrategia de recuperación del control 
hegemónico, obedecen también a la emergencia de subjetividades que se resisten a la 
lógica avasalladora del capital y de la imposición de sus consensos. La traducción de la 
resistencia y la oposición a la categoría de enemigo y consecuentemente a su negación 
dentro del sistema, legitimando y legalizando la acción criminal del Estado en el marco de 
la excepcionalidad, nos permite concluir el tercer capítulo sugiriendo la necesaria 
construcción  una nueva subjetividad capaz de disputarse el control de Estado como ruta 
para recuperar los principios democráticos y el Estado de Derecho y erigir así el escenario 
adecuado para rediscutir el rumbo del país. 
Si difícilmente hoy alguien puede justificar los doce años de Hitler en el poder  e incluso a 
los 10 años de Fujimori, que tan solo dejó el poder un poco más de una década atrás, 
¿cuánto debemos esperar para que nuestra sociedad reaccione al estrago de los 8 años 
de Uribe? ¿Cuándo lograremos forjar una nueva subjetividad capaz de romper la lógica 
                                               
 
202
 Documento producido por el grupo Santa Fe, entidad ad hoc que trabaja en estudios, análisis y 
asesorías de gobernantes republicanos. 
203
Santa Fe IV en los tiempos del Plan Colombia,  Bogotá, Colecciones Izquierda Viva, 2001.  p. 
13 
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del consenso que nos dispone un destino inmutable que garantiza únicamente la lógica 
del capital olvidando la humanidad de quienes somete?  
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